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Principios Básicos Relativos  
a la Independencia de la Judicatura 
 
Adoptados por el Séptimo Congreso  
de las Naciones Unidas sobre Prevención  
del Delito y Tratamiento del Delincuente, 
celebrado en Milán del 26 de agosto al 6 de 
septiembre de 1985, 
y confirmados por la Asamblea General en sus 
resoluciones 40/32, de 29 de noviembre de 1985,  
y 40/146, de 13 de diciembre de 1985

Considerando que. en la Carta de las Naciones Unidas, los pueblos del mundo 
afirman, entre otras cosas, su voluntad de crear condiciones bajo las cuales pueda 
mantenerse la justicia y realizarse la cooperación internacional en el desarrollo y 
estímulo del respeto a los derechos humanos y a las libertades fundamentales sin 
hacer distinción alguna,

Considerando que la Declaración Universal de Derechos Humanos consagra 
concretamente el principio de la igualdad ante la ley, el derecho de toda persona 
a que se presuma su inocencia y el de ser oída públicamente y con justicia por un 
tribunal competente, independiente e imparcial establecido por la ley,

Considerando que el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos garantizan el 
ejercicio de esos derechos, y que el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Polí-
ticos garantiza además el derecho a ser juzgado sin demora indebida,

Considerando que todavía es frecuente que la situación real no corresponda a 
los ideales en que se apoyan esos principios,

Considerando que la organización y la administración de la justicia en cada 
país debe inspirarse en esos principios y que han de adoptarse medidas para ha-
cerlos plenamente realidad,
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Considerando que las normas que rigen el ejercicio de los cargos judiciales 
deben tener por objeto que los jueces puedan actuar de conformidad con esos 
principios,

Considerando que los jueces son los encargados de adoptar la decisión defini-
tiva con respecto a la vida, la libertad, los derechos, los deberes y los bienes de los 
ciudadanos,

Considerando que el Sexto Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención 
del Delito y Tratamiento del Delincuente, en su resolución 16, pidió al Comité de 
Prevención del Delito y Lucha contra la Delincuencia que incluyera entre sus ta-
reas prioritarias la elaboración de directrices en materia de independencia de los 
jueces y selección, capacitación y condición jurídica de los jueces y fiscales,

Considerando que, por consiguiente, es pertinente que se examine en primer 
lugar la función de los jueces en relación con el sistema de justicia y la importancia 
de su selección, capacitación y conducta,

Los siguientes principios básicos, formulados para ayudar a los Estados Miem-
bros en su tarea de garantizar y promover la independencia de la judicatura, deben 
ser tenidos en cuenta y respetados por los gobiernos en el marco de la legislación 
y la práctica nacionales y ser puestos en conocimiento de los jueces, los abogados, 
los miembros de los poderes ejecutivo y legislativo y el público en general. Estos 
principios se han elaborado teniendo presentes principalmente a los jueces pro-
fesionales, pero se aplican igualmente, cuando sea procedente, a los jueces legos 
donde éstos existan.

Independencia de la judicatura

1.	 La independencia de la judicatura será garantizada por el Estado y pro-
clamada por la Constitución o la legislación del país. Todas las instituciones 
gubernamentales y de otra índole respetarán y acatarán la independencia de la 
judicatura.

2.	 Los jueces resolverán los asuntos que conozcan con imparcialidad, basán-
dose en los hechos y en consonancia con el derecho, sin restricción alguna y sin 
influencias, alicientes, presiones, amenazas o intromisiones indebidas, sean direc-
tas o indirectas, de cualesquiera sectores o por cualquier motivo.

3.	 La judicatura será competente en todas las cuestiones de índole judicial y 
tendrá autoridad exclusiva para decidir si una cuestión que le haya sido sometida 
está dentro de la competencia que le haya atribuido la ley.

4.	 No se efectuarán intromisiones indebidas o injustificadas en el proceso judi-
cial, ni se someterán a revisión las decisiones judiciales de los tribunales. Este prin-
cipio se aplicará sin menoscabo de la vía de revisión judicial ni de la mitigación o 
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conmutación de las penas impuestas por la judicatura efectuada por las autorida-
des administrativas de conformidad con lo dispuesto en la ley.

5.	 Toda persona tendrá derecho a ser juzgada por los tribunales de justicia 
ordinarios con arreglo a procedimientos legalmente establecidos. No se crearán 
tribunales que no apliquen normas procesales debidamente establecidas para sus-
tituir la jurisdicción que corresponda normalmente a los tribunales ordinarios.

6.	 El principio de la independencia de la judicatura autoriza y obliga a la judi-
catura a garantizar que el procedimiento judicial se desarrolle conforme a derecho, 
así como el respeto de los derechos de las partes.

7.	 Cada Estado Miembro proporcionará recursos adecuados para que la judi-
catura pueda desempeñar debidamente sus funciones.

Libertad de expresión y asociación

8.	 En consonancia con la Declaración Universal de Derechos Humanos y 
al igual que los demás ciudadanos, los miembros de la judicatura gozarán de las 
libertades de expresión, creencias, asociación y reunión, con la salvedad de que, en 
el ejercicio de esos derechos, los jueces se conducirán en todo momento de manera 
que preserve la dignidad de sus funciones y la imparcialidad e independencia de la 
judicatura.

9.	 Los jueces gozarán del derecho a constituir asociaciones de jueces u otras 
organizaciones que tengan por objeto representar sus intereses, promover su for-
mación profesional y defender la independencia judicial, así como el derecho a 
afiliarse a ellas.

Competencia profesional, selección y formación

10.	 Las personas seleccionadas para ocupar cargos judiciales serán personas 
íntegras e idóneas y tendrán la formación o las calificaciones jurídicas apropiadas. 
Todo método utilizado para la selección de personal judicial garantizará que éste 
no sea nombrado por motivos indebidos. En la selección de los jueces, no se hará 
discriminación alguna por motivo de raza, color, sexo, religión, opinión política o 
de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o condi-
ción; el requisito de que los postulantes a cargos judiciales sean nacionales del país 
de que se trate no se considerará discriminatorio.
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Condiciones de servicio e inamovilidad

11.	 La ley garantizará la permanencia en el cargo de los jueces por los períodos 
establecidos, su independencia y su seguridad, así como una remuneración, pen-
siones y condiciones de servicio y de jubilación adecuadas.

12.	Se garantizará la inamovilidad de los jueces, tanto de los nombrados me-
diante decisión administrativa como de los elegidos, hasta que cumplan la edad 
para la jubilación forzosa o expire el período para el que hayan sido nombrados o 
elegidos, cuando existan normas al respecto.

13.	El sistema de ascensos de los jueces, cuando exista, se basará en factores 
objetivos, especialmente en la capacidad profesional, la integridad y la experiencia.

14.	La asignación de casos a los jueces dentro del tribunal de que formen parte 
es asunto interno de la administración judicial.

Secreto profesional e inmunidad

15.	Los jueces estarán obligados por el secreto profesional con respecto a sus 
deliberaciones y a la información confidencial que hayan obtenido en el desempe-
ño de sus funciones, a menos que se trate de audiencias públicas, y no se les exigirá 
que testifiquen sobre tales asuntos.

16.	Sin perjuicio de cualquier procedimiento disciplinario o derecho de apela-
ción, ni del derecho a recibir indemnización del Estado de acuerdo con la legis-
lación nacional, los jueces gozarán de inmunidad personal con respecto a las ac-
ciones civiles por daños y perjuicios derivados de acciones u omisiones indebidas 
cometidas en el ejercicio de sus funciones judiciales.

Medidas disciplinarias, suspensión y separación del cargo

17.	 Toda acusación o queja formulada contra un juez por su actuación judicial 
y profesional se tramitará con prontitud e imparcialidad con arreglo al procedi-
miento pertinente. El juez tendrá derecho a ser oído imparcialmente. En esa etapa 
inicial, el examen de la cuestión será confidencial, a menos que el juez solicite lo 
contrario.

18.	Los jueces sólo podrán ser suspendidos o separados de sus cargos por in-
capacidad o comportamiento que los inhabilite para seguir desempeñando sus 
funciones.

19.	Todo procedimiento para la adopción de medidas disciplinarias, la suspen-
sión o la separación del cargo se resolverá de acuerdo con las normas establecidas 
de comportamiento judicial.
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20.	Las decisiones que se adopten en los procedimientos disciplinarios, de sus-
pensión o de separación del cargo estarán sujetas a una revisión independiente. 
Podrá no aplicarse este principio a las decisiones del tribunal supremo y a las del 
órgano legislativo en los procedimientos de recusación o similares.

                    www.juridicas.unam.mx
Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



Principios Básicos sobre la Función  
de los Abogados 
 
Aprobados por el Octavo Congreso  
de las Naciones Unidas sobre Prevención  
del Delito y Tratamiento del Delincuente, 
celebrado en La Habana (Cuba)  
del 27 de agosto al 7 de septiembre de 1990

Considerando que los pueblos del mundo afirman en la Carta de las Naciones 
Unidas, entre otras cosas, su resolución de crear condiciones bajo las cuales pueda 
mantenerse la justicia, y proclaman como uno de sus propósitos la realización de la 
cooperación internacional en la promoción y el estímulo del respeto a los derechos 
humanos y a las libertades fundamentales de todos sin distinción por motivos de 
raza, sexo, idioma o religión,

Considerando que la Declaración Universal de Derechos Humanos consagra 
los principios de la igualdad ante la ley, la presunción de inocencia, el derecho de 
toda persona a ser oída públicamente y con justicia por un tribunal independiente 
e imparcial, y el derecho de toda persona acusada de un delito a todas las garantías 
necesarias para su defensa,

Considerando que el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos pro-
clama, además, el derecho de las personas a ser juzgadas sin demoras injustificadas 
y a ser oídas públicamente y con justicia por un tribunal competente, indepen-
diente e imparcial, establecido por la ley,

Considerando que el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales recuerda que la Carta de las Naciones Unidas impone a los Estados la 
obligación de promover el respeto universal y efectivo de los derechos y libertades 
humanos,

Considerando el Conjunto de Principios para la Protección de Todas las Per-
sonas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión, que estipula que toda 
persona detenida tendrá derecho a la asistencia de un abogado, a comunicarse con 
él y a consultarlo,
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Considerando que las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos re-
comiendan, en particular, que se garantice la asistencia letrada y la comunicación 
confidencial con su abogado a los detenidos en prisión preventiva,

Considerando que las Salvaguardias para garantizar la protección de los de-
rechos de los condenados a la pena de muerte reafirman el derecho de todo sos-
pechoso o acusado de un delito sancionable con la pena capital a una asistencia 
letrada adecuada en todas las etapas del proceso, de conformidad con el artículo 
14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos,

Considerando que en la Declaración sobre los Principios Fundamentales de 
Justicia para las Víctimas de Delitos y del Abuso de Poder se recomiendan medidas 
que deben adoptarse en los planos nacional e internacional para mejorar el acceso 
a la justicia y el trato justo, la restitución, la compensación y la asistencia en favor 
de las víctimas de delitos,

Considerando que la protección apropiada de los derechos humanos y las liber-
tades fundamentales que toda persona puede invocar, ya sean económicos, socia-
les y culturales o civiles y políticos, requiere que todas las personas tengan acceso 
efectivo a servicios jurídicos prestados por una abogacía independiente,

Considerando que las asociaciones profesionales de abogados tienen que des-
empeñar la función esencial de velar por las normas y la ética profesionales, pro-
teger a sus miembros contra persecuciones y restricciones o injerencias indebidas, 
facilitar servicios jurídicos a todos los que los necesiten, y cooperar con las institu-
ciones gubernamentales y otras instituciones para impulsar los fines de la justicia 
y el interés público,

Los Principios Básicos sobre la Función de los Abogados que figuran a conti-
nuación, formulados para ayudar a los Estados Miembros en su tarea de promover 
y garantizar la función adecuada de los abogados, deben ser tenidos en cuenta y 
respetados por los gobiernos en el marco de su legislación y práctica nacionales, 
y deben señalarse a la atención de los juristas así como de otras personas como 
los jueces, fiscales, miembros de los poderes ejecutivo y legislativo y el público en 
general. Estos principios se aplicarán también, cuando proceda, a las personas que 
ejerzan las funciones de la abogacía sin tener la categoría oficial de abogados.

Acceso a la asistencia letrada y a los servicios jurídicos

1.	 Toda persona está facultada para recurrir a la asistencia de un abogado de 
su elección para que proteja y demuestre sus derechos y lo defienda en todas las 
fases del procedimiento penal.

2.	 Los gobiernos procurarán que se establezcan procedimientos eficientes y 
mecanismos adecuados para hacer posible el acceso efectivo y en condiciones de 
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igualdad a la asistencia letrada de todas las personas que se encuentren en su te-
rritorio y estén sometidas a su jurisdicción, sin ningún tipo de distinción, como 
discriminaciones por motivos de raza, color, origen étnico, sexo, idioma, religión, 
opiniones políticas o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento, situación económica u otra condición.

3.	 Los gobiernos velarán por que se faciliten fondos y otros recursos suficien-
tes para asistencia jurídica a las personas pobres, y, en caso necesario, a otras per-
sonas desfavorecidas. Las asociaciones profesionales de abogados colaborarán en 
la organización y prestación de servicios, medios materiales y otros recursos.

4.	 Los gobiernos y las asociaciones profesionales de abogados promoverán 
programas para informar al público acerca de sus derechos y obligaciones en 
virtud de la ley y de la importante función que desempeñan los abogados en la 
protección de sus libertades fundamentales. Debe prestarse especial atención a la 
asistencia de las personas pobres y de otras personas menos favorecidas a fin de 
que puedan probar sus derechos y, cuando sea necesario, recurrir a la asistencia de 
un abogado.

Salvaguardias especiales en asuntos penales

5.	 Los gobiernos velarán por que la autoridad competente informe inmediata-
mente a todas las personas acusadas de haber cometido un delito, o arrestadas, o 
detenidas, de su derecho a estar asistidas por un abogado de su elección.

6.	 Todas esas personas, cuando no dispongan de abogado, tendrán derecho, 
siempre que el interés de la justicia así lo demande, a que se les asignen abogados 
con la experiencia y competencia que requiera el tipo de delito de que se trate a fin 
de que les presten asistencia jurídica eficaz y gratuita, si carecen de medios sufi-
cientes para pagar sus servicios.

7.	 Los gobiernos garantizarán además que todas las personas arrestadas, o 
detenidas, con una acusación penal o no, tengan acceso a un abogado inmedia-
tamente, y en cualquier caso dentro de las 48 horas siguientes al arresto o a la 
detención.

8.	 A toda persona arrestada, detenida, o presa, se le facilitarán oportunidades, 
tiempo e instalaciones adecuadas para recibir visitas de un abogado, entrevistarse 
con él y consultarle, sin demora, interferencia ni censura y en forma plenamente 
confidencial. Estas consultas podrán ser vigiladas visualmente por un funcionario 
encargado de hacer cumplir la ley, pero no se escuchará la conversación.
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Competencia y preparación

9.	 Los gobiernos, las asociaciones profesionales de abogados y las instituciones 
de enseñanza velarán por que los abogados tengan la debida formación y prepara-
ción, y se les inculque la conciencia de los ideales y obligaciones éticas del abogado 
y de los derechos humanos y libertades fundamentales reconocidos por el ordena-
miento jurídico nacional e internacional.

10.	Los gobiernos, las asociaciones profesionales de abogados y las instituciones 
de enseñanza velarán por que no haya discriminación alguna en contra de una 
persona, en cuanto al ingreso en la profesión o al ejercicio de la misma, por moti-
vos de raza, color, sexo, origen étnico, religión, opiniones políticas y de otra índole, 
origen nacional o social, fortuna, nacimiento, situación económica o condición 
social, aunque no se considerará discriminatorio el requisito de que un abogado 
sea ciudadano del país de que se trate.

11.	 En los países en que haya grupos, comunidades o regiones cuyas necesi-
dades de servicios jurídicos no estén atendidas, en especial cuando tales grupos 
tengan culturas, tradiciones o idiomas propios o hayan sido víctimas de discrimi-
nación en el pasado, los gobiernos y las asociaciones profesionales de abogados 
y las instituciones de enseñanza deberán tomar medidas especiales para ofrecer 
oportunidades a candidatos procedentes de esos grupos para que ingresen a la 
profesión de abogado y deberán velar por que reciban una formación adecuada a 
las necesidades de sus grupos de procedencia.

Obligaciones y responsabilidades

12.	Los abogados mantendrán en todo momento el honor y la dignidad de 
su profesión en su calidad de agentes fundamentales de la administración de 
justicia.

13.	Las obligaciones de los abogados para con sus clientes son las siguientes:
a)	 Prestarles asesoramiento con respecto a sus derechos y obligaciones, así 

como con respecto al funcionamiento del ordenamiento jurídico, en tanto 
sea pertinente a los derechos y obligaciones de los clientes;

b)	 Prestarles asistencia en todas las formas adecuadas, y adoptar medidas jurí-
dicas para protegerlos o defender sus intereses;

c)	 Prestarles asistencia ante los tribunales judiciales, otros tribunales u orga-
nismos administrativos, cuando corresponda.

14.	Los abogados, al proteger los derechos de sus clientes y defender la causa de 
la justicia, procurarán apoyar los derechos humanos y las libertades fundamen-
tales reconocidos por el derecho nacional e internacional, y en todo momento 
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actuarán con libertad y diligencia, de conformidad con la ley y las reglas y normas 
éticas reconocidas que rigen su profesión.

15.	Los abogados velarán lealmente en todo momento por los intereses de sus 
clientes.

Garantías para el ejercicio de la profesión

16.	Los gobiernos garantizarán que los abogados a) puedan desempeñar todas 
sus funciones profesionales sin intimidaciones, obstáculos, acosos o interferencias 
indebidas; b) puedan viajar y comunicarse libremente con sus clientes tanto dentro 
de su país como en el exterior, y c) no sufran ni estén expuestos a persecuciones o 
sanciones administrativas, económicas o de otra índole a raíz de cualquier medida 
que hayan adoptado de conformidad con las obligaciones, reglas y normas éticas 
que se reconocen a su profesión.

17.	 Cuando la seguridad de los abogados sea amenazada a raíz del ejercicio de 
sus funciones, recibirán de las autoridades protección adecuada.

18.	Los abogados no serán identificados con sus clientes ni con las causas de sus 
clientes como consecuencia del desempeño de sus funciones.

19.	Ningún tribunal ni organismo administrativo ante el que se reconozca el 
derecho a ser asistido por un abogado se negará a reconocer el derecho de un 
abogado a presentarse ante él en nombre de su cliente, salvo que el abogado haya 
sido inhabilitado de conformidad con las leyes y prácticas nacionales y con estos 
principios.

20.	Los abogados gozarán de inmunidad civil y penal por las declaraciones 
que hagan de buena fe, por escrito o en los alegatos orales, o bien al comparecer 
como profesionales ante un tribunal judicial, otro tribunal u órgano jurídico o 
administrativo.

21.	Las autoridades competentes tienen la obligación de velar por que los abo-
gados tengan acceso a la información, los archivos y documentos pertinentes que 
estén en su poder o bajo su control con antelación suficiente para que puedan 
prestar a sus clientes una asistencia jurídica eficaz. Este acceso se facilitará lo antes 
posible.

22.	Los gobiernos reconocerán y respetarán la confidencialidad de todas las 
comunicaciones y consultas entre los abogados y sus clientes, en el marco de su 
relación profesional.
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Libertad de expresión y asociación

23.	Los abogados, como los demás ciudadanos, tienen derecho a la libertad de 
expresión, creencias, asociación y reunión. En particular, tendrán derecho a parti-
cipar en el debate público de asuntos relativos a la legislación, la administración de 
justicia y la promoción y la protección de los derechos humanos, así como a unirse 
o participar en organizaciones locales, nacionales o internacionales y asistir a sus 
reuniones, sin sufrir restricciones profesionales a raíz de sus actividades lícitas o 
de su carácter de miembro de una organización lícita. En el ejercicio de estos de-
rechos, los abogados siempre obrarán de conformidad con la ley y con las reglas y 
normas éticas que se reconocen a su profesión.

Asociaciones profesionales de abogados

24.	Los abogados estarán facultados a constituir asociaciones profesionales au-
tónomas e incorporarse a estas asociaciones, con el propósito de representar sus 
intereses, promover su constante formación y capacitación, y proteger su integri-
dad profesional. El órgano ejecutivo de las asociaciones profesionales será elegido 
por sus miembros y ejercerá sus funciones sin injerencias externas.

25.	Las asociaciones profesionales de abogados cooperarán con los gobiernos 
para garantizar que todas las personas tengan acceso efectivo y en condiciones de 
igualdad a los servicios jurídicos y que los abogados estén en condiciones de ase-
sorar a sus clientes sin injerencias indebidas, de conformidad con la ley y con las 
reglas y normas éticas que se reconoce a su profesión.

Actuaciones disciplinarias

26.	La legislación o la profesión jurídica por conducto de sus correspondientes 
órganos, establecerán códigos de conducta profesional para los abogados, de con-
formidad con la legislación y las costumbres del país y las reglas y normas interna-
cionales reconocidas.

27.	Las acusaciones o reclamaciones contra los abogados en relación con su 
actuación profesional se tramitarán rápida e imparcialmente mediante procedi-
mientos apropiados. Los abogados tendrán derecho a una audiencia justa, incluido 
el derecho a recibir la asistencia de un abogado de su elección.
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Directrices sobre la Función de los Fiscales 
 
Aprobadas por el Octavo Congreso de las 
Naciones Unidas sobre Prevención del Delito  
y Tratamiento del Delincuente, 
celebrado en La Habana (Cuba)  
del 27 de agosto al 7 de septiembre de 1990

Considerando que los pueblos del mundo afirman en la Carta de las Naciones 
Unidas, entre otras cosas, su resolución de crear condiciones bajo las cuales pueda 
mantenerse la justicia, y proclaman como uno de sus propósitos la realización de la 
cooperación internacional en el desarrollo y el estímulo del respeto a los derechos 
humanos y a las libertades fundamentales de todos sin hacer distinción por moti-
vos de raza, sexo, idioma o religión,

Considerando que la Declaración Universal de Derechos Humanos consagra 
los principios de la igualdad ante la ley, la presunción de inocencia y el derecho de 
toda persona a ser oída públicamente y con justicia por un tribunal independiente 
e imparcial,

Considerando que en muchos casos la realidad todavía no corresponde a los 
ideales en que se fundan esos principios,

Considerando que la organización y la administración de la justicia en cada 
país debe inspirarse en esos principios y que han de adoptarse medidas para ha-
cerlos plenamente realidad,

Considerando que los fiscales desempeñan un papel fundamental en la admi-
nistración de justicia, y que las normas que rigen el desempeño de sus importantes 
funciones deben fomentar el respeto y el cumplimiento de los principios men-
cionados y contribuir de esa manera a un sistema penal justo y equitativo y a la 
protección eficaz de los ciudadanos contra la delincuencia,

Considerando que es fundamental asegurar que los fiscales posean las califica-
ciones profesionales necesarias para el desempeño de sus funciones, mejorando 
los métodos de contratación y capacitación jurídica y profesional, y proporcio-
nando todos los medios necesarios para que puedan desempeñar correctamente 
su función en la lucha contra la delincuencia, en particular sus nuevas formas y 
dimensiones,

                    www.juridicas.unam.mx
Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



284 Florentín MeLéndez

Considerando que la Asamblea General, en su resolución 34/169, de 17 de di-
ciembre de 1979, aprobó el Código de Conducta para Funcionarios Encargados de 
Hacer Cumplir la Ley, siguiendo una recomendación del Quinto Congreso de las 
Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente,

Considerando que el Sexto Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención 
del Delito y Tratamiento del Delincuente, en su resolución 16, pidió al Comité 
de Prevención del Delito y Lucha contra la Delincuencia que incluyese entre sus 
prioridades la elaboración de directrices sobre la independencia de los jueces y la 
selección, la capacitación y la condición de los jueces y fiscales,

Considerando que el Séptimo Congreso de las Naciones Unidas sobre Preven-
ción del Delito y Tratamiento del Delincuente aprobó los Principios Básicos rela-
tivos a la Independencia de la Judicatura, que la Asamblea General hizo suyos en 
las resoluciones 40/32, de 29 de noviembre de 1985, y 40/146, de 13 de diciembre 
de 1985,

Considerando que en la Declaración sobre los Principios Fundamentales de 
Justicia para las Víctimas de Delitos y del Abuso del Poder se recomienda la adop-
ción de medidas en los planos nacional e internacional a los fines de mejorar el 
acceso de las víctimas de delitos a la justicia y a un trato justo, al resarcimiento, la 
indemnización y la asistencia,

Considerando que en su resolución 7 el Séptimo Congreso exhortó al Comité a 
que examinase la necesidad de establecer directrices relativas, entre otras cosas, a 
la selección, la formación profesional y la condición de los fiscales, sus funciones y 
la conducta que de ellos se espera, los medios de mejorar su contribución al buen 
funcionamiento del sistema de justicia penal y su cooperación con la policía, el al-
cance de sus facultades discrecionales y su papel en el procedimiento penal, y a que 
presentase informes al respecto a los futuros congresos de las Naciones Unidas,

Las Directrices siguientes, formuladas para asistir a los Estados Miembros en 
su función de garantizar y promover la eficacia, imparcialidad y equidad de los 
fiscales en el procedimiento penal deben ser respetadas y tenidas en cuenta por 
los gobiernos en el marco de sus leyes y prácticas nacionales y deben señalarse a la 
atención de los fiscales y de otras personas tales como jueces, abogados y miem-
bros del poder ejecutivo y legislativo, y del público en general. Las presentes Direc-
trices se han preparado básicamente con miras a los fiscales del ministerio público, 
aunque son asimismo aplicables, cuando proceda, a los fiscales nombrados a título 
particular.
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Calificaciones, selección y capacitación

1.	 Las personas designadas como fiscales serán personas probas e idóneas, con 
formación y calificaciones adecuadas.

2.	 Los Estados adoptarán las medidas necesarias para que:
a)	 Los criterios de selección de los fiscales contengan salvaguardias contra de-

signaciones basadas en predilecciones o prejuicios y excluyan toda discri-
minación en contra de una persona por motivos de raza, color, sexo, idioma, 
religión, opinión política o de otra índole, procedencia nacional, social o 
étnica, situación económica, nacimiento, situación económica u otra condi-
ción, con la excepción de que no se considerará discriminatorio exigir que 
el candidato que postule al cargo de fiscal sea nacional del país;

b)	 Los fiscales tendrán una formación y capacitación adecuadas y serán cons-
cientes de los ideales y obligaciones éticas correspondientes a su cargo, de la 
protección que la Constitución y las leyes brindan a los derechos del sospe-
choso y de la víctima, y de los derechos humanos y libertades fundamenta-
les reconocidos por el ordenamiento jurídico nacional e internacional.

Situación y condiciones de servicio

3.	 Los fiscales, en su calidad de miembros esenciales de la administración de 
justicia, mantendrán en todo momento el honor y la dignidad de su profesión.

4.	 Los Estados garantizarán que los fiscales puedan ejercer sus funciones pro-
fesionales sin intimidación, trabas, hostigamiento, injerencias indebidas o riesgo 
injustificado de incurrir en responsabilidad civil, penal o de otra índole.

5.	 Las autoridades proporcionarán protección física a los fiscales y a sus fami-
lias en caso de que su seguridad personal se vea amenazada como consecuencia 
del desempeño de sus funciones.

6.	 Las leyes o las normas o reglamentaciones de conocimiento público se esta-
blecerán para condiciones razonables de servicio, una remuneración adecuada y, 
cuando corresponda, seguridad en el cargo, pensión y edad de jubilación.

7.	 El ascenso de los fiscales, cuando exista ese sistema, se basará en factores 
objetivos, especialmente en su idoneidad, capacidad, probidad y experiencia, y las 
decisiones que se adopten al respecto se atendrán a un procedimiento equitativo e 
imparcial.
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Libertad de expresión y asociación

8.	 Los fiscales, al igual que los demás ciudadanos, gozarán de libertad de ex-
presión, creencias, asociación y reunión. En particular, tendrán derecho a tomar 
parte en debates públicos sobre cuestiones relativas a las leyes, la administración 
de justicia y el fomento y la protección de los derechos humanos y a adherirse 
a organizaciones locales, nacionales o internacionales o constituirlas y a asistir a 
sus reuniones, sin que sufran relegación profesional por razón de sus actividades 
lícitas o de su calidad de miembros de organizaciones lícitas. En el ejercicio de 
esos derechos, los fiscales procederán siempre de conformidad con las leyes y los 
principios y normas éticas reconocidas en su profesión.

9.	 Los fiscales podrán constituir asociaciones profesionales u otras organiza-
ciones, o incorporarse a ellas, con el propósito de representar sus intereses, promo-
ver la capacitación profesional y proteger sus derechos.

Función de los fiscales en el procedimiento penal

10.	El cargo de fiscal estará estrictamente separado de las funciones judiciales.
11.	 Los fiscales desempeñarán un papel activo en el procedimiento penal, in-

cluida la iniciación del procedimiento y, cuando así lo autorice la ley o se ajuste a la 
práctica local, en la investigación de delitos, la supervisión de la legalidad de esas 
investigaciones, la supervisión de la ejecución de fallos judiciales y el ejercicio de 
otras funciones como representantes del interés público.

12.	Los fiscales, de conformidad con la ley, deberán cumplir sus funciones con 
imparcialidad, firmeza y prontitud, respetar y proteger la dignidad humana y de-
fender los derechos humanos, contribuyendo de esa manera a asegurar el debido 
proceso y el buen funcionamiento del sistema de justicia penal.

13.	En cumplimiento de sus obligaciones, los fiscales:
a)	 Desempeñarán sus funciones de manera imparcial y evitarán todo tipo de dis-

criminación política, social, religiosa, racial, cultural, sexual o de otra índole;
b)	 Protegerán el interés público, actuarán con objetividad, tendrán debida-

mente en cuenta la situación del sospechoso y de la víctima, y prestarán 
atención a todas las circunstancias pertinentes, prescindiendo de que sean 
ventajosas o desventajosas para el sospechoso;

c)	 Mantendrán el carácter confidencial de los materiales que obren en su po-
der, salvo que requiera otra cosa el cumplimiento de su deber o las necesi-
dades de la justicia;

d)	 Considerarán las opiniones e inquietudes de las víctimas cuando se vean 
afectados sus intereses personales y asegurarán que se informe a las víctimas 
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de sus derechos con arreglo a la Declaración sobre los Principios Funda-
mentales de Justicia para las Víctimas de Delitos y del Abuso del Poder.

14.	Los fiscales no iniciarán ni continuarán un procedimiento, o bien, harán 
todo lo posible por interrumpirlo, cuando una investigación imparcial demuestre 
que la acusación es infundada.

15.	Los fiscales prestarán la debida atención al enjuiciamiento de los funciona-
rios públicos que hayan cometido delitos, especialmente en los casos de corrup-
ción, abuso de poder, violaciones graves de derechos humanos y otros delitos re-
conocidos por el derecho internacional y, cuando lo autoricen las leyes o se ajuste 
a la práctica local, a la investigación de esos delitos.

16.	Cuando los fiscales tengan en su poder pruebas contra sospechosos y se-
pan o tengan sospechas fundadas de que fueron obtenidas por métodos ilícitos 
que constituyan una violación grave de los derechos humanos del sospechoso, es-
pecialmente torturas, tratos o castigos crueles, inhumanos o degradantes u otros 
abusos de los derechos humanos, se negarán a utilizar esas pruebas contra cual-
quier persona, salvo contra quienes hayan empleado esos métodos, o lo informa-
rán a los tribunales, y adoptarán todas las medidas necesarias para asegurar que los 
responsables de la utilización de dichos métodos comparezcan ante la justicia.

Facultades discrecionales

17.	 En los países donde los fiscales estén investidos de facultades discrecionales, 
la ley, las normas o los reglamentos publicados proporcionarán directrices para 
promover la equidad y coherencia de los criterios que se adopten al tomar decisio-
nes en el proceso de acusación, incluido el ejercicio de la acción o la renuncia al 
enjuiciamiento.

Alternativas del enjuiciamiento

18.	De conformidad con la legislación nacional, los fiscales considerarán debi-
damente la posibilidad de renunciar al enjuiciamiento, interrumpirlo condicional 
o incondicionalmente o procurar que el caso penal no sea considerado por el sis-
tema judicial, respetando plenamente los derechos del sospechoso y de la victima. 
A estos efectos, los Estados deben explorar plenamente la posibilidad de adoptar 
sistemas para reducir el número de casos que pasan la vía judicial no solamente 
para aliviar la carga excesiva de los tribunales, sino también para evitar el estigma 
que significan la prisión preventiva, la acusación y la condena, así como los posi-
bles efectos adversos de la prisión.
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19.	En los países donde los fiscales están investidos de facultades discrecionales 
para pronunciarse sobre el enjuiciamiento de un menor, deberá tenerse especial-
mente en cuenta el carácter y la gravedad del delito, la protección de la sociedad y 
la personalidad y los antecedentes del menor. Cuando se pronuncien, los fiscales 
tendrán especialmente en cuenta las posibles alternativas del enjuiciamiento de 
conformidad con las leyes y procedimientos pertinentes en materia de justicia de 
menores. Los fiscales harán todo lo posible por emprender acciones contra meno-
res únicamente en los casos que sea estrictamente necesario.

Relaciones con otros organismos o instituciones 
gubernamentales

20.	A fin de asegurar la equidad y eficacia del procedimiento, los fiscales harán 
lo posible por cooperar con la policía, los tribunales, los abogados, los defensores 
públicos y otros organismos o instituciones gubernamentales.

Actuaciones disciplinarias

21.	Las faltas de carácter disciplinario cometidas por los fiscales estarán previs-
tas en la ley o en los reglamentos. Las reclamaciones contra los fiscales en las que 
se alegue que han actuado claramente fuera del marco de las normas profesionales 
se sustanciarán pronta e imparcialmente con arreglo al procedimiento pertinente. 
Los fiscales tendrán derecho a una audiencia imparcial. Las decisiones estarán so-
metidas a revisión independiente.

22.	Las actuaciones disciplinarias contra los fiscales garantizarán una evalua-
ción y decisión objetivas. Se determinarán de conformidad con la ley, el código de 
conducta profesional y otras reglas y normas éticas establecidas y teniendo presen-
tes estas Directrices.

Observancia de las Directrices

23.	Los fiscales respetarán las presentes Directrices. Además, harán todo lo que 
esté en su poder por evitar que se infrinjan y se opondrán activamente a ello.

24.	Los fiscales que tengan motivos para estimar que se ha cometido, o que 
está por cometerse, una violación de las presentes Directrices lo comunicarán a 
sus superiores jerárquicos y, cuando sea necesario, a otras autoridades u órganos 
competentes, con facultades en materia de revisión o recurso.
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Código de Conducta para Funcionarios 
Encargados de Hacer Cumplir la Ley 
 
Adoptado por la Asamblea General  
en su resolución 34/169, 
de 17 de diciembre de 1979

Artículo 1

Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley cumplirán en todo mo-
mento los deberes que les impone la ley, sirviendo a su comunidad y protegiendo 
a todas las personas contra actos ilegales, en consonancia con el alto grado de res-
ponsabilidad exigido por su profesión.

Artículo 2

En el desempeño de sus tareas, los funcionarios encargados de hacer cumplir 
la ley respetarán y protegerán la dignidad humana y mantendrán y defenderán los 
derechos humanos de todas las personas.

Artículo 3

Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley podrán usar la fuerza sólo 
cuando sea estrictamente necesario y en la medida que lo requiera el desempeño 
de sus tareas.

Artículo 4

Las cuestiones de carácter confidencial de que tengan conocimiento los funcio-
narios encargados de hacer cumplir la ley se mantendrán en secreto, a menos que 
el cumplimiento del deber o las necesidades de la justicia exijan estrictamente lo 
contrario.
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Artículo 5

Ningún funcionario encargado de hacer cumplir la ley podrá infligir, instigar o 
tolerar ningún acto de tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degra-
dantes, ni invocar la orden de un superior o circunstancias especiales, como estado 
de guerra o amenaza de guerra, amenaza a la seguridad nacional, inestabilidad po-
lítica interna, o cualquier otra emergencia pública, como justificación de la tortura 
u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.

Artículo 6

Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley asegurarán la plena pro-
tección de la salud de las personas bajo su custodia y, en particular, tomarán medi-
das inmediatas para proporcionar atención médica cuando se precise.

Artículo 7

Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley no cometerán ningún acto 
de corrupción. También se opondrán rigurosamente a todos los actos de esa índole 
y los combatirán.

Artículo 8

Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley respetarán la ley y el pre-
sente Código. También harán cuanto esté a su alcance por impedir toda violación 
de ellos y por oponerse rigurosamente a tal violación.

Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley que tengan motivos para 
creer que se ha producido o va a producirse una violación del presente Código 
informarán de la cuestión a sus superiores y, si fuere necesario, a cualquier otra 
autoridad u organismo apropiado que tenga atribuciones de control o correctivas.
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Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza 
y de Armas de Fuego por los Funcionarios 
Encargados de Hacer Cumplir la Ley 
 
Adoptados por el Octavo Congreso  
de las Naciones Unidas sobre Prevención  
del Delito y Tratamiento del Delincuente, 
celebrado en La Habana (Cuba)  
del 27 de agosto al 7 de septiembre de 1990

Considerando que la labor de los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley* 
constituye un servicio social de gran importancia y, en consecuencia, es preciso 
mantener y, siempre que sea necesario, mejorar las condiciones de trabajo y la 
situación de estos funcionarios,

Considerando que la amenaza a la vida y a la seguridad de los funcionarios 
encargados de hacer cumplir la ley debe considerarse como una amenaza a la es-
tabilidad de toda la sociedad,

Considerando que los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley desem-
peñan un papel fundamental en la protección del derecho a la vida, la libertad y 
la seguridad de las personas, tal como se garantiza en la Declaración Universal de 
Derechos Humanos y se reafirma en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos,

Teniendo presente que las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos 
prevén las circunstancias en las que los funcionarios de establecimientos peniten-
ciarios podrán recurrir a la fuerza en el ejercicio de sus funciones,

Teniendo presente que el artículo 3 del Código de Conducta para Funcionarios 
Encargados de Hacer Cumplir la Ley estipula que esos funcionarios podrán usar 
la fuerza sólo cuando sea estrictamente necesario y en la medida que lo requiere el 
desempeño de sus tareas,

Teniendo presente que en la reunión preparatoria del Séptimo Congreso de las 
Naciones Unidas sobre la Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, 
celebrada en Varenna, Italia, se convino en los elementos que debían tenerse en 
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cuenta en la continuación de los trabajos sobre las limitaciones en el uso de la 
fuerza y de las armas de fuego por parte de los funcionarios encargados de hacer 
cumplir la ley,

Teniendo presente que el Séptimo Congreso, en su resolución 14, entre otras 
cosas, subraya que el empleo de la fuerza y las armas de fuego por los funcionarios 
encargados de hacer cumplir la ley debe conciliarse con el debido respeto de los 
derechos humanos,

Teniendo presente que el Consejo Económico y Social, en su resolución 1986/10, 
sección IX, de 21 de mayo de 1986, invitó a los Estados Miembros a que prestaran 
especial atención en la aplicación del Código a la cuestión del uso de la fuerza y 
armas de fuego por parte de los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, y 
que la Asamblea General, en su resolución 41/149, de 4 de diciembre de 1986, entre 
otras cosas, acogió con satisfacción esta recomendación formulada por el Consejo,

Considerando que es oportuno, teniendo debidamente en cuenta su seguridad 
personal, atender al papel de los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley 
en relación con la administración de justicia y la protección del derecho a la vida, 
la libertad y la seguridad de las personas, a su responsabilidad de mantener la 
seguridad pública y la paz social, y a la importancia de sus calificaciones, capaci-
tación y conducta,

Los Principios Básicos que se enuncian a continuación, formulados para asis-
tir a los Estados Miembros en sus actividades destinadas a asegurar y fomentar 
el papel que corresponde a los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, 
deben ser tenidos en cuenta y respetados por los gobiernos en el marco de sus 
respectivas legislaciones y prácticas nacionales, y deben señalarse a la atención de 
los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, así como de otras personas 
como jueces, fiscales, abogados y miembros del poder ejecutivo y legislativo, y del 
público en general.

Disposiciones generales

1.	 Los gobiernos y los organismos encargados de hacer cumplir la ley adopta-
rán y aplicarán normas y reglamentaciones sobre el empleo de la fuerza y armas de 
fuego contra personas por parte de funcionarios encargados de hacer cumplir la 
ley. Al establecer esas normas y disposiciones, los gobiernos y los organismos en-
cargados de hacer cumplir la ley examinarán continuamente las cuestiones éticas 
relacionadas con el empleo de la fuerza y de armas de fuego.

2.	 Los gobiernos y los organismos encargados de hacer cumplir la ley establece-
rán una serie de métodos lo más amplia posible y dotarán a los funcionarios corres-
pondientes de distintos tipos de armas y municiones de modo que puedan hacer un 
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uso diferenciado de la fuerza y de las armas de fuego. Entre estas armas deberían fi-
gurar armas incapacitantes no letales para emplearlas cuando fuera apropiado, con 
miras a restringir cada vez más el empleo de medios que puedan ocasionar lesiones 
o muertes. Con el mismo objetivo, también debería permitirse que los funcionarios 
encargados de hacer cumplir la ley cuenten con equipo autoprotector, por ejemplo, 
escudos, cascos, chalecos a prueba de balas y medios de transporte a prueba de 
balas a fin de disminuir la necesidad de armas de cualquier tipo.

3.	 Se hará una cuidadosa evaluación de la fabricación y distribución de armas 
no letales incapacitantes a fin de reducir al mínimo el riesgo de causar lesiones 
a personas ajenas a los hechos y se controlará con todo cuidado el uso de tales 
armas.

4.	 Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, en el desempeño de 
sus funciones, utilizarán en la medida de lo posible medios no violentos antes de 
recurrir al empleo de la fuerza y de armas de fuego. Podrán utilizar la fuerza y ar-
mas de fuego solamente cuando otros medios resulten ineficaces o no garanticen 
de ninguna manera el logro del resultado previsto.

5.	 Cuando el empleo de las armas de fuego sea inevitable, los funcionarios 
encargados de hacer cumplir la ley:

a)	 Ejercerán moderación y actuarán en proporción a la gravedad del delito y al 
objetivo legítimo que se persiga;

b)	 Reducirán al mínimo los daños y lesiones y respetarán y protegerán la vida 
humana;

c)	 Procederán de modo que se presten lo antes posible asistencia y servicios 
médicos a las personas heridas o afectadas;

d)	 Procurarán notificar lo sucedido, a la menor brevedad posible, a los parien-
tes o amigos íntimos de las personas heridas o afectadas.

6.	 Cuando al emplear la fuerza o armas de fuego los funcionarios encargados 
de hacer cumplir la ley ocasionen lesiones o muerte, comunicarán el hecho inme-
diatamente a sus superiores de conformidad con el principio 22.

7.	 Los gobiernos adoptarán las medidas necesarias para que en la legislación 
se castigue como delito el empleo arbitrario o abusivo de la fuerza o de armas de 
fuego por parte de los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley.

8.	 No se podrán invocar circunstancias excepcionales tales como la inestabili-
dad política interna o cualquier otra situación pública de emergencia para justifi-
car el quebrantamiento de estos Principios Básicos.
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Disposiciones especiales

9.	 Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley no emplearán armas de 
fuego contra las personas salvo en defensa propia o de otras personas, en caso de 
peligro inminente de muerte o lesiones graves, o con el propósito de evitar la co-
misión de un delito particularmente grave que entrañe una seria amenaza para la 
vida, o con el objeto de detener a una persona que represente ese peligro y oponga 
resistencia a su autoridad, o para impedir su fuga, y sólo en caso de que resulten 
insuficientes medidas menos extremas para lograr dichos objetivos. En cualquier 
caso, sólo se podrá hacer uso intencional de armas letales cuando sea estrictamen-
te inevitable para proteger una vida.

10.	En las circunstancias previstas en el principio 9, los funcionarios encarga-
dos de hacer cumplir la ley se identificarán como tales y darán una clara adver-
tencia de su intención de emplear armas de fuego, con tiempo suficiente para que 
se tome en cuenta, salvo que al dar esa advertencia se pusiera indebidamente en 
peligro a los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, se creara un riesgo 
de muerte o daños graves a otras personas, o resultara evidentemente inadecuada 
o inútil dadas las circunstancias del caso.

11.	 Las normas y reglamentaciones sobre el empleo de armas de fuego por los 
funcionarios encargados de hacer cumplir la ley deben contener directrices que:

a)	 Especifiquen las circunstancias en que los funcionarios encargados de hacer 
cumplir la ley estarían autorizados a portar armas de fuego y prescriban los 
tipos de armas de fuego o municiones autorizados;

b)	 Aseguren que las armas de fuego se utilicen solamente en circunstancias 
apropiadas y de manera tal que disminuya el riesgo de daños innecesarios;

c)	 Prohíban el empleo de armas de fuego y municiones que puedan provocar 
lesiones no deseadas o signifiquen un riesgo injustificado;

d)	 Reglamenten el control, almacenamiento y distribución de armas de fuego, 
así como los procedimientos para asegurar que los funcionarios encargados 
de hacer cumplir la ley respondan de las armas de fuego o municiones que 
se les hayan entregado;

e)	 Señalen los avisos de advertencia que deberán darse, siempre que proceda, 
cuando se vaya a hacer uso de un arma de fuego;

f)	 Establezcan un sistema de presentación de informes siempre que los funcio-
narios encargados de hacer cumplir la ley recurran al empleo de armas de 
fuego en el desempeño de sus funciones.
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Actuación en caso de reuniones ilícitas

12.	Dado que todas las personas están autorizadas a participar en reuniones lí-
citas y pacíficas, de conformidad con los principios consagrados en la Declaración 
Universal de Derechos Humanos y en el Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos, los gobiernos y los organismos y funcionarios encargados de hacer 
cumplir la ley reconocerán que la fuerza y las armas de fuego pueden utilizarse 
solamente de conformidad con los principios 13 y 14.

13.	Al dispersar reuniones ilícitas pero no violentas, los funcionarios encarga-
dos de hacer cumplir la ley evitarán el empleo de la fuerza o, si no es posible, lo 
limitarán al mínimo necesario.

14.	Al dispersar reuniones violentas, los funcionarios encargados de hacer 
cumplir la ley podrán utilizar armas de fuego cuando no se puedan utilizar medios 
menos peligrosos y únicamente en la mínima medida necesaria. Los funcionarios 
encargados de hacer cumplir la ley se abstendrán de emplear las armas de fuego en 
esos casos, salvo en las circunstancias previstas en el principio 9.

Vigilancia de personas bajo custodia o detenidas

15.	Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, en sus relaciones con 
las personas bajo custodia o detenidas, no emplearán la fuerza, salvo cuando sea 
estrictamente necesario para mantener la seguridad y el orden en los estableci-
mientos o cuando corra peligro la integridad física de las personas.

16.	Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, en sus relaciones con 
las personas bajo custodia o detenidas, no emplearán armas de fuego, salvo en de-
fensa propia o en defensa de terceros cuando haya peligro inminente de muerte o 
lesiones graves, o cuando sea estrictamente necesario para impedir la fuga de una 
persona sometida a custodia o detención que presente el peligro a que se refiere el 
principio 9.

17.	 Los principios precedentes se aplicarán sin perjuicio de los derechos, obliga-
ciones y responsabilidades de los funcionarios de establecimientos penitenciarios, 
tal como se enuncian en las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos, 
sobre todo las reglas 33, 34 y 54.

Calificaciones, capacitación y asesoramiento

18.	Los gobiernos y los organismos encargados de hacer cumplir la ley pro-
curarán que todos los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley sean 
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seleccionados mediante procedimientos adecuados, posean aptitudes éticas, psi-
cológicas y físicas apropiadas para el ejercicio eficaz de sus funciones y reciban 
capacitación profesional continua y completa. Tales aptitudes para el ejercicio de 
esas funciones serán objeto de examen periódico.

19.	Los gobiernos y los organismos encargados de hacer cumplir la ley procura-
rán que todos los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley reciban capaci-
tación en el empleo de la fuerza y sean examinados de conformidad con normas de 
evaluación adecuadas. Los funcionarios que deban portar armas de fuego deben 
estar autorizados para hacerlo sólo tras haber finalizado la capacitación especiali-
zada en su empleo.

20.	En la capacitación de los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, 
los gobiernos y los organismos correspondientes prestarán especial atención a las 
cuestiones de ética policial y derechos humanos, especialmente en el proceso de 
indagación, a los medios que puedan sustituir el empleo de la fuerza y de armas 
de fuego, por ejemplo, la solución pacífica de los conflictos, el estudio del com-
portamiento de las multitudes y las técnicas de persuasión, negociación y media-
ción, así como a los medios técnicos, con miras a limitar el empleo de la fuerza y 
armas de fuego. Los organismos encargados de hacer cumplir la ley deben exami-
nar sus programas de capacitación y procedimientos operativos a la luz de casos 
concretos.

21.	Los gobiernos y los organismos encargados de hacer cumplir la ley propor-
cionarán orientación a los funcionarios que intervengan en situaciones en las que 
se empleen la fuerza o armas de fuego para sobrellevar las tensiones propias de 
esas situaciones.

Procedimientos de presentación de informes y recursos

22.	Los gobiernos y los organismos encargados de hacer cumplir la ley estable-
cerán procedimientos eficaces para la presentación de informes y recursos en rela-
ción con todos los casos mencionados en los principios 6 y 11 f). Para los casos con 
respecto a los cuales se informe de conformidad con esos principios, los gobiernos 
y los organismos encargados de hacer cumplir la ley asegurarán que se establezca 
un procedimiento de revisión eficaz y que autoridades administrativas o judiciales 
independientes estén dotadas de competencia en circunstancias apropiadas. En 
caso de muerte y lesiones graves u otras consecuencias de importancia, se enviará 
rápidamente un informe detallado a las autoridades competentes para la revisión 
administrativa y la supervisión judicial.

23.	Las personas afectadas por el empleo de la fuerza y de armas de fuego o 
sus representantes legales tendrán acceso a un proceso independiente, incluido un 
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proceso judicial. En caso de muerte de esas personas, esta disposición se aplicará a 
sus herederos.

24.	Los gobiernos y los organismos encargados de hacer cumplir la ley adopta-
rán las medidas necesarias para que los funcionarios superiores asuman la debida 
responsabilidad cuando tengan conocimiento, o debieran haberlo tenido, de que 
los funcionarios a sus órdenes recurren, o han recurrido, al uso ilícito de la fuerza 
y de armas de fuego, y no adopten todas las medidas a su disposición para impedir, 
eliminar o denunciar ese uso.

25.	Los gobiernos y los organismos encargados de hacer cumplir la ley adop-
tarán las medidas necesarias para que no se imponga ninguna sanción penal o 
disciplinaria contra los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley que, en 
cumplimiento del Código de conducta pertinente y de estos Principios Básicos, se 
nieguen a ejecutar una orden de emplear la fuerza o armas de fuego o denuncien 
ese empleo por otros funcionarios.

26.	Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley no podrán alegar obe-
diencia de órdenes superiores si tenían conocimiento de que la orden de emplear 
la fuerza o armas de fuego, a raíz de la cual se ha ocasionado la muerte o heridas 
graves a una persona, era manifiestamente ilícita y tuvieron una oportunidad razo-
nable de negarse a cumplirla. De cualquier modo, también serán responsables los 
superiores que dieron las órdenes ilícitas.
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Principios Básicos para el Tratamiento  
de los Reclusos 
 
Adoptados y proclamados  
por la Asamblea General en su resolución 45/111, 
de 14 de diciembre de 1990

1.	 Todos los reclusos serán tratados con el respeto que merecen su dignidad y 
valor inherentes de seres humanos.

2.	 No existirá discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, reli-
gión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición econó-
mica, nacimiento u otros factores.

3.	 Sin perjuicio de lo que antecede, es necesario respetar las creencias religio-
sas y los preceptos culturales del grupo a que pertenezcan los reclusos, siempre que 
así lo exijan las condiciones en el lugar.

4.	 El personal encargado de las cárceles cumplirá con sus obligaciones en 
cuanto a la custodia de los reclusos y la protección de la sociedad contra el delito 
de conformidad con los demás objetivos sociales del Estado y con su responsabi-
lidad fundamental de promover el bienestar y el desarrollo de todos los miembros 
de la sociedad.

5.	 Con excepción de las limitaciones que sean evidentemente necesarias por 
el hecho del encarcelamiento, todos los reclusos seguirán gozando de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales consagrados en la Declaración Universal 
de Derechos Humanos5 y, cuando el Estado de que se trate sea parte, en el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales33 y el Pacto Interna-
cional de Derechos Civiles y Políticos y su Protocolo Facultativo33, así como de los 
demás derechos estipulados en otros instrumentos de las Naciones Unidas.

6.	 Todos los reclusos tendrán derecho a participar en actividades culturales y 
educativas encaminadas a desarrollar plenamente la personalidad humana.

7.	 Se tratará de abolir o restringir el uso del aislamiento en celda de castigo 
como sanción disciplinaria y se alentará su abolición o restricción.

8.	 Se crearán condiciones que permitan a los reclusos realizar actividades la-
borales remuneradas y útiles que faciliten su reinserción en el mercado laboral del 
país y les permitan contribuir al sustento económico de su familia y al suyo propio.
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9.	 Los reclusos tendrán acceso a los servicios de salud de que disponga el país, 
sin discriminación por su condición jurídica.

10.	Con la participación y ayuda de la comunidad y de instituciones sociales, 
y con el debido respeto de los intereses de las víctimas, se crearán condiciones 
favorables para la reincorporación del ex recluso a la sociedad en las mejores con-
diciones posibles.

11.	 Los principios que anteceden serán aplicados en forma imparcial.
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Reglas Mínimas para el Tratamiento  
de los Reclusos 
 
Adoptadas por el Primer Congreso  
de las Naciones Unidas sobre Prevención  
del Delito y Tratamiento del Delincuente, 
celebrado en Ginebra en 1955,  
y aprobadas por el Consejo Económico y Social 
en sus resoluciones 663c (xxiv),
de 31 de julio de 1957, 
y 2076 (lxii), de 13 de mayo de 1977

Observaciones preliminares

1.	 El objeto de las reglas siguientes no es de describir en forma detallada un 
sistema penitenciario modelo, sino únicamente establecer, inspirándose en concep-
tos generalmente admitidos en nuestro tiempo y en los elementos esenciales de los 
sistemas contemporáneos más adecuados, los principios y las reglas de una buena 
organización penitenciaria y de la práctica relativa al tratamiento de los reclusos.

2.	 Es evidente que debido a la gran variedad de condiciones jurídicas, sociales, 
económicas y geográficas existentes en el mundo, no se pueden aplicar indistinta-
mente todas las reglas en todas partes y en todo tiempo. Sin embargo, deberán ser-
vir para estimular el esfuerzo constante por vencer las dificultades prácticas que se 
oponen a su aplicación, en vista de que representan en su conjunto las condiciones 
mínimas admitidas por las Naciones Unidas.

3.	 Además, los criterios que se aplican a las materias a que se refieren estas 
reglas evolucionan constantemente. No tienden a excluir la posibilidad de expe-
riencias y prácticas, siempre que éstas se ajusten a los principios y propósitos que 
se desprenden del texto de las reglas. Con ese espíritu, la administración peniten-
ciaria central podrá siempre autorizar cualquier excepción a las reglas.
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4. 1) La primera parte de las reglas trata de las concernientes a la administración 
general de los establecimientos penitenciarios y es aplicable a todas las categorías 
de reclusos, criminales o civiles, en prisión preventiva o condenados, incluso a 
los que sean objeto de una medida de seguridad o de una medida de reeducación 
ordenada por el juez. 2) La segunda parte contiene las reglas que no son aplicables 
más que a las categorías de reclusos a que se refiere cada sección. Sin embargo, las 
reglas de la sección A, aplicables a los reclusos condenados serán igualmente apli-
cables a las categorías de reclusos a que se refieren las secciones B, C y D, siempre 
que no sean contradictorias con las reglas que las rigen y a condición de que sean 
provechosas para estos reclusos.

5. 1) Estas reglas no están destinadas a determinar la organización de los esta-
blecimientos para delincuentes juveniles (establecimientos Borstal, instituciones 
de reeducación, etc.). No obstante, de un modo general, cabe considerar que la 
primera parte de las reglas mínimas es aplicable también a esos establecimientos. 
2) La categoría de reclusos juveniles debe comprender, en todo caso, a los menores 
que dependen de las jurisdicciones de menores. Por lo general, no debería conde-
narse a los delincuentes juveniles a penas de prisión.

Primera parte

Reglas de aplicación general

Principio fundamental

6. 1) Las reglas que siguen deben ser aplicadas imparcialmente. No se debe 
hacer diferencias de trato fundadas en prejuicios, principalmente de raza, color, 
sexo, lengua, religión, opinión política o cualquier otra opinión, de origen nacio-
nal o social, fortuna, nacimiento u otra situación cualquiera. 2) Por el contrario, 
importa respetar las creencias religiosas y los preceptos morales del grupo al que 
pertenezca el recluso.

Registro

7. 1) En todo sitio donde haya personas detenidas, se deberá llevar al día un 
registro empastado y foliado que indique para cada detenido: a) Su identidad; b) 
Los motivos de su detención y la autoridad competente que lo dispuso; c) El día 
y la hora de su ingreso y de su salida. 2) Ninguna persona podrá ser admitida en 
un establecimiento sin una orden válida de detención, cuyos detalles deberán ser 
consignados previamente en el registro.
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Separación de categorías

8. Los reclusos pertenecientes a categorías diversas deberán ser alojados en di-
ferentes establecimientos o en diferentes secciones dentro de los establecimientos, 
según su sexo y edad, sus antecedentes, los motivos de su detención y el trato que 
corresponda aplicarles. Es decir que: a) Los hombres y las mujeres deberán ser 
recluidos, hasta donde fuere posible, en establecimientos diferentes; en un estable-
cimiento en el que se reciban hombres y mujeres, el conjunto de locales destinado 
a las mujeres deberá estar completamente separado; b) Los detenidos en prisión 
preventiva deberán ser separados de los que están cumpliendo condena; c) Las 
personas presas por deudas y los demás condenados a alguna forma de prisión por 
razones civiles deberán ser separadas de los detenidos por infracción penal; d) Los 
detenidos jóvenes deberán ser separados de los adultos.

Locales destinados a los reclusos

9. 1) Las celdas o cuartos destinados al aislamiento nocturno no deberán ser 
ocupados más que por un solo recluso. Si por razones especiales, tales como el 
exceso temporal de población carcelaria, resultara indispensable que la adminis-
tración penitenciaria central hiciera excepciones a esta regla, se deberá evitar que 
se alojen dos reclusos en cada celda o cuarto individual. 2) Cuando se recurra a 
dormitorios, éstos deberán ser ocupados por reclusos cuidadosamente selecciona-
dos y reconocidos como aptos para ser alojados en estas condiciones. Por la noche, 
estarán sometidos a una vigilancia regular, adaptada al tipo de establecimiento de 
que se trate.

10. Los locales destinados a los reclusos y especialmente a aquellos que se desti-
nan al alojamiento de los reclusos durante la noche, deberán satisfacer las exigen-
cias de la higiene, habida cuenta del clima, particularmente en lo que concierne al 
volumen de aire, superficie mínima, alumbrado, calefacción y ventilación.

11. En todo local donde los reclusos tengan que vivir o trabajar: a) Las ventanas 
tendrán que ser suficientemente grandes para que el recluso pueda leer y trabajar 
con luz natural, y deberán estar dispuestas de manera que pueda entrar aire fresco, 
haya o no ventilación artificial; b) La luz artificial tendrá que ser suficiente para 
que el recluso pueda leer y trabajar sin perjuicio de su vista.

12. Las instalaciones sanitarias deberán ser adecuadas para que el recluso pueda 
satisfacer sus necesidades naturales en el momento oportuno, en forma aseada y 
decente.

13. Las instalaciones de baño y de ducha deberán ser adecuadas para que cada 
recluso pueda y sea requerido a tomar un baño o ducha a una temperatura adap-
tada al clima y con la frecuencia que requiera la higiene general según la estación 
y la región geográfica, pero por lo menos una vez por semana en clima templado.
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14. Todos los locales frecuentados regularmente por los reclusos deberán ser 
mantenidos en debido estado y limpios.

Higiene personal

15. Se exigirá de los reclusos, aseo personal, y a tal efecto dispondrán de agua y 
de los artículos de aseo indispensables para su salud y limpieza.

16. Se facilitará a los reclusos medios para el cuidado del cabello y de la barba, a 
fin de que se presenten de un modo correcto y conserven el respeto de sí mismos; 
los hombres deberán poder afeitarse con regularidad.

Ropas y cama

17. 1) Todo recluso a quien no se permita vestir sus propias prendas recibirá las 
apropiadas al clima y suficientes para mantenerle en buena salud. Dichas prendas 
no deberán ser en modo alguno degradantes ni humillantes. 2) Todas las prendas 
deberán estar limpias y mantenidas en buen estado. La ropa interior se cambiará 
y lavará con la frecuencia necesaria para mantener la higiene. 3) En circunstancias 
excepcionales, cuando el recluso se aleje del establecimiento para fines autorizados, 
se le permitirá que use sus propias prendas o vestidos que no llamen la atención.

18. Cuando se autorice a los reclusos para que vistan sus propias prendas, se 
tomarán disposiciones en el momento de su ingreso en el establecimiento, para 
asegurarse de que están limpias y utilizables.

19. Cada recluso dispondrá, en conformidad con los usos locales o nacionales, 
de una cama individual y de ropa de cama individual suficiente, mantenida conve-
nientemente y mudada con regularidad a fin de asegurar su limpieza.

Alimentación

20. 1) Todo recluso recibirá de la administración, a las horas acostumbradas, 
una alimentación de buena calidad, bien preparada y servida, cuyo valor nutritivo 
sea suficiente para el mantenimiento de su salud y de sus fuerzas. 2) Todo recluso 
deberá tener la posibilidad de proveerse de agua potable cuando la necesite.

Ejercicios físicos

21. 1) El recluso que no se ocupe de un trabajo al aire libre deberá disponer, si el 
tiempo lo permite, de una hora al día por lo menos de ejercicio físico adecuado al 
aire libre. 2) Los reclusos jóvenes y otros cuya edad y condición física lo permitan, 
recibirán durante el período reservado al ejercicio una educación física y recrea-
tiva. Para ello, se pondrá a su disposición el terreno, las instalaciones y el equipo 
necesario.
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Servicios médicos

22. 1) Todo establecimiento penitenciario dispondrá por lo menos de los ser-
vicios de un médico calificado que deberá poseer algunos conocimientos psiquiá-
tricos. Los servicios médicos deberán organizarse íntimamente vinculados con la 
administración general del servicio sanitario de la comunidad o de la nación. De-
berán comprender un servicio psiquiátrico para el diagnóstico y, si fuere necesario, 
para el tratamiento de los casos de enfermedades mentales. 2) Se dispondrá el tras-
lado de los enfermos cuyo estado requiera cuidados especiales, a establecimien-
tos penitenciarios especializados o a hospitales civiles. Cuando el establecimiento 
disponga de servicios internos de hospital, éstos estarán provistos del material, del 
instrumental y de los productos farmacéuticos necesario para proporcionar a los 
reclusos enfermos los cuidados y el tratamiento adecuados. Además, el personal 
deberá poseer suficiente preparación profesional. 3) Todo recluso debe poder uti-
lizar los servicios de un dentista calificado.

23. 1) En los establecimientos para mujeres deben existir instalaciones espe-
ciales para el tratamiento de las reclusas embarazadas, de las que acaban de dar a 
luz y de las convalecientes. Hasta donde sea posible, se tomarán medidas para que 
el parto se verifique en un hospital civil. Si el niño nace en el establecimiento, no 
deberá hacerse constar este hecho en su partida de nacimiento. 2) Cuando se per-
mita a las madres reclusas conservar su niño, deberán tomarse disposiciones para 
organizar una guardería infantil, con personal calificado, donde estarán los niños 
cuando no se hallen atendidos por sus madres.

24. El médico deberá examinar a cada recluso tan pronto sea posible después 
de su ingreso y ulteriormente tan a menudo como sea necesario, en particular para 
determinar la existencia de una enfermedad física o mental, tomar en su caso las 
medidas necesarias; asegurar el aislamiento de los reclusos sospechosos de sufrir 
enfermedades infecciosas o contagiosas; señalar las deficiencias físicas y mentales 
que puedan constituir un obstáculo para la readaptación, y determinar la capaci-
dad física de cada recluso para el trabajo.

25. 1) El médico estará de velar por la salud física y mental de los reclusos. De-
berá visitar diariamente a todos los reclusos enfermos, a todos los que se quejen 
de estar enfermos y a todos aquellos sobre los cuales se llame su atención. 2) El 
médico presentará un informe al director cada vez que estime que la salud física o 
mental de un recluso haya sido o pueda ser afectada por la prolongación, o por una 
modalidad cualquiera de la reclusión.

26. 1) El médico hará inspecciones regulares y asesorará al director respecto a: 
a) La cantidad, calidad, preparación y distribución de los alimentos; b) La higiene 
y el aseo de los establecimientos y de los reclusos; c) Las condiciones sanitarias, la 
calefacción, el alumbrado y la ventilación del establecimiento; d) La calidad y el 
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aseo de las ropas y de la cama de los reclusos; e) La observancia de las reglas rela-
tivas a la educación física y deportiva cuando ésta sea organizada por un personal 
no especializado. 2) El Director deberá tener en cuenta los informes y consejos del 
médico según se dispone en las reglas 25 (2) y 26, y, en caso de conformidad, tomar 
inmediatamente las medidas necesarias para que se sigan dichas recomendaciones. 
Cuando no esté conforme o la materia no sea de su competencia, trasmitirá inme-
diatamente a la autoridad superior el informe médico y sus propias observaciones.

Disciplina y sanciones

27. El orden y la disciplina se mantendrán con firmeza, pero sin imponer más 
restricciones de las necesarias para mantener la seguridad y la buena organización 
de la vida en común.

28. 1) Ningún recluso podrá desempeñar en los servicios del establecimiento 
un empleo que permita ejercitar una facultad disciplinaria. 2) Sin embargo, esta 
regla no será un obstáculo para el buen funcionamiento de los sistemas a base de 
autogobierno. Estos sistemas implican en efecto que se confíen, bajo fiscalización, 
a reclusos agrupados para su tratamiento, ciertas actividades o responsabilidades 
de orden social, educativo o deportivo.

29. La ley o el reglamento dictado por autoridad administrativa competente 
determinará en cada caso: a) La conducta que constituye una infracción discipli-
naria; b) El carácter y la duración de las sanciones disciplinarias que se puedan 
aplicar; c) Cuál ha de ser la autoridad competente para pronunciar esas sanciones.

30. 1) Un recluso sólo podrá ser sancionado conforme a las prescripciones de 
la ley o reglamento, sin que pueda serlo nunca dos veces por la misma infracción. 
2) Ningún recluso será sancionado sin haber sido informado de la infracción que 
se le atribuye y sin que se le haya permitido previamente presentar su defensa. La 
autoridad competente procederá a un examen completo del caso. 3) En la medida 
en que sea necesario y viable, se permitirá al recluso que presente su defensa por 
medio de un intérprete.

31. Las penas corporales, encierro en celda oscura, así como toda sanción cruel, 
inhumana o degradante quedarán completamente prohibidas como sanciones 
disciplinarias.

32. 1) Las penas de aislamiento y de reducción de alimentos sólo se aplicarán 
cuando el médico, después de haber examinado al recluso, haya certificado por 
escrito que éste puede soportarlas. 2) Esto mismo será aplicable a cualquier otra 
sanción que pueda perjudicar la salud física o mental del recluso. En todo caso, 
tales medidas no deberán nunca ser contrarias al principio formulado en la re-
gla 31, ni apartarse del mismo. 3) El médico visitará todos los días a los reclu-
sos que estén cumpliendo tales sanciones disciplinarias e informará al director si 
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considera necesario poner término o modificar la sanción por razones de salud 
física o mental.

Medios de coerción

33. Los medios de coerción tales como esposas, cadenas, grillos y camisas de 
fuerza nunca deberán aplicarse como sanciones. Tampoco deberán emplearse ca-
denas y grillos como medios de coerción. Los demás medios de coerción sólo po-
drán ser utilizados en los siguientes casos: a) Como medida de precaución contra 
una evasión durante un traslado, siempre que sean retirados en cuanto comparez-
ca el recluso ante una autoridad judicial o administrativa; b) Por razones médicas 
y a indicación del médico; c) Por orden del director, si han fracasado los demás 
medios para dominar a un recluso, con objeto de impedir que se dañe a sí mismo 
o dañe a otros o produzca daños materiales; en estos casos, el director deberá con-
sultar urgentemente al médico, e informar a la autoridad administrativa superior.

34. El modelo y los métodos de empleo autorizados de los medios de coerción 
serán determinados por la administración penitenciaria central. Su aplicación no 
deberá prolongarse más allá del tiempo estrictamente necesario.

Información y derecho de queja de los reclusos

35. 1) A su ingreso cada recluso recibirá una información escrita sobre el régi-
men de los reclusos de la categoría en la cual se le haya incluido, sobre las reglas 
disciplinarias del establecimiento y los medios autorizados para informarse y for-
mular quejas, y cualquiera otra información necesaria para conocer sus derechos 
y obligaciones, que le permita su adaptación a la vida del establecimiento. 2) Si el 
recluso es analfabeto, se le proporcionará dicha información verbalmente.

36. 1) Todo recluso deberá tener en cada día laborable la oportunidad de pre-
sentar peticiones o quejas al director del establecimiento o al funcionario autori-
zado para representarle. 2) Las peticiones o quejas podrán ser presentadas al ins-
pector de prisiones durante su inspección. El recluso podrá hablar con el inspector 
o con cualquier otro funcionario encargado de inspeccionar, sin que el director 
o cualquier otro recluso miembro del personal del establecimiento se hallen pre-
sentes. 3) Todo recluso estará autorizado para dirigir por la vía prescrita sin cen-
sura en cuanto al fondo, pero en debida forma, una petición o queja a la adminis-
tración penitenciaria central, a la autoridad judicial o a cualquier otra autoridad 
competente. 4) A menos que una solicitud o queja sea evidentemente temeraria o 
desprovista de fundamento, la misma deberá ser examinada sin demora, dándose 
respuesta al recluso en su debido tiempo.
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Contacto con el mundo exterior

37. Los reclusos estarán autorizados para comunicarse periódicamente, bajo la 
debida vigilancia, con su familiar y con amigos de buena reputación, tanto por 
correspondencia como mediante visitas.

38. 1) Los reclusos de nacionalidad extranjera gozarán de facilidades adecuadas 
para comunicarse con sus representantes diplomáticos y consulares. 2) Los reclu-
sos que sean nacionales de Estados que no tengan representación diplomática ni 
consular en el país, así como los refugiados y apátridas, gozarán de las mismas 
facilidades para dirigirse al representante diplomático del Estado encargado de sus 
intereses o a cualquier autoridad nacional o internacional que tenga la misión de 
protegerlos.

39. Los reclusos deberán ser informados periódicamente de los acontecimien-
tos más importantes, sea por medio de la lectura de los diarios, revistas o publica-
ciones penitenciarias especiales, sea por medio de emisiones de radio, conferen-
cias o cualquier otro medio similar, autorizado o fiscalizado por la administración.

Biblioteca

40. Cada establecimiento deberá tener una biblioteca para el uso de todas las 
categorías de reclusos, suficientemente provista de libros instructivos y recreativos. 
Deberá instarse a los reclusos a que se sirvan de la biblioteca lo más posible.

Religión

41. 1) Si el establecimiento contiene un número suficiente de reclusos que perte-
nezcan a una misma religión, se nombrará o admitirá un representante autorizado 
de ese culto. Cuando el número de reclusos lo justifique, y las circunstancias lo 
permitan, dicho representante deberá prestar servicio con carácter continuo. 2) 
El representante autorizado nombrado o admitido conforme al párrafo 1 deberá 
ser autorizado para organizar periódicamente servicios religiosos y efectuar, cada 
vez que corresponda, visitas pastorales particulares a los reclusos de su religión. 
3) Nunca se negará a un recluso el derecho de comunicarse con el representante 
autorizado de una religión. Y, a la inversa, cuando un recluso se oponga a ser visi-
tado por el representante de una religión, se deberá respetar en absoluto su actitud.

42. Dentro de lo posible, se autorizará a todo recluso a cumplir los preceptos 
de su religión, permitiéndosele participar en los servicios organizados en el esta-
blecimiento y tener en su poder libros piadosos y de instrucción religiosa de su 
confesión.
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Depósitos de objetos pertenecientes a los reclusos

43. 1) Cuando el recluso ingresa en el establecimiento, el dinero, los objetos de 
valor, ropas y otros efectos que le pertenezcan y que el reglamento no le autoriza a 
retener, serán guardados en un lugar seguro. Se establecerá un inventario de todo 
ello, que el recluso firmará. Se tomarán las medidas necesarias para que dichos 
objetos se conserven en buen estado. 2) Los objetos y el dinero pertenecientes 
al recluso le serán devueltos en el momento de su liberación, con excepción del 
dinero que se le haya autorizado a gastar, de los objetos que haya remitido al exte-
rior, con la debida autorización, y de las ropas cuya destrucción se haya estimado 
necesaria por razones de higiene. El recluso firmará un recibo de los objetos y el 
dinero restituidos. 3) Los valores y objetos enviados al recluso desde el exterior del 
establecimiento serán sometidos a las mismas reglas. 4) Si el recluso es portador de 
medicinas o de estupefacientes en el momento de su ingreso, el médico decidirá el 
uso que deba hacerse de ellos.

Notificación de defunción, enfermedades y traslados

44. 1) En casos de fallecimiento del recluso, o de enfermedad o accidentes gra-
ves, o de su traslado a un establecimiento para enfermos mentales, el director in-
formará inmediatamente al cónyuge, si el recluso fuere casado, o al pariente más 
cercano y en todo caso a cualquier otra persona designada previamente por el 
recluso. 2) Se informará al recluso inmediatamente del fallecimiento o de la en-
fermedad grave de un pariente cercano. En caso de enfermedad grave de dicha 
persona, se le deberá autorizar, cuando las circunstancias lo permitan, para que 
vaya a la cabecera del enfermo, solo o con custodia. 3) Todo recluso tendrá dere-
cho a comunicar inmediatamente a su familia su detención o su traslado a otro 
establecimiento.

Traslado de reclusos

45. 1) Cuando los reclusos son conducidos a un establecimiento o trasladados 
a otro, se tratará de exponerlos al público lo menos posible y se tomarán disposi-
ciones para protegerlos de los insultos, de la curiosidad del público y para impedir 
toda clase de publicidad. 2) Deberá prohibirse el transporte de los reclusos en ma-
las condiciones de ventilación o de luz o por cualquier medio que les impongan un 
sufrimiento físico. 3) El traslado de los reclusos se hará a expensas de la adminis-
tración y en condiciones de igualdad para todos.
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Personal penitenciario

46. 1) La administración penitenciaria escogerá cuidadosamente el personal 
de todos los grados, puesto que de la integridad, humanidad, aptitud personal y 
capacidad profesional de este personal dependerá la buena dirección de los esta-
blecimientos penitenciarios. 2) La administración penitenciaria se esforzará cons-
tantemente por despertar y mantener, en el espíritu del personal y en la opinión 
pública, la convicción de que la función penitenciaria constituye un servicio social 
de gran importancia y, al efecto, utilizará todos los medios apropiados para ilustrar 
al público. 3) Para lograr dichos fines será necesario que los miembros del personal 
trabajen exclusivamente como funcionarios penitenciarios profesionales, tener la 
condición de empleados públicos y por tanto la seguridad de que la estabilidad en 
su empleo dependerá únicamente de su buena conducta, de la eficacia de su traba-
jo y de su aptitud física. La remuneración del personal deberá ser adecuada para 
obtener y conservar los servicios de hombres y mujeres capaces. Se determinarán 
las ventajas de la carrera y las condiciones del servicio teniendo en cuenta el carác-
ter penoso de sus funciones.

47. 1) El personal deberá poseer un nivel intelectual suficiente. 2) Deberá se-
guir, antes de entrar en el servicio, un curso de formación general y especial y 
pasar satisfactoriamente pruebas teóricas y prácticas. 3) Después de su entrada en 
el servicio y en el curso de su carrera, el personal deberá mantener y mejorar sus 
conocimientos y su capacidad profesional siguiendo cursos de perfeccionamiento 
que se organizarán periódicamente.

48. Todos los miembros del personal deberán conducirse y cumplir sus funcio-
nes en toda circunstancia, de manera que su ejemplo inspire respeto y ejerza una 
influencia beneficiosa en los reclusos.

49. 1) En lo posible se deberá añadir al personal un número suficiente de es-
pecialistas, tales como psiquiatras, psicólogos, trabajadores sociales, maestros e 
instructores técnicos. 2) Los servicios de los trabajadores sociales, de maestros e 
instructores técnicos deberán ser mantenidos permanentemente, sin que ello ex-
cluya los servicios de auxiliares a tiempo limitado o voluntarios.

50. 1) El director del establecimiento deberá hallarse debidamente calificado 
para su función por su carácter, su capacidad administrativa, una formación ade-
cuada y por su experiencia en la materia. 2) Deberá consagrar todo su tiempo a su 
función oficial que no podrá ser desempeñada como algo circunscrito a un horario 
determinado. 3) Deberá residir en el establecimiento o en la cercanía inmediata. 4) 
Cuando dos o más establecimientos estén bajo la autoridad de un director único, 
éste los visitará con frecuencia. Cada uno de dichos establecimientos estará dirigi-
do por un funcionario residente responsable.
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51. 1) El director, el subdirector y la mayoría del personal del establecimiento 
deberán hablar la lengua de la mayor parte de los reclusos o una lengua compren-
dida por la mayor parte de éstos. 2) Se recurrirá a los servicios de un intérprete 
cada vez que sea necesario.

52. 1) En los establecimientos cuya importancia exija el servicio continuo de 
uno o varios médicos, uno de ellos por lo menos residirá en el establecimiento o 
en su cercanía inmediata. 2) En los demás establecimientos, el médico visitará dia-
riamente a los presos y habitará lo bastante cerca del establecimiento a fin de que 
pueda acudir sin dilación cada vez que se presente un caso urgente.

53. 1) En los establecimientos mixtos, la sección de mujeres estará bajo la di-
rección de un funcionario femenino responsable, que guardará todas las llaves de 
dicha sección del establecimiento. 2) Ningún funcionario del sexo masculino pe-
netrará en la sección femenina sin ir acompañado de un miembro femenino del 
personal. 3) La vigilancia de las reclusas será ejercida exclusivamente por funcio-
narios femeninos. Sin embargo, esto no excluirá que funcionarios del sexo mascu-
lino, especialmente los médicos y personal de enseñanza, desempeñen sus funcio-
nes profesionales en establecimientos o secciones reservados para mujeres.

54. 1) Los funcionarios de los establecimientos no deberán, en sus relaciones 
con los reclusos, recurrir a la fuerza, salvo en caso de legítima defensa, de tentativa 
de evasión o de resistencia por la fuerza o por inercia física a una orden basada en 
la ley o en los reglamentos. Los funcionarios que recurran a la fuerza se limitarán 
a emplearla en la medida estrictamente necesaria e informarán inmediatamente al 
director del establecimiento sobre el incidente. 2) Los funcionarios penitenciarios 
recibirán un entrenamiento físico especial que les permita dominar a los reclusos 
violentos. 3) Salvo en circunstancias especiales, los agentes que desempeñan un 
servicio en contacto directo con los presos no estarán armados. Por otra parte, no 
se confiará jamás un arma a un miembro del personal sin que éste haya sido antes 
adiestrado en su manejo.

Inspección

55. Inspectores calificados y experimentados, designados por una autoridad 
competente, inspeccionarán regularmente los establecimientos y servicios peni-
tenciarios. Velarán en particular por que estos establecimientos se administren 
conforme a las leyes y los reglamentos en vigor y con la finalidad de alcanzar los 
objetivos de los servicios penitenciarios y correccionales.
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Segunda parte 
Reglas aplicables a categorías especiales

A. Condenados

Principios rectores

56. Los principios que se enumeran a continuación tienen por objeto definir 
el espíritu conforme al cual deben administrarse los sistemas penitenciarios y los 
objetivos hacia los cuales deben tender, conforme a la declaración hecha en la ob-
servación preliminar 1 del presente texto.

57. La prisión y las demás medidas cuyo efecto es separar a un delincuente del 
mundo exterior son aflictivas por el hecho mismo de que despojan al individuo 
de su derecho a disponer de su persona al privarle de su libertad. Por lo tanto, a 
reserva de las mediadas de separación justificadas o del mantenimiento de la dis-
ciplina, el sistema penitenciario no debe agravar los sufrimientos inherentes a tal 
situación.

58. El fin y la justificación de las penas y medidas privativas de libertad son, 
en definitiva, proteger a la sociedad contra el crimen. Sólo se alcanzará este fin si 
se aprovecha el período de privación de libertad para lograr, en lo posible, que el 
delincuente una vez liberado no solamente quiera respetar la ley y proveer a sus 
necesidades, sino también que sea capaz de hacerlo.

59. Para lograr este propósito, el régimen penitenciario debe emplear, tratando 
de aplicarlos conforme a las necesidades del tratamiento individual de los delin-
cuentes, todos los medios curativos, educativos, morales, espirituales y de otra na-
turaleza, y todas las formas de asistencia de que puede disponer.

60. 1) El régimen del establecimiento debe tratar de reducir las diferencias que 
puedan existir entre la vida en prisión y la vida libre en cuanto éstas contribuyan a 
debilitar el sentido de responsabilidad del recluso o el respeto a la dignidad de su 
persona. 2) Es conveniente que, antes del término de la ejecución de una pena o 
medida, se adopten los medios necesarios para asegurar al recluso un retorno pro-
gresivo a la vida en sociedad. Este propósito puede alcanzarse, según los casos, con 
un régimen preparatorio para la liberación, organizado dentro del mismo estable-
cimiento o en otra institución apropiada, o mediante una liberación condicional, 
bajo una vigilancia que no deberá ser confiada a la policía, sino que comprenderá 
una asistencia social eficaz.

61. En el tratamiento no se deberá recalcar el hecho de la exclusión de los re-
clusos de la sociedad, sino, por el contrario, el hecho de que continúan formando 
parte de ella. Con ese fin debe recurrirse, en lo posible, a la cooperación de orga-
nismos de la comunidad que ayuden al personal del establecimiento en su tarea 
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de rehabilitación social de los reclusos. Cada establecimiento penitenciario debe-
rá contar con la colaboración de trabajadores sociales encargados de mantener 
y mejorar las relaciones del recluso con su familia y con los organismos sociales 
que puedan serle útiles. Deberán hacerse, asimismo, gestiones a fin de proteger, 
en cuanto ello sea compatible con la ley y la pena que se imponga, los derechos 
relativos a los intereses civiles, los beneficios de los derechos de la seguridad social 
y otras ventajas sociales de los reclusos.

62. Los servicios médicos del establecimiento se esforzarán por descubrir y 
deberán tratar todas las deficiencias o enfermedades físicas o mentales que cons-
tituyen un obstáculo para la readaptación del recluso. Para lograr este fin deberá 
aplicarse cualquier tratamiento médico, quirúrgico y psiquiátrico que se juzgue 
necesario.

63. 1) Estos principios exigen la individualización del tratamiento que, a su vez, 
requiere un sistema flexible de clasificación en grupos de los reclusos. Por lo tan-
to, conviene que los grupos sean distribuidos en establecimientos distintos donde 
cada grupo pueda recibir el tratamiento necesario. 2) Dichos establecimientos no 
deben adoptar las mismas medidas de seguridad con respecto a todos los grupos. 
Convendrá establecer diversos grados de seguridad conforme a la que sea nece-
saria para cada uno de los diferentes grupos. Los establecimientos abiertos en los 
cuales no existen medios de seguridad física contra la evasión, y en los que se 
confía en la autodisciplina de los reclusos, proporcionan por este mismo hecho a 
reclusos cuidadosamente elegidos las condiciones más favorables para su readap-
tación. 3) Es conveniente evitar que en los establecimientos cerrados el número de 
reclusos sea tan elevado que llegue a constituir un obstáculo para la individuali-
zación del tratamiento. En algunos países se estima que el número de reclusos en 
dichos establecimientos no debe pasar de 500. En los establecimientos abiertos, el 
número de detenidos deberá ser lo más reducido posible. 4) Por el contrario, no 
convendrá mantener establecimientos que resulten demasiado pequeños para que 
se pueda organizar en ellos un régimen apropiado.

64. El deber de la sociedad no termina con la liberación del recluso. Se deberá 
disponer, por consiguiente, de los servicios de organismos gubernamentales o pri-
vados capaces de prestar al recluso puesto en libertad una ayuda post-penitencia-
ria eficaz que tienda a disminuir los prejuicios hacia él y le permitan readaptarse 
a la comunidad.

Tratamiento

65. El tratamiento de los condenados a una pena o medida privativa de libertad 
debe tener por objeto, en tanto que la duración de la condena lo permita, inculcar-
les la voluntad de vivir conforme a la ley, mantenerse con el producto de su trabajo, 
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y crear en ellos la aptitud para hacerlo. Dicho tratamiento estará encaminado a fo-
mentar en ellos el respeto de sí mismos y desarrollar el sentido de responsabilidad.

66. 1) Para lograr este fin, se deberá recurrir, en particular, a la asistencia reli-
giosa, en los países en que esto sea posible, a la instrucción, a la orientación y la 
formación profesionales, a los métodos de asistencia social individual, al asesora-
miento relativo al empleo, al desarrollo físico y a la educación del carácter moral, 
en conformidad con las necesidades individuales de cada recluso. Se deberá tener 
en cuenta su pasado social y criminal, su capacidad y aptitud, físicas y mentales, 
sus disposiciones personales, la duración de su condena y las perspectivas después 
de su liberación. 2) Respecto de cada recluso condenado a una pena o medida de 
cierta duración que ingrese en el establecimiento, se remitirá al director cuanto 
antes un informe completo relativo a los aspectos mencionados en el párrafo an-
terior. Acompañará a este informe el de un médico, a ser posible especializado en 
psiquiatría, sobre el estado físico y mental del recluso. 3) Los informes y demás 
documentos pertinentes formarán un expediente individual. Estos expedientes se 
tendrán al día y se clasificarán de manera que el responsable pueda consultarlos 
siempre que sea necesario.

Clasificación e individualización

67. Los fines de la clasificación deberán ser: a) Separar a los reclusos que, por su 
pasado criminal o su mala disposición, ejercerían una influencia nociva sobre los 
compañeros de detención; b) Repartir a los reclusos en grupos, a fin de facilitar el 
tratamiento encaminado a su readaptación social.

68. Se dispondrá, en cuanto fuere posible, de establecimientos separados o de 
secciones separadas dentro de los establecimientos para los distintos grupos de 
reclusos.

69. Tan pronto como ingrese en un establecimiento un condenado a una pena 
o medida de cierta duración, y después de un estudio de su personalidad, se es-
tablecerá un programa de tratamiento individual, teniendo en cuenta los datos 
obtenidos sobre sus necesidades individuales, su capacidad y sus inclinaciones.

Privilegios

70. En cada establecimiento se instituirá un sistema de privilegios adaptado a 
los diferentes grupos de reclusos y a los diferentes métodos de tratamiento, a fin de 
alentar la buena conducta, desarrollar el sentido de responsabilidad y promover el 
interés y la cooperación de los reclusos en lo que atañe su tratamiento.

                    www.juridicas.unam.mx
Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



315instrumentos internacionales sobre derechos humanos aplicables a la administración de justicia

Trabajo

71. 1) El trabajo penitenciario no deberá tener carácter aflictivo. 2) Todos los 
condenados serán sometidos a la obligación de trabajar habida cuenta de su aptitud 
física y mental, según la determine el médico. 3) Se proporcionará a los reclusos un 
trabajo productivo, suficiente para ocuparlos durante la duración normal de una 
jornada de trabajo. 4) En la medida de lo posible, ese trabajo deberá contribuir por 
su naturaleza a mantener o aumentar la capacidad del recluso para ganar honrada-
mente su vida después de su liberación. 5) Se dará formación profesional en algún 
oficio útil a los reclusos que estén en condiciones de aprovecharla, particularmente 
a los jóvenes. 6) Dentro de los límites compatibles con una selección profesional 
racional y con las exigencias de la administración y la disciplina penitenciarias, los 
reclusos podrán escoger la clase de trabajo que deseen realizar.

72. 1) La organización y los métodos de trabajo penitenciario deberán aseme-
jarse lo más posible a los que se aplican a un trabajo similar fuera del estableci-
miento, a fin de preparar a los reclusos para las condiciones normales del trabajo 
libre. 2) Sin embargo, el interés de los reclusos y de su formación profesional no 
deberán quedar subordinados al deseo de lograr beneficios pecuniarios de una 
industria penitenciaria.

73. 1) Las industrias y granjas penitenciarias deberán preferentemente ser di-
rigidas por la administración y no por contratistas privados. 2) Los reclusos que 
se empleen en algún trabajo no fiscalizado por la administración estarán siempre 
bajo la vigilancia del personal penitenciario. A menos que el trabajo se haga para 
otras dependencias del gobierno, las personas para las cuales se efectúe pagarán a 
la administración el salario normal exigible por dicho trabajo teniendo en cuenta 
el rendimiento del recluso.

74. 1) En los establecimientos penitenciarios se tomarán las mismas precaucio-
nes prescritas para proteger la seguridad y la salud de los trabajadores libres. 2) Se 
tomarán disposiciones para indemnizar a los reclusos por los accidentes de trabajo 
y enfermedades profesionales, en condiciones similares a las que la ley dispone 
para los trabajadores libres.

75. 1) La ley o un reglamento administrativo fijará el número máximo de horas 
de trabajo para los reclusos por día y por semana, teniendo en cuenta los regla-
mentos o los usos locales seguidos con respecto al empleo de los trabajadores li-
bres. 2) Las horas así fijadas deberán dejar un día de descanso por semana y tiempo 
suficiente para la instrucción y otras actividades previstas para el tratamiento y la 
readaptación del recluso.

76. 1) El trabajo de los reclusos deberá ser remunerado de una manera equi-
tativa. 2) El reglamento permitirá a los reclusos que utilicen, por lo menos, una 
parte de su remuneración para adquirir objetos destinados a su uso personal y que 
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envíen otra parte a su familia. 3) El reglamento deberá igualmente prever que la 
administración reserve una parte de la remuneración a fin de constituir un fondo 
que será entregado al recluso al ser puesto en libertad.

Instrucción y recreo

77. 1) Se tomarán disposiciones para mejorar la instrucción de todos los reclu-
sos capaces de aprovecharla, incluso la instrucción religiosa en los países en que 
esto sea posible. La instrucción de los analfabetos y la de los reclusos jóvenes será 
obligatoria y la administración deberá prestarle particular atención. 2) La instruc-
ción de los reclusos deberá coordinarse, en cuanto sea posible, con el sistema de 
instrucción pública a fin de que al ser puesto en libertad puedan continuar sin 
dificultad su preparación.

78. Para el bienestar físico y mental de los reclusos se organizarán actividades 
recreativas y culturales en todos los establecimientos.

Relaciones sociales, ayuda post-penitenciaria

79. Se velará particularmente por el mantenimiento y el mejoramiento de las 
relaciones entre el recluso y su familia, cuando éstas sean convenientes para ambas 
partes.

80. Se tendrá debidamente en cuenta, desde el principio del cumplimiento de 
la condena, el porvenir del recluso después de su liberación. Deberá alentarse al 
recluso para que mantenga o establezca relaciones con personas u organismos ex-
ternos que puedan favorecer los intereses de su familia así como su propia readap-
tación social.

81. 1) Los servicios y organismos, oficiales o no, que ayudan a los reclusos pues-
tos en libertad a reintegrarse en la sociedad, proporcionarán a los liberados, en 
la medida de lo posible, los documentos y papeles de identidad necesarios, alo-
jamiento, trabajo, vestidos convenientes y apropiados para el clima y la estación, 
así como los medios necesarios para que lleguen a su destino y puedan subsistir 
durante el período que siga inmediatamente a su liberación. 2) Los representantes 
acreditados de esos organismos tendrán todo el acceso necesario a los estableci-
mientos y podrán visitar a los reclusos. Se les consultará en materia de proyectos de 
readaptación para cada recluso desde el momento en que éste haya ingresado en el 
establecimiento. 3) Convendrá centralizar o coordinar todo lo posible la actividad 
de dichos organismos, a fin de asegurar la mejor utilización de sus actividades.

                    www.juridicas.unam.mx
Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



317instrumentos internacionales sobre derechos humanos aplicables a la administración de justicia

B. Reclusos alienados y enfermos mentales

82. 1) Los alienados no deberán ser recluidos en prisiones. Se tomarán dispo-
siciones para trasladarlos lo antes posible a establecimientos para enfermos men-
tales. 2) Los reclusos que sufran otras enfermedades o anormalidades mentales 
deberán ser observados y tratados en instituciones especializadas dirigidas por 
médicos. 3) Durante su permanencia en la prisión, dichos reclusos estarán bajo la 
vigilancia especial de un médico. 4) El servicio médico o psiquiátrico de los esta-
blecimientos penitenciarios deberá asegurar el tratamiento psiquiátrico de todos 
los demás reclusos que necesiten dicho tratamiento.

83. Convendrá que se tomen disposiciones, de acuerdo con los organismos 
competentes, para que, en caso necesario, se continúe el tratamiento psiquiátrico 
después de la liberación y se asegure una asistencia social post-penitenciaria de 
carácter psiquiátrico.

C. Personas detenidas o en prisión preventiva

84. 1) A los efectos de las disposiciones siguientes es denominado “acusado” 
toda persona arrestada o encarcelada por imputársele una infracción a la ley penal, 
detenida en un local de policía o en prisión, pero que todavía no ha sido juzgada. 
2) El acusado gozará de una presunción de inocencia y deberá ser tratado en con-
secuencia. 3) Sin perjuicio de las disposiciones legales relativas a la protección de 
la libertad individual o de las que fijen el procedimiento que se deberá seguir res-
pecto a los acusados, estos últimos gozarán de un régimen especial cuyos puntos 
esenciales solamente se determinan en las reglas que figuran a continuación.

85. 1) Los acusados serán mantenidos separados de los reclusos condenados. 
2) Los acusados jóvenes serán mantenidos separados de los adultos. En principio, 
serán detenidos en establecimientos distintos.

86. Los acusados deberán dormir en celdas individuales a reserva de los diver-
sos usos locales debidos al clima.

87. Dentro de los límites compatibles con un buen orden del establecimiento, 
los acusados podrán, si lo desean, alimentarse por su propia cuenta procurándose 
alimentos del exterior por conducto de la administración, de su familia o de sus 
amigos. En caso contrario, la administración suministrará la alimentación.

88. 1) Se autorizará al acusado a que use sus propias prendas personales siempre 
que estén aseadas y sean decorosas. 2) Si lleva el uniforme del establecimiento, éste 
será diferente del uniforme de los condenados.

89. Al acusado deberá siempre ofrecérsele la posibilidad de trabajar, pero no se 
le requerirá a ello. Si trabaja, se le deberá remunerar.

                    www.juridicas.unam.mx
Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



318 Florentín MeLéndez

90. Se autorizará a todo acusado para que se procure, a sus expensas o a las de 
un tercero, libros, periódicos, recado de escribir, así como otros medios de ocu-
pación, dentro de los límites compatibles con el interés de la administración de 
justicia, la seguridad y el buen orden del establecimiento.

91. Se permitirá que el acusado sea visitado y atendido por su propio médico o 
su dentista si su petición es razonable y está en condiciones de sufragar tal gasto.

92. Un acusado deberá poder informar inmediatamente a su familia de su de-
tención y se le concederán todas las facilidades razonables para comunicarse con 
ésta y sus amigos y para recibir la visita de estas personas, con la única reserva de 
las restricciones y de la vigilancia necesarias en interés de la administración de 
justicia, de la seguridad y del buen orden del establecimiento.

93. El acusado estará autorizado a pedir la designación de un defensor de oficio 
cuando se haya previsto dicha asistencia, y a recibir visitas de su abogado, a pro-
pósito de su defensa. Podrá preparar y dar a éste instrucciones confidenciales. Para 
ello, se le proporcionará, si lo desea, recado de escribir. Durante las entrevistas con 
su abogado, el acusado podrá ser vigilado visualmente, pero la conversación no 
deberá ser escuchada por ningún funcionario de la policía o del establecimiento 
penitenciario.

D. Sentenciados por deudas o a prisión civil

94. En los países cuya legislación dispone la prisión por deudas u otras formas 
de prisión dispuestas por decisión judicial como consecuencia de un procedimien-
to no penal, los así sentenciados no serán sometidos a mayores restricciones ni tra-
tados con más severidad que la requerida para la seguridad y el mantenimiento del 
orden. El trato que se les dé no será en ningún caso más severo que el que corres-
ponda a los acusados a reserva, sin embargo, de la obligación eventual de trabajar.

E. Reclusos, detenidos o encarcelados sin haber cargos en su contra

95. Sin perjuicio de las disposiciones del artículo 9 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, las personas detenidas o encarceladas sin que haya 
cargos en su contra gozarán de la misma protección prevista en la primera parte y 
en la sección C de la segunda parte. Asimismo, serán aplicables las disposiciones 
pertinentes de la sección A de la segunda parte cuando esta aplicación pueda re-
dundar en beneficio de este grupo especial de personas bajo custodia, siempre que 
no se adopten medidas que impliquen que la reeducación o la rehabilitación pro-
ceden en forma alguna respecto de personas no condenadas por un delito penal.
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Conjunto de Principios para la Protección 
de Todas las Personas Sometidas a Cualquier 
Forma de Detención o Prisión 
 
Adoptado por la Asamblea General  
en su resolución 43/173, 
de 9 de diciembre de 1988

Ámbito de aplicación del conjunto de principios

Los presentes principios tienen por objetivo la protección de todas las personas 
sometidas a cualquier forma de detención o prisión.

Uso de los términos

Para los fines del Conjunto de Principios:
a) Por “arresto” se entiende el acto de aprehender a una persona con motivo 

de la supuesta comisión de un delito o por acto de autoridad; b) Por “persona 
detenida” se entiende toda persona privada de la libertad personal, salvo cuando 
ello haya resultado de una condena por razón de un delito; c) Por “persona pre-
sa” se entiende toda persona privada de la libertad personal como resultado de la 
condena por razón de un delito; d) Por “detención” se entiende la condición de 
las personas detenidas tal como se define supra; e) Por “prisión” se entiende la 
condición de las personas presas tal como se define supra; f) Por “un juez u otra 
autoridad” se entiende una autoridad judicial u otra autoridad establecida por ley 
cuya condición y mandato ofrezcan las mayores garantías posibles de competen-
cia, imparcialidad e independencia.

Principio 1

Toda persona sometida a cualquier forma de detención o prisión será tratada 
humanamente, y con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano.
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Principio 2

El arresto, la detención o la prisión sólo se llevarán a cabo en estricto cumpli-
miento de la ley y por funcionarios competentes o personas autorizadas para ese 
fin.

Principio 3

No se restringirá o menoscabará ninguno de los derechos humanos de las per-
sonas sometidas a cualquier forma de detención o prisión, reconocidos o vigentes 
en un Estado en virtud de leyes, convenciones, reglamentos o costumbres so pre-
texto de que el presente Conjunto de Principios no reconoce esos derechos o los 
reconoce en menor grado.

Principio 4

Toda forma de detención o prisión y todas las medidas que afectan a los dere-
chos humanos de las personas sometidas a cualquier forma de detención o prisión 
deberán ser ordenadas por un juez u otra autoridad, o quedar sujetas a la fiscaliza-
ción efectiva de un juez u otra autoridad.

Principio 5

1. Los presentes principios se aplicarán a todas las personas en el territorio de 
un Estado, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión o creencia re-
ligiosa, opinión política o de otra índole, origen nacional, étnico o social, posición 
económica, nacimiento o cualquier otra condición.

2. Las medidas que se apliquen con arreglo a la ley y que tiendan a proteger ex-
clusivamente los derechos y la condición especial de la mujer, en particular de las 
mujeres embarazadas y las madres lactantes, los niños y los jóvenes, las personas 
de edad, los enfermos o los impedidos, no se considerarán discriminatorias. La 
necesidad y la aplicación de tales medidas estarán siempre sujetas a revisión por 
un juez u otra autoridad.
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Principio 6

Ninguna persona sometida a cualquier forma de detención o prisión será so-
metida a tortura o a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. No podrá 
invocarse circunstancia alguna como justificación de la tortura o de otros tratos o 
penas crueles, inhumanos o degradantes.

Principio 7

1. Los Estados deberán prohibir por ley todo acto contrario a los derechos y 
deberes que se enuncian en los presentes principios, someter todos esos actos a 
las sanciones procedentes y realizar investigaciones imparciales de las denuncias 
al respecto.

2. Los funcionarios que tengan razones para creer que se ha producido o está 
por producirse una violación del presente Conjunto de Principios comunicarán 
la cuestión a sus superiores y, cuando sea necesario, a las autoridades u órganos 
competentes que tengan atribuciones fiscalizadoras o correctivas.

3. Toda otra persona que tenga motivos para creer que se ha producido o está 
por producirse una violación del presente Conjunto de Principios tendrá derecho 
a comunicar el asunto a los superiores de los funcionarios involucrados, así como 
a otras autoridades u órganos competentes que tengan atribuciones fiscalizadoras 
o correctivas.

Principio 8

Las personas detenidas recibirán un trato apropiado a su condición de perso-
nas que no han sido condenadas. En consecuencia, siempre que sea posible se las 
mantendrá separadas de las personas presas.

Principio 9

Las autoridades que arresten a una persona, la mantengan detenida o investi-
guen el caso sólo podrán ejercer las atribuciones que les confiera la ley, y el ejerci-
cio de esas atribuciones estará sujeto a recurso ante un juez u otra autoridad.
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Principio 10

Toda persona arrestada será informada en el momento de su arresto de la razón 
por la que se procede a él y notificada sin demora de la acusación formulada contra 
ella.

Principio 11

1. Nadie será mantenido en detención sin tener la posibilidad real de ser oído 
sin demora por un juez u otra autoridad. La persona detenida tendrá el derecho 
de defenderse por sí misma o ser asistida por un abogado según prescriba la ley.

2. Toda persona detenida y su abogado, si lo tiene, recibirán una comunicación 
inmediata y completa de la orden de detención, junto con las razones en que se 
funde.

3. Se facultará a un juez o a otra autoridad para considerar la prolongación de 
la detención según corresponda.

Principio 12

1. Se harán constar debidamente:
a) Las razones del arresto; b) La hora del arresto de la persona y la hora de su 

traslado al lugar de custodia, así como la hora de su primera comparecencia ante 
el juez u otra autoridad; c) La identidad de los funcionarios encargados de hacer 
cumplir la ley que hayan intervenido; d) Información precisa acerca del lugar de 
custodia.

2. La constancia de esas actuaciones será puesta en conocimiento de la persona 
detenida o de su abogado, si lo tiene, en la forma prescrita por la ley.

Principio 13

Las autoridades responsables del arresto, detención o prisión de una persona 
deberán suministrarle, en el momento del arresto y al comienzo del período de 
detención o de prisión o poco después, información y una explicación sobre sus 
derechos, así como sobre la manera de ejercerlos.
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Principio 14

Toda persona que no comprenda o no hable adecuadamente el idioma em-
pleado por las autoridades responsables del arresto, detención o prisión tendrá 
derecho a que se le comunique sin demora, en un idioma que comprenda, la infor-
mación mencionada en el principio 10, el párrafo 2 del principio 11, el párrafo 1 del 
principio 12 y el principio 13 y a contar con la asistencia, gratuita si fuese necesario, 
de un intérprete en las actuaciones judiciales posteriores a su arresto.

Principio 15

A reserva de las excepciones consignadas en el párrafo 4 del principio 16 y el 
párrafo 3 del principio 18, no se mantendrá a la persona presa o detenida incomu-
nicada del mundo exterior, en particular de su familia o su abogado, por más de 
algunos días.

Principio 16

1. Prontamente después de su arresto y después de cada traslado de un lugar de 
detención o prisión a otro, la persona detenida o presa tendrá derecho a notificar, 
o a pedir que la autoridad competente notifique, a su familia o a otras personas 
idóneas que él designe, su arresto, detención o prisión o su traslado y el lugar en 
que se encuentra bajo custodia.

2. Si se trata de un extranjero, la persona detenida o presa será también in-
formada prontamente de su derecho a ponerse en comunicación por los medios 
adecuados con una oficina consular o la misión diplomática del Estado del que sea 
nacional o de aquel al que, por otras razones, competa recibir esa comunicación, 
de conformidad con el derecho internacional o con el representante de la orga-
nización internacional competente, si se trata de un refugiado o se halla bajo la 
protección de una organización intergubernamental por algún otro motivo.

3. Si la persona detenida o presa es un menor o una persona incapaz de enten-
der cuáles son sus derechos, la autoridad competente se encargará por iniciativa 
propia de efectuar la notificación a que se hace referencia en este principio. Se 
velará en especial porque los padres o tutores sean notificados.

4. La autoridad competente hará o permitirá que se hagan sin demora las no-
tificaciones a que se hace referencia en el presente principio. Sin embargo, la au-
toridad competente podrá retrasar una notificación por un período razonable en 
los casos en que las necesidades excepcionales de la investigación así lo requieran.
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Principio 17

1. Las personas detenidas tendrán derecho a asistencia de un abogado. La auto-
ridad competente les informará de ese derecho prontamente después de su arresto 
y les facilitará medios adecuados para ejercerlo.

2. La persona detenida que no disponga de asistencia de un abogado de su elec-
ción tendrá derecho a que un juez u otra autoridad le designe un abogado en todos 
los casos en que el interés de la justicia así lo requiera y sin costo para él si careciere 
de medios suficientes para pagarlo.

Principio 18

1. Toda persona detenida o presa tendrá derecho a comunicarse con su abogado 
y a consultarlo.

2. Se darán a la persona detenida o presa tiempo y medios adecuados para con-
sultar con su abogado.

3. El derecho de la persona detenida o presa a ser visitada por su abogado y a 
consultarlo y comunicarse con él, sin demora y sin censura, y en régimen de abso-
luta confidencialidad, no podrá suspenderse ni restringirse, salvo en circunstan-
cias excepcionales que serán determinadas por la ley o los reglamentos dictados 
conforme a derecho, cuando un juez u otra autoridad lo considere indispensable 
para mantener la seguridad y el orden.

4. Las entrevistas entre la persona detenida o presa y su abogado podrán cele-
brarse a la vista de un funcionario encargado de hacer cumplir la ley, pero éste no 
podrá hallarse a distancia que le permita oír la conversación.

5. Las comunicaciones entre una persona detenida o presa y su abogado men-
cionadas en el presente principio no se podrán admitir como prueba en contra de 
la persona detenida o presa a menos que se relacionen con un delito continuo o 
que se proyecte cometer.

Principio 19

Toda persona detenida o presa tendrá el derecho de ser visitada, en particu-
lar por sus familiares, y de tener correspondencia con ellos y tendrá oportunidad 
adecuada de comunicarse con el mundo exterior, con sujeción a las condiciones y 
restricciones razonables determinadas por ley o reglamentos dictados conforme a 
derecho.
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Principio 20

Si lo solicita la persona detenida o presa, será mantenida en lo posible en un 
lugar de detención o prisión situado a una distancia razonable de su lugar de resi-
dencia habitual.

Principio 21

1. Estará prohibido abusar de la situación de una persona detenida o presa para 
obligarla a confesar o declarar contra sí misma o contra cualquier otra persona.

2. Ninguna persona detenida será sometida, durante su interrogatorio, a vio-
lencia, amenazas o cualquier otro método de interrogación que menoscabe su ca-
pacidad de decisión o su juicio.

Principio 22

Ninguna persona detenida o presa será sometida, ni siquiera con su consenti-
miento, a experimentos médicos o científicos que puedan ser perjudiciales para 
su salud.

Principio 23

1. La duración de todo interrogatorio a que se someta a una persona detenida 
o presa y la de los intervalos entre los interrogatorios, así como la identidad de los 
funcionarios que los hayan practicado y la de las demás personas presentes, serán 
consignadas en registros y certificadas en la forma prescrita por ley.

2. La persona detenida o presa, o su abogado, cuando lo disponga la ley, tendrá 
acceso a la información descrita en el párrafo 1 del presente principio.

Principio 24

Se ofrecerá a toda persona detenida o presa un examen médico apropiado con 
la menor dilación posible después de su ingreso en el lugar de detención o prisión 
y, posteriormente, esas personas recibirán atención y tratamiento médico cada vez 
que sea necesario. Esa atención y ese tratamiento serán gratuitos.
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Principio 25

La persona detenida o presa o su abogado, con sujeción únicamente a condi-
ciones razonables que garanticen la seguridad y el orden en el lugar de detención 
o prisión, tendrá derecho a solicitar autorización de un juez u otra autoridad para 
un segundo examen médico o una segunda opinión médica.

Principio 26

Quedará debida constancia en registros del hecho de que una persona detenida 
o presa ha sido sometida a un examen médico, del nombre del médico y de los 
resultados de dicho examen. Se garantizará el acceso a esos registros. Las modali-
dades a tal efecto serán conformes a las normas pertinentes del derecho interno.

Principio 27

La inobservancia de los presentes principios en la obtención de las pruebas se 
tendrá en cuenta al determinar la admisibilidad de tales pruebas contra una per-
sona detenida o presa.

Principio 28

La persona detenida o presa tendrá derecho a obtener, dentro de los límites de 
los recursos disponibles si se trata de fuentes públicas, cantidades razonables de 
materiales educacionales, culturales y de información, con sujeción a condicio-
nes razonables que garanticen la seguridad y el orden en el lugar de detención o 
prisión.

Principio 29

1. A fin de velar por la estricta observancia de las leyes y reglamentos pertinen-
tes, los lugares de detención serán visitados regularmente por personas calificadas 
y experimentadas nombradas por una autoridad competente distinta de la autori-
dad directamente encargada de la administración del lugar de detención o prisión, 
y dependientes de esa autoridad.

2. La persona detenida o presa tendrá derecho a comunicarse libremente y en 
régimen de absoluta confidencialidad con las personas que visiten los lugares de 
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detención o prisión de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del presente 
principio, con sujeción a condiciones razonables que garanticen la seguridad y el 
orden en tales lugares.

Principio 30

1. Los tipos de conducta de la persona detenida o presa que constituyan infrac-
ciones disciplinarias durante la detención o la prisión, la descripción y duración 
de las sanciones disciplinarias que puedan aplicarse y las autoridades competentes 
para aplicar dichas sanciones se determinarán por ley o por reglamentos dictados 
conforme a derecho y debidamente publicados.

2. La persona detenida o presa tendrá derecho a ser oída antes de que se tomen 
medidas disciplinarias. Tendrá derecho a someter tales medidas a autoridades su-
periores para su examen.

Principio 31

Las autoridades competentes procurarán asegurar, de conformidad con el de-
recho interno y cuando se necesite, la asistencia a los familiares de las personas 
detenidas o presas que estén a cargo de éstas, y en particular a los menores, y 
velarán especialmente por la tutela de los niños que hayan quedado privados de 
supervisión.

Principio 32

1. La persona detenida o su abogado tendrá derecho a interponer en cualquier 
momento una acción, con arreglo al derecho interno, ante un juez u otra autoridad 
a fin de impugnar la legalidad de su detención y, si ésta no fuese legal, obtener su 
inmediata liberación.

2. El procedimiento previsto en el párrafo 1 del presente principio, será sencillo 
y expedito y no entrañará costo alguno para el detenido, si éste careciere de medios 
suficientes. La autoridad que haya procedido a la detención llevará sin demora in-
justificada al detenido ante la autoridad encargada del examen del caso.
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Principio 33

1. La persona detenida o presa o su abogado tendrá derecho a presentar a las 
autoridades encargadas de la administración del lugar de detención y a las auto-
ridades superiores y, de ser necesario, a las autoridades competentes que tengan 
atribuciones fiscalizadoras o correctivas una petición o un recurso por el trato de 
que haya sido objeto, en particular en caso de tortura u otros tratos crueles, inhu-
manos o degradantes.

2. Los derechos que confiere el párrafo 1 del presente principio, podrán ser ejer-
cidos por un familiar de la persona presa o detenida o por otra persona que tenga 
conocimiento del caso cuando ni la persona presa o detenida ni su abogado tengan 
posibilidades de ejercerlos.

3. La petición o recurso serán confidenciales si así lo pidiere el recurrente.
4. Toda petición o recurso serán examinados sin dilación y contestados sin de-

mora injustificada. Si la petición o recurso fueren rechazados o hubiere un retraso 
excesivo, el recurrente tendrá derecho a presentar una petición o recurso ante un 
juez u otra autoridad. Ni las personas detenidas o presas ni los recurrentes sufrirán 
perjuicios por haber presentado una petición o recurso de conformidad con el 
párrafo 1 del presente principio.

Principio 34

Si una persona detenida o presa muere o desaparece durante su detención o 
prisión, un juez u otra autoridad, de oficio o a instancias de un miembro de la 
familia de esa persona, o de alguna persona que tenga conocimiento del caso, in-
vestigará la causa de la muerte o desaparición. Cuando las circunstancias lo justi-
fiquen, se llevará a cabo una investigación iniciada de la misma manera cuando la 
muerte o desaparición ocurra poco después de terminada la detención o prisión. 
Las conclusiones de esa investigación o el informe correspondiente serán puestas a 
disposición de quien lo solicite, a menos que con ello se obstaculice la instrucción 
de una causa penal en curso.

Principio 35

1. Los daños causados por actos u omisiones de un funcionario público que 
sean contrarios a los derechos previstos en los presentes principios serán indem-
nizados de conformidad con las normas del derecho interno aplicables en materia 
de responsabilidad.
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2. La información de la que se deba dejar constancia en registros a efectos de 
los presentes principios estará disponible, de conformidad con los procedimientos 
previstos en el derecho interno, para ser utilizada cuando se reclame indemniza-
ción con arreglo al presente principio.

Principio 36

1. Se presumirá la inocencia de toda persona sospechosa o acusada de un delito 
y se la tratará como tal mientras no haya sido probada su culpabilidad conforme 
al derecho en un juicio público en el que haya gozado de todas las garantías nece-
sarias para su defensa.

2. Sólo se procederá al arresto o detención de esa persona en espera de la ins-
trucción y el juicio cuando lo requieran las necesidades de la administración de 
justicia por motivos y según condiciones y procedimientos determinados por ley. 
Estará prohibido imponer a esa persona restricciones que no estén estrictamente 
justificadas para los fines de la detención o para evitar que se entorpezca el proceso 
de instrucción o la administración de justicia, o para el mantenimiento de la segu-
ridad y el orden en el lugar de detención.

Principio 37

Toda persona detenida a causa de una infracción penal será llevada sin demora 
tras su detención ante un juez u otra autoridad determinada por ley. Esa autoridad 
decidirá sin dilación si la detención es lícita y necesaria. Nadie podrá ser mante-
nido en detención en espera de la instrucción o el juicio salvo en virtud de orden 
escrita de dicha autoridad. Toda persona detenida, al comparecer ante esa auto-
ridad, tendrá derecho a hacer una declaración acerca del trato que haya recibido 
durante su detención.

Principio 38

La persona detenida a causa de una infracción penal tendrá derecho a ser juz-
gada dentro de un plazo razonable o puesta en libertad en espera de juicio.
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Principio 39

Excepto en casos especiales indicados por ley, toda persona detenida a causa de 
una infracción penal tendrá derecho, a menos que un juez u otra autoridad decida 
lo contrario en interés de la administración de justicia, a la libertad en espera de 
juicio con sujeción a las condiciones que se impongan conforme a derecho. Esa 
autoridad mantendrá en examen la necesidad de la detención.

Cláusula general

Ninguna de las disposiciones del presente Conjunto de Principios se entenderá 
en el sentido de que restrinja o derogue ninguno de los derechos definidos en el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.
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Reglas de las Naciones Unidas 
para la Protección de los Menores 
Privados de Libertad 
 
Adoptadas por la Asamblea General  
en su resolución 45/113, 
de 14 de diciembre de 1990

I. Perspectivas fundamentales

1.	 El sistema de justicia de menores deberá respetar los derechos y la seguridad 
de los menores y fomentar su bienestar físico y mental. El encarcelamiento deberá 
usarse como último recurso.

2.	 Sólo se podrá privar de libertad a los menores de conformidad con los prin-
cipios y procedimientos establecidos en las presentes Reglas, así como en las Reglas 
mínimas de las Naciones Unidas para la administración de la justicia de menores 
(Reglas de Beijing)82. La privación de libertad de un menor deberá decidirse como 
último recurso y por el período mínimo necesario y limitarse a casos excepciona-
les. La duración de la sanción debe ser determinada por la autoridad judicial sin 
excluir la posibilidad de que el menor sea puesto en libertad antes de ese tiempo.

3.	 El objeto de las presentes Reglas es establecer normas mínimas aceptadas 
por las Naciones Unidas para la protección de los menores privados de libertad en 
todas sus formas, compatibles con los derechos humanos y las libertades funda-
mentales, con miras a contrarrestar los efectos perjudiciales de todo tipo de deten-
ción y fomentar la integración en la sociedad.

4.	 Las Reglas deberán aplicarse imparcialmente a todos los menores, sin dis-
criminación alguna por motivos de raza, color, sexo, edad, idioma, religión, na-
cionalidad, opinión política o de otra índole, prácticas o creencias culturales, pa-
trimonio, nacimiento, situación de familia, origen étnico o social o incapacidad. 
Se deberán respetar las creencias religiosas y culturales, así como las prácticas y 
preceptos morales de los menores.

5.	 Las Reglas están concebidas para servir de patrones prácticos de referencia 
y para brindar alicientes y orientación a los profesionales que participen en la ad-
ministración del sistema de justicia de menores.
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6.	 Las Reglas deberán ponerse a disposición del personal de justicia de meno-
res en sus idiomas nacionales. Los menores que no conozcan suficientemente el 
idioma hablado por el personal del establecimiento de detención tendrán derecho 
a los servicios gratuitos de un intérprete siempre que sea necesario, en particular 
durante los reconocimientos médicos y las actuaciones disciplinarias.

7.	 Cuando corresponda, los Estados deberán incorporar las presentes Reglas a 
su legislación o modificarla en consecuencia y establecer recursos eficaces en caso 
de inobservancia, incluida la indemnización en los casos en que se causen perjui-
cios a los menores. Los Estados deberán además vigilar la aplicación de las Reglas.

8.	 Las autoridades competentes procurarán sensibilizar constantemente al pú-
blico sobre el hecho de que el cuidado de los menores detenidos y su preparación 
para su reintegración en la sociedad constituyen un servicio social de gran impor-
tancia y, a tal efecto, se deberá adoptar medidas eficaces para fomentar los contac-
tos abiertos entre los menores y la comunidad local.

9.	 Ninguna de las disposiciones contenidas en las presentes Reglas deberá 
interpretarse de manera que excluya la aplicación de los instrumentos y normas 
pertinentes de las Naciones Unidas ni de los referentes a los derechos humanos, 
reconocidos por la comunidad internacional, que velen mejor por los derechos; la 
atención y la protección de los menores, de los niños y de todos los jóvenes.

10.	En el caso de que la aplicación práctica de las reglas específicas contenidas 
en las secciones II a V, inclusive, sea incompatible con las reglas que figuran en la 
presente sección estas últimas prevalecerán sobre las primeras.

II. Alcance y aplicación de las Reglas

11.	 A los efectos de las presentes Reglas, deben aplicarse las definiciones 
siguientes:

a)	 Se entiende por menor toda persona de menos de 18 años de edad. La edad 
límite por debajo de la cual no se permitirá privar a un niño de su libertad 
debe fijarse por ley;

b)	 Por privación de libertad se entiende toda forma de detención o encarcela-
miento, así como el internamiento en un establecimiento público o privado 
del que no se permita salir al menor por su propia voluntad, por orden de 
cualquier autoridad judicial, administrativa u otra autoridad pública.

12.	La privación de la libertad deberá efectuarse en condiciones y circunstan-
cias que garanticen el respeto de los derechos humanos de los menores. Deberá 
garantizarse a los menores recluidos en centros el derecho a disfrutar de activi-
dades y programas útiles que sirvan para fomentar y asegurar su sano desarrollo 
y su dignidad, promover su sentido de responsabilidad e infundirles actitudes y 
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conocimientos que les ayuden a desarrollar sus posibilidades como miembros de 
la sociedad.

13.	No se deberá negar a los menores privados de libertad, por razón de su 
condición, los derechos civiles, económicos, políticos, sociales o culturales que les 
correspondan de conformidad con la legislación nacional o el derecho internacio-
nal y que sean compatibles con la privación de la libertad.

14.	La protección de los derechos individuales de los menores por lo que res-
pecta especialmente a la legalidad de la ejecución de las medidas de detención será 
garantizada por la autoridad competente, mientras que los objetivos de integra-
ción social deberán garantizarse mediante inspecciones regulares y otras formas 
de control llevadas a cabo, de conformidad con las normas internacionales, la le-
gislación y los reglamentos nacionales, por un órgano debidamente constituido 
que esté autorizado para visitar a los menores y que no pertenezca a la administra-
ción del centro de detención.

15.	Las presentes Reglas se aplican a todos los centros y establecimientos de de-
tención de cualquier clase o tipo en donde haya menores privados de libertad. Las 
partes I, II, IV y V de las Reglas se aplican a todos los centros y establecimientos de 
internamiento en donde haya menores detenidos, en tanto que la parte III se aplica 
a menores bajo arresto o en espera de juicio.

16.	Las Reglas serán aplicadas en el contexto de las condiciones económicas, 
sociales y culturales imperantes en cada Estado Miembro.

III. Menores detenidos o en prisión preventiva

17.	 Se presume que los menores detenidos bajo arresto o en espera de juicio son 
inocentes y deberán ser tratados como tales. En la medida de lo posible, deberá 
evitarse y limitarse a circunstancias excepcionales la detención antes del juicio. En 
consecuencia, deberá hacerse todo lo posible por aplicar medidas sustitutorias. 
Cuando, a pesar de ello, se recurra a la detención preventiva, los tribunales de me-
nores y los órganos de investigación deberán atribuir máxima prioridad a la más 
rápida tramitación posible de esos casos a fin de que la detención sea lo más breve 
posible. Los menores detenidos en espera de juicio deberán estar separados de los 
declarados culpables.

18.	Las condiciones de detención de un menor que no haya sido juzgado de-
berán ajustarse a las reglas siguientes, y a otras disposiciones concretas que resul-
ten necesarias y apropiadas, dadas las exigencias de la presunción de inocencia, la 
duración de la detención y la condición jurídica y circunstancias de los menores. 
Entre esas disposiciones figurarán las siguientes, sin que esta enumeración tenga 
carácter taxativo:
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a)	 Los menores tendrán derecho al asesoramiento jurídico y podrán solicitar 
asistencia jurídica gratuita, cuando ésta exista, y comunicarse regularmente 
con sus asesores jurídicos. Deberá respetarse el carácter privado y confiden-
cial de esas comunicaciones;

b)	 Cuando sea posible, deberá darse a los menores la oportunidad de efectuar 
un trabajo remunerado y de proseguir sus estudios o capacitación, pero no 
serán obligados a hacerlo. En ningún caso se mantendrá la detención por 
razones de trabajo, de estudios o de capacitación;

c)	 Los menores estarán autorizados a recibir y conservar material de entrete-
nimiento y recreo que sea compatible con los intereses de la administración 
de justicia.

IV. La administración de los centros de menores

A. Antecedentes

19. Todos los informes, incluidos los registros jurídicos y médicos, las actas 
de las actuaciones disciplinarias, así como todos los demás documentos relacio-
nados con la forma, el contenido y los datos del tratamiento deberán formar un 
expediente personal y confidencial, que deberá ser actualizado, accesible sólo a 
personas autorizadas y clasificado de forma que resulte fácilmente comprensible. 
Siempre que sea posible, todo menor tendrá derecho a impugnar cualquier hecho 
u opinión que figure en su expediente, de manera que se puedan rectificar las afir-
maciones inexactas, infundadas o injustas. Para el ejercicio de este derecho será 
necesario establecer procedimientos que permitan a un tercero apropiado tener 
acceso al expediente y consultarlo, si así lo solicita. Al quedar en libertad un menor 
su expediente será cerrado y, en su debido momento, destruido.

20. Ningún menor deberá ser admitido en un centro de detención sin una or-
den válida de una autoridad judicial o administrativa u otra autoridad pública. Los 
detalles de esta orden deberán consignarse inmediatamente en el registro. Ningún 
menor será detenido en ningún centro en el que no exista ese registro.

B. Ingreso, registro, desplazamiento y traslado

21. En todos los lugares donde haya menores detenidos, deberá llevarse un re-
gistro completo y fiable de la siguiente información relativa a cada uno de los me-
nores admitidos:

a) Datos relativos a la identidad del menor;
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b) Las circunstancias del internamiento, así como sus motivos y la autoridad 
con que se ordenó;

c)	 El día y hora del ingreso, el traslado y la liberación;
d)	 Detalles de la notificación de cada ingreso, traslado o liberación del menor a 

los padres o tutores a cuyo cargo estuviese en el momento de ser internado;
e)	 Detalles acerca de los problemas de salud física y mental conocidos, inclui-

do el uso indebido de drogas y de alcohol.
22.	La información relativa al ingreso, lugar de internamiento, traslado y libera-

ción deberá notificarse sin demora a los padres o tutores o al pariente más próximo 
del menor.

23.	Lo antes posible después del ingreso, se prepararán y presentarán a la direc-
ción informes completos y demás información pertinente acerca de la situación 
personal y circunstancias de cada menor.

24.	En el momento del ingreso, todos los menores deberán recibir copia del re-
glamento que rija el centro de detención y una descripción escrita de sus derechos 
y obligaciones en un idioma que puedan comprender, junto con la dirección de 
las autoridades competentes ante las que puedan formular quejas, así como de los 
organismos y organizaciones públicos o privados que presten asistencia jurídica. 
Para los menores que sean analfabetos o que no puedan comprender el idioma en 
forma escrita, se deberá comunicar la información de manera que se pueda com-
prender perfectamente.

25.	Deberá ayudarse a todos los menores a comprender los reglamentos que 
rigen la organización interna del centro, los objetivos y metodología del tratamien-
to dispensado, las exigencias y procedimientos disciplinarios, otros métodos au-
torizados para obtener información y formular quejas y cualquier otra cuestión 
que les permita comprender cabalmente sus derechos y obligaciones durante el 
internamiento.

26.	El transporte de menores deberá efectuarse a costa de la administración, 
en vehículos debidamente ventilados e iluminados y en condiciones que no les 
impongan de modo alguno, sufrimientos físicos o morales. Los menores no serán 
trasladados arbitrariamente de un centro a otro.

C. Clasificación y asignación

27.	Una vez admitido un menor, será entrevistado lo antes posible y se prepa-
rará un informe psicológico y social en el que consten los datos pertinentes al tipo 
y nivel concretos de tratamiento y programa que requiera el menor. Este informe, 
junto con el preparado por el funcionario médico que haya reconocido al menor 
en el momento del ingreso, deberá presentarse al director a fin de decidir el lugar 
más adecuado para la instalación del menor en el centro y determinar el tipo y 
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nivel necesarios de tratamiento y de programa que deberán aplicarse. Cuando se 
requiera tratamiento rehabilitador especial, y si el tiempo de permanencia en la 
institución lo permite, funcionarios calificados de la institución deberán preparar 
un plan de tratamiento individual por escrito en que se especifiquen los objetivos 
del tratamiento, el plazo y los medios, etapas y fases en que haya que procurar los 
objetivos.

28.	La detención de los menores sólo se producirá en condiciones que tengan 
en cuenta plenamente sus necesidades y situaciones concretas y los requisitos es-
peciales que exijan su edad, personalidad, sexo y tipo de delito, así como su sa-
lud física y mental, y que garanticen su protección contra influencias nocivas y 
situaciones de riesgo. El criterio principal para separar a los diversos grupos de 
menores privados de libertad deberá ser la prestación del tipo de asistencia que 
mejor se adapte a las necesidades concretas de los interesados y la protección de su 
bienestar e integridad físicos, mentales y morales.

29.	En todos los centros de detención, los menores deberán estar separados de 
los adultos a menos que pertenezcan a la misma familia. En situaciones controla-
das, podrá reunirse a los menores con adultos cuidadosamente seleccionados en 
el marco de un programa especial cuya utilidad para los menores interesados haya 
sido demostrada.

30.	Deben organizarse centros de detención abiertos para menores. Se entiende 
por centros de detención abiertos aquéllos donde las medidas de seguridad son 
escasas o nulas. La población de esos centros de detención deberá ser lo menos nu-
merosa posible. El número de menores internado en centros cerrados deberá ser 
también suficientemente pequeño a fin de que el tratamiento pueda tener carácter 
individual. Los centros de detención para menores deberán estar descentralizados 
y tener un tamaño que facilite el acceso de las familias de los menores y su contacto 
con ellas. Convendrá establecer pequeños centros de detención e integrarlos en el 
entorno social, económico y cultural de la comunidad.

D. Medio físico y alojamiento

31.	Los menores privados de libertad tendrán derecho a contar con locales y 
servicios que satisfagan todas las exigencias de la higiene y de la dignidad humana.

32.	El diseño de los centros de detención para menores y el medio físico deberán 
responder a su finalidad, es decir, la rehabilitación de los menores en tratamiento 
de internado, teniéndose debidamente en cuenta la necesidad del menor de inti-
midad, de estímulos sensoriales, de posibilidades de asociación con sus compañe-
ros y de participación en actividades de esparcimiento. El diseño y la estructura de 
los centros de detención para menores deberán ser tales que reduzcan al mínimo 
el riesgo de incendio y garanticen una evacuación segura de los locales. Deberá 
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haber un sistema eficaz de alarma en los casos de incendio, así como procedimien-
tos establecidos y ejercicios de alerta que garanticen la seguridad de los menores. 
Los centros de detención no estarán situados en zonas de riesgos conocidos para 
la salud o donde existan otros peligros.

33.	Los locales para dormir deberán consistir normalmente en dormitorios 
para pequeños grupos o en dormitorios individuales, teniendo presentes las nor-
mas del lugar. Por la noche, todas las zonas destinadas a dormitorios colectivos, 
deberán ser objeto de una vigilancia regular y discreta para asegurar la protección 
de todos los menores. Cada menor dispondrá, según los usos locales o nacionales, 
de ropa de cama individual suficiente, que deberá entregarse limpia, mantenerse 
en buen estado y mudarse con regularidad por razones de aseo.

34.	Las instalaciones sanitarias deberán ser de un nivel adecuado y estar situa-
das de modo que el menor pueda satisfacer sus necesidades físicas en la intimidad 
y en forma aseada y decente.

35.	La posesión de efectos personales es un elemento fundamental del derecho 
a la intimidad y es indispensable para el bienestar psicológico del menor. Deberá 
reconocerse y respetarse plenamente el derecho de todo menor a poseer efectos 
personales y a disponer de lugares seguros para guardarlos. Los efectos personales 
del menor que éste decida no conservar o que le sean confiscados deberán de-
positarse en lugar seguro. Se hará un inventario de dichos efectos que el menor 
firmará y se tomarán las medidas necesarias para que se conserven en buen estado. 
Todos estos artículos, así como el dinero, deberán restituirse al menor al ponerlo 
en libertad, salvo el dinero que se le haya autorizado a gastar o los objetos que haya 
remitido al exterior. Si el menor recibe medicamentos o se descubre que los posee, 
el médico deberá decidir el uso que deberá hacerse de ellos.

36.	En la medida de lo posible, los menores tendrán derecho a usar sus propias 
prendas de vestir. Los centros de detención velarán porque todos los menores dis-
pongan de prendas personales apropiadas al clima y suficientes para mantenerlos 
en buena salud. Dichas prendas no deberán ser en modo alguno degradantes ni 
humillantes. Los menores que salgan del centro o a quienes se autorice a abando-
narlo con cualquier fin podrán vestir sus propias prendas.

37.	Todos los centros de detención deben garantizar que todo menor disponga 
de una alimentación adecuadamente preparada y servida a las horas acostumbra-
das, en calidad y cantidad que satisfagan las normas de la dietética, la higiene y 
la salud y, en la medida de lo posible, las exigencias religiosas y culturales. Todo 
menor deberá disponer en todo momento de agua limpia y potable.
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E. Educación, formación profesional y trabajo

38.	Todo menor en edad de escolaridad obligatoria tendrá derecho a recibir una 
enseñanza adaptada a sus necesidades y capacidades y destinada a prepararlo para su 
reinserción en la sociedad. Siempre que sea posible, esta enseñanza deberá impartir-
se fuera del establecimiento, en escuelas de la comunidad, y en todo caso, a cargo de 
maestros competentes, mediante programas integrados en el sistema de instrucción 
pública, a fin de que, cuando sean puestos en libertad, los menores puedan continuar 
sus estudios sin dificultad. La administración de los establecimientos deberá prestar 
especial atención a la enseñanza de los menores de origen extranjero o con nece-
sidades culturales o étnicas particulares. Los menores analfabetos o que presenten 
problemas cognitivos o de aprendizaje tendrán derecho a enseñanza especial.

39.	Deberá autorizarse y alentarse a los menores que hayan superado la edad 
de escolaridad obligatoria y que deseen continuar sus estudios a que lo hagan, y 
deberá hacerse todo lo posible por que tengan acceso a programas de enseñanza 
adecuados.

40.	Los diplomas o certificados de estudios otorgados a los menores duran-
te su detención no deberán indicar en ningún caso que los menores han estado 
recluidos.

41.	Todo centro de detención deberá facilitar el acceso de los menores a una 
biblioteca bien provista de libros y periódicos instructivos y recreativos que sean 
adecuados; se deberá estimular y permitir que utilicen al máximo los servicios de 
la biblioteca.

42.	Todo menor tendrá derecho a recibir formación para ejercer una profesión 
que lo prepare para un futuro empleo.

43.	Teniendo debidamente en cuenta una selección profesional racional y las 
exigencias de la administración del establecimiento, los menores deberán poder 
optar por la clase de trabajo que deseen realizar.

44.	Deberán aplicarse a los menores privados de libertad todas las normas na-
cionales e internacionales de protección que se aplican al trabajo de los niños y a 
los trabajadores jóvenes.

45.	Siempre que sea posible, deberá darse a los menores la oportunidad de reali-
zar un trabajo remunerado, de ser posible en el ámbito de la comunidad local, que 
complemente la formación profesional impartida a fin de aumentar la posibilidad 
de que encuentren un empleo conveniente cuando se reintegren a sus comunida-
des. El tipo de trabajo deberá ser tal que proporcione una formación adecuada y 
útil para los menores después de su liberación. La organización y los métodos de 
trabajo que haya en los centros de detención deberán asemejarse lo más posible a 
los de trabajos similares en la comunidad, a fin de preparar a los menores para las 
condiciones laborales normales.
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46.	Todo menor que efectúe un trabajo tendrá derecho a una remuneración jus-
ta. El interés de los menores y de su formación profesional no deberá subordinarse 
al propósito de obtener beneficios para el centro de detención o para un terce-
ro. Una parte de la remuneración del menor debería reservarse de ordinario para 
constituir un fondo de ahorro que le será entregado cuando quede en libertad. El 
menor debería tener derecho a utilizar el remanente de esa remuneración para 
adquirir objetos destinados a su uso personal, indemnizar a la víctima perjudicada 
por su delito, o enviarlo a su propia familia o a otras personas fuera del centro.

F. Actividades recreativas

47.	 Todo menor deberá disponer diariamente del tiempo suficiente para prac-
ticar ejercicios físicos al aire libre si el clima lo permite, durante el cual se pro-
porcionará normalmente una educación recreativa y física adecuada. Para estas 
actividades, se pondrán a su disposición terreno suficiente y las instalaciones y el 
equipo necesarios. Todo menor deberá disponer diariamente de tiempo adicional 
para actividades de esparcimiento, parte de las cuales deberán dedicarse, si el me-
nor así lo desea, a desarrollar aptitudes en artes y oficios. El centro de detención 
deberá velar porque cada menor esté físicamente en condiciones de participar en 
los programas de educación física disponibles. Deberá ofrecerse educación física 
correctiva y terapéutica, bajo supervisión médica, a los menores que la necesiten.

G. Religión

48.	Deberá autorizarse a todo menor a cumplir sus obligaciones religiosas y sa-
tisfacer sus necesidades espirituales, permitiéndose participar en los servicios o re-
uniones organizados en el establecimiento o celebrar sus propios servicios y tener 
en su poder libros u objetos de culto y de instrucción religiosa de su confesión. Si 
en un centro de detención hay un número suficiente de menores que profesan una 
determinada religión, deberá nombrase o admitirse a uno o más representantes 
autorizados de ese culto que estarán autorizados para organizar periódicamente 
servicios religiosos y efectuar visitas pastorales particulares a los menores de su 
religión, previa solicitud de ellos. Todo menor tendrá derecho a recibir visitas de 
un representante calificado de cualquier religión de su elección, a no participar en 
servicios religiosos y rehusar libremente la enseñanza, el asesoramiento o el adoc-
trinamiento religioso.
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H. Atención médica

49. Todo menor deberá recibir atención médica adecuada, tanto preventiva 
como correctiva, incluida atención odontológica, oftalmológica y de salud mental, 
así como los productos farmacéuticos y dietas especiales que hayan sido recetados 
por un médico. Normalmente, toda esta atención médica debe prestarse cuando 
sea posible a los jóvenes reclusos por conducto de los servicios e instalaciones sa-
nitarios apropiados de la comunidad en que esté situado el centro de detención, a 
fin de evitar que se estigmatice al menor y de promover su dignidad personal y su 
integración en la comunidad.

50. Todo menor tendrá derecho a ser examinado por un médico inmediata-
mente después de su ingreso en un centro de menores, con objeto de hacer constar 
cualquier prueba de malos tratos anteriores y verificar cualquier estado físico o 
mental que requiera atención médica.

51. Los servicios médicos a disposición de los menores deberán tratar de de-
tectar y tratar toda enfermedad física o mental, todo uso indebido de sustancias 
químicas y cualquier otro estado que pudiera constituir un obstáculo para la in-
tegración del joven en la sociedad. Todo centro de detención de menores deberá 
tener acceso inmediato a instalaciones y equipo médicos adecuados que guarden 
relación con el número y las necesidades de sus residentes, así como personal ca-
pacitado en atención sanitaria preventiva y en tratamiento de urgencias médicas. 
Todo menor que esté enfermo, se queje de enfermedad o presente síntomas de 
dificultades físicas o mentales deberá ser examinado rápidamente por un funcio-
nario médico.

52. Todo funcionario médico que tenga razones para estimar que la salud fí-
sica o mental de un menor ha sido afectada, o pueda serlo, por el internamiento 
prolongado, una huelga de hambre o cualquier circunstancia del internamiento, 
deberá comunicar inmediatamente este hecho al director del establecimiento y a 
la autoridad independiente responsable del bienestar del menor.

53. Todo menor que sufra una enfermedad mental deberá recibir tratamiento 
en una institución especializada bajo supervisión médica independiente. Se adop-
tarán medidas, de acuerdo con los organismos competentes, para que pueda conti-
nuar cualquier tratamiento de salud mental que requiera después de la liberación.

54. Los centros de detención de menores deberán organizar programas de pre-
vención del uso indebido de drogas y de rehabilitación administrados por personal 
calificado. Estos programas deberán adaptarse a la edad, al sexo y otras circunstan-
cias de los menores interesados, y deberán ofrecerse servicios de desintoxicación 
dotados de personal calificado a los menores toxicómanos o alcohólicos.

55. Sólo se administrará medicamentos para un tratamiento necesario o por 
razones médicas y, cuando se pueda, después de obtener el consentimiento del 
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menor debidamente informado. En particular, no se deben administrar para obte-
ner información o confesión, ni como sanción o medio de reprimir al menor. Los 
menores nunca servirán como objeto para experimentar el empleo de fármacos o 
tratamientos. La administración de cualquier fármaco deberá ser siempre autori-
zada y efectuada por personal médico calificado.

I. Notificación de enfermedad, accidente y defunción

56. La familia o el tutor de un menor, o cualquier otra persona designada por 
dicho menor, tienen el derecho de ser informados, si así lo solicitan, del estado de 
salud del menor y en el caso de que se produzca un cambio importante en él. El 
director del centro de detención deberá notificar inmediatamente a la familia o al 
tutor del menor, o a cualquier otra persona designada por él, en caso de falleci-
miento, enfermedad que requiera el traslado del menor a un centro médico fuera 
del centro, o un estado que exija un tratamiento de más de 48 horas en el servicio 
clínico del centro de detención. También se deberá notificar a las autoridades con-
sulares del Estado de que sea ciudadano el menor extranjero.

57. En caso de fallecimiento de un menor durante el período de privación de 
libertad, el pariente más próximo tendrá derecho a examinar el certificado de de-
función, a pedir que le muestren el cadáver y disponer su último destino en la for-
ma que decida. En caso de fallecimiento de un menor durante su internamiento, 
deberá practicarse una investigación independiente sobre las causas de la defun-
ción, cuyas conclusiones deberán quedar a disposición del pariente más próximo. 
Dicha investigación deberá practicarse cuando el fallecimiento del menor se pro-
duzca dentro de los seis meses siguientes a la fecha de su liberación del centro de 
detención y cuando haya motivos para creer que el fallecimiento guarda relación 
con el período de reclusión.

58. Deberá informarse al menor inmediatamente del fallecimiento, o de la en-
fermedad o el accidente graves de un familiar inmediato y darle la oportunidad 
de asistir al funeral del fallecido o, en caso de enfermedad grave de un pariente, a 
visitarle en su lecho de enfermo.

J. Contactos con la comunidad en general

59. Se deberán utilizar todos los medios posibles para que los menores tengan 
una comunicación adecuada con el mundo exterior, pues ella es parte integrante 
del derecho a un tratamiento justo y humanitario y es indispensable para preparar 
la reinserción de los menores en la sociedad. Deberá autorizarse a los menores a 
comunicarse con sus familiares, sus amigos y otras personas o representantes de 
organizaciones prestigiosas del exterior, a salir de los centros de detención para 
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visitar su hogar y su familia, y se darán permisos especiales para salir del estableci-
miento por motivos educativos, profesionales u otras razones de importancia. En 
caso de que el menor esté cumpliendo una condena, el tiempo transcurrido fuera 
de un establecimiento deberá computarse como parte del período de cumplimien-
to de la sentencia.

60. Todo menor tendrá derecho a recibir visitas regulares y frecuentes, en prin-
cipio una vez por semana y por lo menos una vez al mes, en condiciones que 
respeten la necesidad de intimidad del menor, el contacto y la comunicación sin 
restricciones con la familia y con el abogado defensor.

61. Todo menor tendrá derecho a comunicarse por escrito o por teléfono, al 
menos dos veces por semana, con la persona de su elección, salvo que se le haya 
prohibido legalmente hacer uso de este derecho, y deberá recibir la asistencia nece-
saria para que pueda ejercer eficazmente ese derecho. Todo menor tendrá derecho 
a recibir correspondencia.

62. Los menores deberán tener la oportunidad de informarse periódicamente 
de los acontecimientos por la lectura de diarios, revistas u otras publicaciones, 
mediante el acceso a programas de radio y televisión y al cine, así como a través de 
visitas de los representantes de cualquier club u organización de carácter lícito en 
que el menor esté interesado.

K. Limitaciones de la coerción física y del uso de la fuerza

63. Deberá prohibirse el recurso a instrumentos de coerción y a la fuerza con 
cualquier fin, salvo en los casos establecidos en el artículo 64 infra.

64. Sólo podrá hacerse uso de la fuerza o de instrumentos de coerción en casos 
excepcionales, cuando se hayan agotado y hayan fracasado todos los demás me-
dios de control y sólo de la forma expresamente autorizada y descrita por una ley o 
un reglamento. Esos instrumentos no deberán causar humillación ni degradación 
y deberán emplearse de forma restrictiva y sólo por el lapso estrictamente necesa-
rio. Por orden del director de la administración, podrán utilizarse esos instrumen-
tos para impedir que el menor lesione a otros o a sí mismo o cause importantes 
daños materiales. En esos casos, el director deberá consultar inmediatamente al 
personal médico y otro personal competente e informar a la autoridad adminis-
trativa superior.

65. En todo centro donde haya menores detenidos deberá prohibirse al perso-
nal portar y utilizar armas.
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L. Procedimientos disciplinarios

66.	Todas las medidas y procedimientos disciplinarios deberán contribuir a la 
seguridad y a una vida comunitaria ordenada y ser compatibles con el respeto de la 
dignidad inherente del menor y con el objetivo fundamental del tratamiento insti-
tucional, a saber, infundir un sentimiento de justicia y de respeto por uno mismo 
y por los derechos fundamentales de toda persona.

67.	Estarán estrictamente prohibidas todas las medidas disciplinarias que cons-
tituyan un trato cruel, inhumano o degradante, incluidos los castigos corporales, la 
reclusión en celda oscura y las penas de aislamiento o de celda solitaria, así como 
cualquier otra sanción que pueda poner en peligro la salud física o mental del me-
nor. Estarán prohibidas, cualquiera que sea su finalidad, la reducción de alimentos 
y la restricción o denegación de contacto con familiares. El trabajo será considera-
do siempre un instrumento de educación y un medio de promover el respeto del 
menor por sí mismo, como preparación para su reinserción en la comunidad, y 
nunca deberá imponerse a título de sanción disciplinaria. No deberá sancionarse 
a ningún menor más de una vez por la misma infracción disciplinaria. Deberán 
prohibirse las sanciones colectivas.

68.	Las leyes o reglamentos aprobados por la autoridad administrativa com-
petente deberán establecer normas relativas a los siguientes elementos, teniendo 
plenamente en cuenta las características, necesidades y derechos fundamentales 
del menor:

a)	 La conducta que constituye una infracción a la disciplina;
b)	 El carácter y la duración de las sanciones disciplinarias que se pueden 

aplicar;
c)	 La autoridad competente para imponer esas sanciones;
d)	 La autoridad competente en grado de apelación.
69.	Los informes de mala conducta serán presentados de inmediato a la autori-

dad competente, la cual deberá decidir al respecto sin demoras injustificadas. La 
autoridad competente deberá examinar el caso con detenimiento.

70.	Ningún menor estará sujeto a sanciones disciplinarias que no se ajusten 
estrictamente a lo dispuesto en las leyes o los reglamentos en vigor. No deberá 
sancionarse a ningún menor a menos que haya sido informado debidamente de la 
infracción que le es imputada, en forma que el menor comprenda cabalmente, y 
que se le haya dado la oportunidad de presentar su defensa, incluido el derecho de 
apelar a una autoridad imparcial competente. Deberá levantarse un acta completa 
de todas las actuaciones disciplinarias.

71.	Ningún menor deberá tener a su cargo funciones disciplinarias, salvo en lo 
referente a la supervisión de ciertas actividades sociales, educativas o deportivas o 
programas de autogestión.
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M. Inspección y reclamaciones

72. Los inspectores calificados o una autoridad debidamente constituida de ni-
vel equivalente que no pertenezca a la administración del centro deberán estar 
facultados para efectuar visitas periódicas, y a hacerlas sin previo aviso, por ini-
ciativa propia, y para gozar de plenas garantías de independencia en el ejercicio 
de esta función. Los inspectores deberán tener acceso sin restricciones a todas las 
personas empleadas o que trabajen en los establecimientos o instalaciones donde 
haya o pueda haber menores privados de libertad, a todos los menores y a toda la 
documentación de los establecimientos.

73. En las inspecciones deberán participar funcionarios médicos especializados 
adscritos a la entidad inspectora o al servicio de salud pública, quienes evaluarán el 
cumplimiento de las reglas relativas al ambiente físico, la higiene, el alojamiento, la 
comida, el ejercicio y los servicios médicos, así como cualesquiera otros aspectos o 
condiciones de la vida del centro que afecten a la salud física y mental de los menores. 
Todos los menores tendrán derecho a hablar confidencialmente con los inspectores.

74. Terminada la inspección, el inspector deberá presentar un informe sobre 
sus conclusiones. Este informe incluirá una evaluación de la forma en que el cen-
tro de detención observa las presentes Reglas y las disposiciones pertinentes de 
la legislación nacional, así como recomendaciones acerca de las medidas que se 
consideren necesarias para garantizar su observancia. Todo hecho descubierto por 
un inspector que parezca indicar que se ha producido una violación de las disposi-
ciones legales relativas a los derechos de los menores o al funcionamiento del cen-
tro de detención para menores deberá comunicarse a las autoridades competentes 
para que lo investigue y exija las responsabilidades correspondientes.

75. Todo menor deberá tener la oportunidad de presentar en todo momento 
peticiones o quejas al director del establecimiento o a su representante autorizado.

76. Todo menor tendrá derecho a dirigir, por la vía prescrita y sin censura en 
cuanto al fondo, una petición o queja a la administración central de los estableci-
mientos para menores, a la autoridad judicial o cualquier otra autoridad compe-
tente, y a ser informado sin demora de la respuesta.

77. Debería procurarse la creación de un cargo independiente de mediador, 
facultado para recibir e investigar las quejas formuladas por los menores privados 
de libertad y ayudar a la consecución de soluciones equitativas.

78. A los efectos de formular una queja, todo menor tendrá derecho a solicitar 
asistencia a miembros de su familia, asesores jurídicos, grupos humanitarios u 
otros cuando sea posible. Se prestará asistencia a los menores analfabetos cuan-
do necesiten recurrir a los servicios de organismos u organizaciones públicos o 
privados que brindan asesoramiento jurídico o que son competentes para recibir 
reclamaciones.
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N. Reintegración en la comunidad

79. Todos los menores deberán beneficiarse de medidas concebidas para ayu-
darles a reintegrarse en la sociedad, la vida familiar y la educación o el trabajo 
después de ser puestos en libertad. A tal fin se deberán establecer procedimientos, 
inclusive la libertad anticipada, y cursos especiales.

80. Las autoridades competentes deberán crear o recurrir a servicios que ayuden 
a los menores a reintegrarse en la sociedad y contribuyan a atenuar los prejuicios 
que existen contra esos menores. Estos servicios, en la medida de lo posible, debe-
rán proporcionar al menor alojamiento, trabajo y vestidos convenientes, así como 
los medios necesarios para que pueda mantenerse después de su liberación para 
facilitar su feliz reintegración. Los representantes de organismos que prestan estos 
servicios deberán ser consultados y tener acceso a los menores durante su interna-
miento con miras a la asistencia que les presten para su reinserción en la comunidad.

V. Personal

81. El personal deberá ser competente y contar con un número suficiente de 
especialistas, como educadores, instructores profesionales, asesores, asistentes so-
ciales, siquiatras y sicólogos. Normalmente, esos funcionarios y otros especialistas 
deberán formar parte del personal permanente, pero ello no excluirá los auxiliares 
a tiempo parcial o voluntarios cuando resulte apropiado y beneficioso por el nivel 
de apoyo y formación que puedan prestar. Los centros de detención deberán apro-
vechar todas las posibilidades y modalidades de asistencia correctiva, educativas, 
morales, espirituales y de otra índole, disponibles en la comunidad y que sean 
idóneas, en función de las necesidades y los problemas particulares de los menores 
recluidos.

82. La administración deberá seleccionar y contratar cuidadosamente al perso-
nal de todas las clases y categorías, por cuanto la buena marcha de los centros de 
detención depende de su integridad, actitud humanitaria, capacidad y competen-
cia profesional para tratar con menores, así como de sus dotes personales para el 
trabajo.

83. Para alcanzar estos objetivos, deberán designarse funcionarios profesionales 
con una remuneración suficiente para atraer y retener a hombres y mujeres capa-
ces. Deberá darse en todo momento estímulos a los funcionarios de los centros de 
detención de menores para que desempeñen sus funciones y obligaciones profe-
sionales en forma humanitaria, dedicada, profesional, justa y eficaz, se comporten 
en todo momento de manera tal que merezca y obtenga el respeto de los menores 
y brinden a éstos un modelo y una perspectiva positivos.
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84.	La administración deberá adoptar formas de organización y gestión que fa-
ciliten la comunicación entre las diferentes categorías del personal de cada centro 
de detención para intensificar la cooperación entre los diversos servicios dedica-
dos a la atención de los menores, así como entre el personal y la administración, 
con miras a conseguir que el personal que está en contacto directo con los menores 
pueda actuar en condiciones que favorezcan el desempeño eficaz de sus tareas.

85.	El personal deberá recibir una formación que le permita desempeñar efi-
cazmente sus funciones, en particular la capacitación en sicología infantil, pro-
tección de la infancia y criterios y normas internacionales de derechos humanos 
y derechos del niño, incluidas las presentes Reglas. El personal deberá mantener 
y perfeccionar sus conocimientos y capacidad profesional asistiendo a cursos de 
formación en el servicio que se organizarán a intervalos apropiados durante toda 
su carrera.

86.	El director del centro deberá estar debidamente calificado para su función 
por su capacidad administrativa, una formación adecuada y su experiencia en la 
materia y deberá dedicar todo su tiempo a su función oficial.

87.	En el desempeño de sus funciones, el personal de los centros de detención 
deberá respetar y proteger la dignidad y los derechos humanos fundamentales de 
todos los menores y, en especial:

a)	 Ningún funcionario del centro de detención o de la institución podrá infli-
gir, instigar o tolerar acto alguno de tortura ni forma alguna de trato, castigo 
o medida correctiva o disciplinaria severo, cruel, inhumano o degradante 
bajo ningún pretexto o circunstancia de cualquier tipo;

b)	 Todo el personal deberá impedir y combatir severamente todo acto de co-
rrupción, comunicándolo sin demora a las autoridades competentes;

c)	 Todo el personal deberá respetar las presentes Reglas. Cuando tenga moti-
vos para estimar que estas Reglas han sido gravemente violadas o puedan 
serlo, deberá comunicarlo a sus autoridades superiores u órganos compe-
tentes facultados para supervisar o remediar la situación;

d)	 Todo el personal deberá velar por la cabal protección de la salud física y 
mental de los menores, incluida la protección contra la explotación y el 
maltrato físico, sexual y emocional, y deberá adoptar con urgencia medidas 
para que reciban atención médica siempre que sea necesario;

e)	 Todo el personal deberá respetar el derecho de los menores a la intimidad y, 
en particular, deberá respetar todas las cuestiones confidenciales relativas a 
los menores o sus familias que lleguen a conocer en el ejercicio de su activi-
dad profesional;

f)	 Todo el personal deberá tratar de reducir al mínimo las diferencias entre 
la vida dentro y fuera del centro de detención que tiendan a disminuir el 
respeto debido a la dignidad de los menores como seres humanos.
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Reglas Mínimas de las Naciones Unidas  
para la Administración  
de la Justicia de Menores 
(Reglas de Beijing) 
 
Adoptadas por la Asamblea General  
en su resolución 40/33, 
de 28 de noviembre de 1985

Primera parte 
Principios generales

1. Orientaciones fundamentales

1.1 Los Estados Miembros procurarán, en consonancia con sus respectivos inte-
reses generales, promover el bienestar del menor y de su familia.

1.2 Los Estados Miembros se esforzarán por crear condiciones que garanticen al 
menor una vida significativa en la comunidad fomentando, durante el período de 
edad en que el menor es más propenso a un comportamiento desviado, un proceso 
de desarrollo personal y educación lo más exento de delito y delincuencia posible.

1.3 Con objeto de promover el bienestar del menor, a fin de reducir la necesidad 
de intervenir con arreglo a la ley, y de someter a tratamiento efectivo, humano y 
equitativo al menor que tenga problemas con la ley, se concederá la debida impor-
tancia a la adopción de medidas concretas que permitan movilizar plenamente 
todos los recursos disponibles, con inclusión de la familia, los voluntarios y otros 
grupos de carácter comunitario, así como las escuelas y otras instituciones de la 
comunidad.

1.4 La justicia de menores se ha de concebir como una parte integrante del 
proceso de desarrollo nacional de cada país y deberá administrarse en el marco 
general de justicia social para todos los menores, de manera que contribuya a la 
protección de los jóvenes y al mantenimiento del orden pacífico de la sociedad.

1.5 Las presentes Reglas se aplicarán según el contexto de las condiciones econó-
micas, sociales y culturales que predominen en cada uno de los Estados Miembros.
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1.6 Los servicios de justicia de menores se perfeccionarán y coordinarán siste-
máticamente con miras a elevar y mantener la competencia de sus funcionarios, e 
incluso los métodos, enfoques y actitudes adoptados.

2. Alcance de las Reglas y definiciones utilizadas

2.1 Las Reglas mínimas que se enuncian a continuación se aplicarán a los me-
nores delincuentes con imparcialidad, sin distinción alguna, por ejemplo, de raza, 
color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen 
nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición.

2.2 Para los fines de las presentes Reglas, los Estados Miembros aplicarán las 
definiciones siguientes en forma compatible con sus respectivos sistemas y con-
ceptos jurídicos:

a)	 Menor es todo niño o joven que, con arreglo al sistema jurídico respectivo, 
puede ser castigado por un delito en forma diferente a un adulto;

b)	 Delito es todo comportamiento (acción u omisión) penado por la ley con 
arreglo al sistema jurídico de que se trate, y

c)	 Menor delincuente es todo niño o joven al que se ha imputado la comisión 
de un delito o se le ha considerado culpable de la comisión de un delito.

2.3 En cada jurisdicción nacional se procurará promulgar un conjunto de leyes, 
normas y disposiciones aplicables específicamente a los menores delincuentes, así 
como a los órganos e instituciones encargados de las funciones de administración 
de la justicia de menores, conjunto que tendrá por objeto:

a)	 Responder a las diversas necesidades de los menores delincuentes, y al mis-
mo tiempo proteger sus derechos básicos;

b)	 Satisfacer las necesidades de la sociedad;
c)	 Aplicar cabalmente y con justicia las reglas que se enuncian a continuación.

3. Ampliación del ámbito de aplicación de las Reglas

3.1 Las disposiciones pertinentes de las Reglas no sólo se aplicarán a los meno-
res delincuentes, sino también a los menores que puedan ser procesados por rea-
lizar cualquier acto concreto que no sea punible tratándose del comportamiento 
de los adultos.

3.2 Se procurará extender el alcance de los principios contenidos en las Reglas 
a todos los menores comprendidos en los procedimientos relativos a la atención al 
menor y a su bienestar.

3.3 Se procurará asimismo extender el alcance de los principios contenidos en 
las Reglas a los delincuentes adultos jóvenes.
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4. Mayoría de edad penal

4.1 En los sistemas jurídicos que reconozcan el concepto de mayoría de edad 
penal con respecto a los menores, su comienzo no deberá fijarse a una edad dema-
siado temprana habida cuenta de las circunstancias que acompañan la madurez 
emocional, mental e intelectual.

5. Objetivos de la justicia de menores

5.1 El sistema de justicia de menores hará hincapié en el bienestar de éstos y 
garantizará que cualquier respuesta a los menores delincuentes será en todo mo-
mento proporcionada a las circunstancias del delincuente y del delito.

6. Alcance de las facultades discrecionales

6.1 Habida cuenta de las diversas necesidades especiales de los menores, así 
como de la diversidad de medidas disponibles, se facultará un margen suficiente 
para el ejercicio de facultades discrecionales en las diferentes etapas de los juicios 
y en los distintos niveles de la administración de justicia de menores, incluidos los 
de investigación, procesamiento, sentencia y de las medidas complementarias de 
las decisiones.

6.2 Se procurará, no obstante, garantizar la debida competencia en todas las 
fases y niveles en el ejercicio de cualquiera de esas facultades discrecionales.

6.3 Los que ejerzan dichas facultades deberán estar especialmente preparados 
o capacitados para hacerlo juiciosamente y en consonancia con sus respectivas 
funciones y mandatos.

7. Derechos de los menores

7.1 En todas las etapas del proceso se respetarán garantías procesales básicas ta-
les como la presunción de inocencia, el derecho a ser notificado de las acusaciones, 
el derecho a no responder, el derecho al asesoramiento, el derecho a la presencia de 
los padres o tutores, el derecho a la confrontación con los testigos y a interrogar a 
éstos y el derecho de apelación ante una autoridad superior.

8. Protección de la intimidad

8.1 Para evitar que la publicidad indebida o el proceso de difamación perjudi-
quen a los menores, se respetará en todas las etapas el derecho de los menores a la 
intimidad.
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8.2 En principio, no se publicará ninguna información que pueda dar lugar a la 
individualización de un menor delincuente.

9. Cláusulas de salvedad

9.1 Ninguna disposición de las presentes Reglas podrá ser interpretada en el 
sentido de excluir a los menores del ámbito de la aplicación de las Reglas mínimas 
para el tratamiento de los reclusos aprobadas por las Naciones Unidas y de otros 
instrumentos y normas reconocidos por la comunidad internacional relativos al 
cuidado y protección de los jóvenes.

Segunda parte 
Investigación y procesamiento

10. Primer contacto

10.1 Cada vez que un menor sea detenido, la detención se notificará inmediata-
mente a sus padres o su tutor, y cuando no sea posible dicha notificación inmedia-
ta, se notificará a los padres o al tutor en el más breve plazo posible.

10.2 El juez, funcionario u organismo competente examinará sin demora la po-
sibilidad de poner en libertad al menor.

10.3 Sin perjuicio de que se consideren debidamente las circunstancias de cada 
caso, se establecerán contactos entre los organismos encargados de hacer cumplir 
la ley y el menor delincuente para proteger la condición jurídica del menor, pro-
mover su bienestar y evitar que sufra daño.

11. Remisión de casos

11.1 Se examinará la posibilidad, cuando proceda, de ocuparse de los menores 
delincuentes sin recurrir a las autoridades competentes, mencionadas en la regla 
14.1 infra, para que los juzguen oficialmente.

11.2 La policía, el Ministerio fiscal y otros organismos que se ocupen de los 
casos de delincuencia de menores estarán facultados para fallar dichos casos dis-
crecionalmente, sin necesidad de vista oficial, con arreglo a los criterios estable-
cidos al efecto en los respectivos sistemas jurídicos y también en armonía con los 
principios contenidos en las presentes Reglas.

11.3 Toda remisión que signifique poner al menor a disposición de las institu-
ciones pertinentes de la comunidad o de otro tipo estará supeditada al consenti-
miento del menor o al de sus padres o su tutor; sin embargo, la decisión relativa a 
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la remisión del caso se someterá al examen de una autoridad competente, cuando 
así se solicite.

11.4 Para facilitar la tramitación discrecional de los casos de menores, se procu-
rará facilitar a la comunidad programas de supervisión y orientación temporales, 
restitución y compensación a las víctimas.

12. Especialización policial

12.1 Para el mejor desempeño de sus funciones, los agentes de policía que tra-
ten a menudo o de manera exclusiva con menores o que se dediquen fundamen-
talmente a la prevención de la delincuencia de menores, recibirán instrucción y 
capacitación especial. En las grandes ciudades habrá contingentes especiales de 
policía con esa finalidad.

13. Prisión preventiva

13.1 Sólo se aplicará la prisión preventiva como último recurso y durante el 
plazo más breve posible.

13.2 Siempre que sea posible, se adoptarán medidas sustitutorias de la prisión 
preventiva, como la supervisión estricta, la custodia permanente, la asignación a 
una familia o el traslado a un hogar o a una institución educativa.

13.3 Los menores que se encuentren en prisión preventiva gozarán de todos los 
derechos y garantías previstos en las Reglas mínimas para el tratamiento de los 
reclusos aprobadas por las Naciones Unidas.

13.4 Los menores que se encuentren en prisión preventiva estarán separados de 
los adultos y recluidos en establecimientos distintos o en recintos separados en los 
establecimientos en que haya detenidos adultos.

13.5 Mientras se encuentren bajo custodia, los menores recibirán cuidados, 
protección y toda la asistencia —social, educacional, profesional, sicológica, mé-
dica y física— que requieran, habida cuenta de su edad, sexo y características 
individuales.

Tercera parte 
De la sentencia y la resolución

14. Autoridad competente para dictar sentencia

14.1 Todo menor delincuente cuyo caso no sea objeto de remisión (con arreglo 
a la regla 11) será puesto a disposición de la autoridad competente (corte, tribunal, 
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junta, consejo, etc.), que decidirá con arreglo a los principios de un juicio impar-
cial y equitativo.

14.2 El procedimiento favorecerá los intereses del menor y se sustanciará en un 
ambiente de comprensión, que permita que el menor participe en él y se exprese 
libremente.

15. Asesoramiento jurídico y derechos de los padres y tutores

15.1 El menor tendrá derecho a hacerse representar por un asesor jurídico du-
rante todo el proceso o a solicitar asistencia jurídica gratuita cuando esté prevista 
la prestación de dicha ayuda en el país.

15.2 Los padres o tutores tendrán derecho a participar en las actuaciones y la 
autoridad competente podrá requerir su presencia en defensa del menor. No obs-
tante, la autoridad competente podrá denegar la participación si existen motivos 
para presumir que la exclusión es necesaria en defensa del menor.

16. Informes sobre investigaciones sociales

16.1 Para facilitar la adopción de una decisión justa por parte de la autoridad 
competente, y a menos que se trate de delitos leves, antes de que esa autoridad 
dicte una resolución definitiva se efectuará una investigación completa sobre el 
medio social y las condiciones en que se desarrolla la vida del menor y sobre las 
circunstancias en las que se hubiere cometido el delito.

17. Principios rectores de la sentencia y la resolución

17.1 La decisión de la autoridad competente se ajustará a los siguientes principios:
a)	 La respuesta que se dé al delito será siempre proporcionada, no sólo a las 

circunstancias y la gravedad del delito, sino también a las circunstancias y 
necesidades del menor, así como a las necesidades de la sociedad;

b)	 Las restricciones a la libertad personal del menor se impondrán sólo tras 
cuidadoso estudio y se reducirán al mínimo posible;

c)	 Sólo se impondrá la privación de libertad personal en el caso de que el me-
nor sea condenado por un acto grave en el que concurra violencia contra 
otra persona o por la reincidencia en cometer otros delitos graves, y siempre 
que no haya otra respuesta adecuada;

d)	 En el examen de los casos se considerará primordial el bienestar del menor.
17.2 Los delitos cometidos por menores no se sancionarán en ningún caso con 

la pena capital.
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17.3 Los menores no serán sancionados con penas corporales.
17.4 La autoridad competente podrá suspender el proceso en cualquier 

momento.

18. Pluralidad de medidas resolutorias

18.1 Para mayor flexibilidad y para evitar en la medida de lo posible el con-
finamiento en establecimientos penitenciarios, la autoridad competente podrá 
adoptar una amplia diversidad de decisiones. Entre tales decisiones, algunas de las 
cuales pueden aplicarse simultáneamente, figuran las siguientes:

a)	 Órdenes en materia de atención, orientación y supervisión;
b)	 Libertad vigilada;
c)	 Ordenes de prestación de servicios a la comunidad;
d)	 Sanciones económicas, indemnizaciones y devoluciones;
e)	 Órdenes de tratamiento intermedio y otras formas de tratamiento;
f)	 Órdenes de participar en sesiones de asesoramiento colectivo y en activida-

des análogas;
g)	 Órdenes relativas a hogares de guarda, comunidades de vida u otros estable-

cimientos educativos;
h)	 Otras órdenes pertinentes.
18.2 Ningún menor podrá ser sustraído, total o parcialmente, a la supervisión 

de sus padres, a no ser que las circunstancias de su caso lo hagan necesario.

19. Carácter excepcional del confinamiento en establecimientos 
penitenciarios

19.1 El confinamiento de menores en establecimientos penitenciarios se utiliza-
rá en todo momento como último recurso y por el más breve plazo posible.

20. Prevención de demoras innecesarias

20.1 Todos los casos se tramitarán desde el comienzo de manera expedita y sin 
demoras innecesarias.

21. Registros

21.1 Los registros de menores delincuentes serán de carácter estrictamente con-
fidencial y no podrán ser consultados por terceros. Sólo tendrán acceso a dichos 
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archivos las personas que participen directamente en la tramitación de un caso en 
curso, así como otras personas debidamente autorizadas.

21.2 Los registros de menores delincuentes no se utilizarán en procesos de adul-
tos relativos a casos subsiguientes en los que esté implicado el mismo delincuente.

22. Necesidad de personal especializado y capacitado

22.1 Para garantizar la adquisición y el mantenimiento de la competencia profe-
sional necesaria a todo el personal que se ocupa de casos de menores, se impartirá 
enseñanza profesional, cursos de capacitación durante el servicio y cursos de repa-
so, y se emplearán otros sistemas adecuados de instrucción.

22.2 El personal encargado de administrar la justicia de menores responderá a 
las diversas características de los menores que entran en contacto con dicho siste-
ma. Se procurará garantizar una representación equitativa de mujeres y de mino-
rías en los organismos de justicia de menores.

Cuarta parte 
Tratamiento fuera de los establecimientos penitenciarios

23. Ejecución efectiva de la resolución

23.1 Se adoptarán disposiciones adecuadas para la ejecución de las órdenes que 
dicte la autoridad competente, y que se mencionan en la regla 14.1, por esa misma 
autoridad o por otra distinta si las circunstancias así lo exigen.

23.2 Dichas disposiciones incluirán la facultad otorgada a la autoridad com-
petente para modificar dichas órdenes periódicamente según estime pertinente, 
a condición de que la modificación se efectúe en consonancia con los principios 
enunciados en las presentes Reglas.

24. Prestación de asistencia

24.1 Se procurará proporcionar a los menores, en todas las etapas del procedi-
miento, asistencia en materia de alojamiento, enseñanza o capacitación profesio-
nal, empleo o cualquiera otra forma de asistencia, útil y práctica, para facilitar el 
proceso de rehabilitación.
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25. Movilización de voluntarios y otros servicios de carácter 
comunitario

25.1 Se recurrirá a los voluntarios, a las organizaciones de voluntarios, a las 
instituciones locales y a otros recursos de la comunidad para que contribuyan efi-
cazmente a la rehabilitación del menor en un ambiente comunitario y, en la forma 
en que ésta sea posible, en el seno de la unidad familiar.

Quinta parte 
Tratamiento en establecimientos penitenciarios

26. Objetivos del tratamiento en establecimientos penitenciarios

26.1 La capacitación y el tratamiento de menores confinados en establecimien-
tos penitenciarios tienen por objeto garantizar su cuidado y protección, así como 
su educación y formación profesional para permitirles que desempeñen un papel 
constructivo y productivo en la sociedad.

26.2 Los menores confinados en establecimientos penitenciarios recibirán los 
cuidados, la protección y toda la asistencia necesaria —social, educacional, profe-
sional, sicológica, médica y física— que puedan requerir debido a su edad, sexo y 
personalidad y en interés de su desarrollo sano.

26.3 Los menores confinados en establecimientos penitenciarios se manten-
drán separados de los adultos y estarán detenidos en un establecimiento separado 
o en una parte separada de un establecimiento en el que también estén encarcela-
dos adultos.

26.4 La delincuente joven confinada en un establecimiento merece especial 
atención en lo que atañe a sus necesidades y problemas personales. En ningún 
caso recibirá menos cuidados, protección, asistencia, tratamiento y capacitación 
que el delincuente joven. Se garantizará su tratamiento equitativo.

26.5 En el interés y bienestar del menor confinado en un establecimiento peni-
tenciario, tendrán derecho de acceso los padres o tutores.

26.6 Se fomentará la cooperación entre los ministerios y los departamentos 
para dar formación académica o, según proceda, profesional adecuada al menor 
que se encuentre confinado en un establecimiento penitenciario a fin de garantizar 
que al salir no se encuentre en desventaja en el plano de la educación.
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27. Aplicación de las Reglas mínimas para el tratamiento de los 
reclusos aprobadas por las Naciones Unidas

27.1 En principio, las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos y las 
recomendaciones conexas serán aplicables en la medida pertinente al tratamiento 
de los menores delincuentes en establecimientos penitenciarios, inclusive los que 
estén en prisión preventiva.

27.2 Con objeto de satisfacer las diversas necesidades del menor específicas a 
su edad, sexo y personalidad, se procurará aplicar los principios pertinentes de 
las mencionadas Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos en toda la 
medida de lo posible.

28. Frecuente y pronta concesión de la libertad condicional

28.1 La autoridad pertinente recurrirá en la mayor medida posible a la libertad 
condicional y la concederá tan pronto como sea posible.

28.2 Los menores en libertad condicional recibirán asistencia del correspon-
diente funcionario a cuya supervisión estarán sujetos, y el pleno apoyo de la 
comunidad.

29. Sistemas intermedios

29.1 Se procurará establecer sistemas intermedios como establecimientos de 
transición, hogares educativos, centros de capacitación diurnos y otros sistemas 
pertinentes que puedan facilitar la adecuada reintegración de los menores a la 
sociedad.

Sexta parte 
Investigación, planificación y formulación y evaluación  
de políticas

30. La investigación como base de la planificación y de la formulación 
y la evaluación de políticas

30.1 Se procurará organizar y fomentar las investigaciones necesarias como 
base para una planificación y una formulación de políticas que sean efectivas.

30.2 Se procurará revisar y evaluar periódicamente las tendencias, los proble-
mas y las causas de la delincuencia y criminalidad de menores, así como las diver-
sas necesidades particulares del menor en custodia.
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30.3 Se procurará establecer con carácter regular un mecanismo de evaluación 
e investigación en el sistema de administración de justicia de menores y recopilar 
y analizar los datos y la información pertinentes con miras a la debida evaluación 
y perfeccionamiento ulterior de dicho sistema.

30.4 La prestación de servicios en la administración de justicia de menores se 
preparará y ejecutará de modo sistemático como parte integrante de los esfuerzos 
de desarrollo nacional.
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Reglas Mínimas de las Naciones Unidas 
sobre las Medidas No Privativas de la Libertad 
(Reglas de Tokio) 
 
Adoptadas por la Asamblea General  
en su resolución 45/110, 
de 14 de diciembre de 1990

I. Principios generales

1. Objetivos fundamentales

1.1 Las presentes Reglas mínimas contienen una serie de principios básicos para 
promover la aplicación de medidas no privativas de la libertad, así como salva-
guardias mínimas para las personas a quienes se aplican medidas sustitutivas de 
la prisión.

1.2 Las Reglas tienen por objeto fomentar una mayor participación de la comu-
nidad en la gestión de la justicia penal, especialmente en lo que respecta al trata-
miento del delincuente, así como fomentar entre los delincuentes el sentido de su 
responsabilidad hacia la sociedad.

1.3 Las Reglas se aplicarán teniendo en cuenta las condiciones políticas, econó-
micas, sociales y culturales de cada país, así como los propósitos y objetivos de su 
sistema de justicia penal.

1.4 Al aplicar las Reglas, los Estados Miembros se esforzarán por alcanzar un 
equilibrio adecuado entre los derechos de los delincuentes, los derechos de las víc-
timas y el interés de la sociedad en la seguridad pública y la prevención del delito.

1.5 Los Estados Miembros introducirán medidas no privativas de la libertad 
en sus respectivos ordenamientos jurídicos para proporcionar otras opciones, 
y de esa manera reducir la aplicación de las penas de prisión, y racionalizar las 
políticas de justicia penal, teniendo en cuenta el respeto de los derechos huma-
nos, las exigencias de la justicia social y las necesidades de rehabilitación del 
delincuente.
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2. Alcance de las medidas no privativas de la libertad

2.1 Las disposiciones pertinentes de las presentes Reglas se aplicarán a todas las 
personas sometidas a acusación, juicio o cumplimiento de una sentencia, en todas 
las fases de la administración de la justicia penal. A los efectos de las Reglas, estas 
personas se designarán “delincuentes”, independientemente de que sean sospecho-
sos o de que hayan sido acusados o condenados.

2.2 Las Reglas se aplicarán sin discriminación alguna por motivos de raza, co-
lor, sexo, edad, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional 
o social, patrimonio, nacimiento o cualquier otra condición.

2.3 A fin de asegurar una mayor flexibilidad, compatible con el tipo y la grave-
dad del delito, la personalidad y los antecedentes del delincuente y la protección de 
la sociedad, y evitar la aplicación innecesaria de la pena de prisión, el sistema de 
justicia penal establecerá una amplia serie de medidas no privativas de la libertad, 
desde la fase anterior al juicio hasta la fase posterior a la sentencia. El número y el 
tipo de las medidas no privativas de la libertad disponibles deben estar determina-
dos de manera tal que sea posible fijar de manera coherente las penas.

2.4 Se alentará y supervisará atentamente el establecimiento de nuevas medidas 
no privativas de la libertad y su aplicación se evaluará sistemáticamente.

2.5 Se considerará la posibilidad de ocuparse de los delincuentes en la comuni-
dad, evitando recurrir a procesos formales o juicios ante los tribunales, de confor-
midad con las salvaguardias y las normas jurídicas.

2.6 Las medidas no privativas de la libertad serán utilizadas de acuerdo con el 
principio de mínima intervención.

2.7 La utilización de medidas no privativas de la libertad será parte de un mo-
vimiento en pro de la despenalización y destipificación de delitos, y no estarán 
encaminadas a obstaculizar ni a diferir las iniciativas en ese sentido.

3. Salvaguardias legales

3.1 La introducción, definición y aplicación de medidas no privativas de la li-
bertad estarán prescritas por la ley.

3.2 La selección de una medida no privativa de la libertad se basará en los cri-
terios establecidos con respecto al tipo y gravedad del delito, la personalidad y 
los antecedentes del delincuente, los objetivos de la condena y los derechos de las 
víctimas.

3.3 La autoridad judicial u otra autoridad independiente competente ejercerá 
sus facultades discrecionales en todas las fases del procedimiento, actuando con 
plena responsabilidad y exclusivamente de conformidad con la ley.
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3.4 Las medidas no privativas de la libertad que impongan una obligación al 
delincuente, aplicadas antes o en lugar del procedimiento o del juicio, requerirán 
su consentimiento.

3.5 Las decisiones sobre la imposición de medidas no privativas de la libertad 
estarán sometidas a la revisión de una autoridad judicial u otra autoridad compe-
tente e independiente, a petición del delincuente.

3.6 El delincuente estará facultado para presentar peticiones o reclamaciones 
ante la autoridad judicial u otra autoridad competente e independiente sobre cues-
tiones que afecten a sus derechos individuales en la aplicación de las medidas no 
privativas de la libertad.

3.7 Se preverán disposiciones adecuadas para el recurso y, si es posible, la repa-
ración en caso de agravio relacionado con un incumplimiento de las normas sobre 
derechos humanos internacionalmente reconocidos.

3.8 Las medidas no privativas de la libertad no supondrán ninguna experimen-
tación médica o psicológica con el delincuente, ni riesgo indebido de daños físicos 
o mentales.

3.9 La dignidad del delincuente sometido a medidas no privativas de la libertad 
será protegida en todo momento.

3.10 Durante la aplicación de las medidas no privativas de la libertad, los de-
rechos del delincuente no podrán ser objeto de restricciones que excedan las im-
puestas por la autoridad competente que haya adoptado la decisión de aplicar la 
medida.

3.11 Durante la aplicación de las medidas no privativas de la libertad se respeta-
rán tanto el derecho del delincuente como el de su familia a la intimidad.

3.12 El expediente personal del delincuente se mantendrá de manera estric-
tamente confidencial e inaccesible a terceros. Sólo tendrán acceso al expediente 
las personas directamente interesadas en la tramitación del caso u otras personas 
debidamente autorizadas.

4. Cláusula de salvaguardia

4.1 Ninguna de las disposiciones en las presentes Reglas será interpretada de 
modo que excluya la aplicación de las Reglas mínimas para el tratamiento de los 
reclusos79, las Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la administración de la 
justicia de menores (Reglas de Beijing)82, el Conjunto de Principios para la protec-
ción de todas las personas sometidas a cualquier forma de detención o prisión35 ni 
de ningún otro instrumento o norma sobre derechos humanos reconocidos por la 
comunidad internacional que guarden relación con el tratamiento del delincuente 
y con la protección de sus derechos humanos fundamentales.
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II. Fase anterior al juicio

5. Disposiciones previas al juicio

5.1. Cuando así proceda y sea compatible con el ordenamiento jurídico, la po-
licía, la fiscalía u otros organismos que se ocupen de casos penales deberán estar 
facultados para retirar los cargos contra el delincuente si consideran que la protec-
ción de la sociedad, la prevención del delito o la promoción del respeto a la ley y 
los derechos de las víctimas no exigen llevar adelante el caso. A efectos de decidir 
si corresponde el retiro de los cargos o la institución de actuaciones, en cada orde-
namiento jurídico se formulará una serie de criterios bien definidos. En casos de 
poca importancia el fiscal podrá imponer las medidas adecuadas no privativas de 
la libertad, según corresponda.

6. La prisión preventiva como último recurso

6.1 En el procedimiento penal sólo se recurrirá a la prisión preventiva como úl-
timo recurso, teniendo debidamente en cuenta la investigación del supuesto delito 
y la protección de la sociedad y de la víctima.

6.2 Las medidas sustitutivas de la prisión preventiva se aplicarán lo antes posi-
ble. La prisión preventiva no deberá durar más del tiempo que sea necesario para 
el logro de los objetivos indicados en la regla 6.1 y deberá ser aplicada con huma-
nidad y respeto por la dignidad del ser humano.

6.3 El delincuente tendrá derecho a apelar ante una autoridad judicial u otra 
autoridad independiente y competente en los casos en que se imponga prisión 
preventiva.

III. Fase de juicio y sentencia

7. Informes de investigación social

7.1 Cuando exista la posibilidad de preparar informes de investigación social, 
la autoridad judicial podrá valerse de un informe preparado por un funcionario u 
organismo competente y autorizado. El informe contendrá información sobre el 
entorno social del delincuente que sea pertinente al tipo de infracción que comete 
habitualmente el individuo y a los delitos que se le imputan. También deberá con-
tener información y recomendaciones que sean pertinentes al procedimiento de 
fijación de condenas. Deberá ceñirse a los hechos y ser objetivo e imparcial; toda 
apreciación personal tendrá que formularse claramente como tal.
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8. Imposición de sanciones

8.1 La autoridad judicial, que tendrá a su disposición una serie de sanciones no 
privativas de la libertad, al adoptar su decisión deberá tener en consideración las 
necesidades de rehabilitación del delincuente, la protección de la sociedad y los 
intereses de la víctima, quien será consultada cuando corresponda.

8.2 Las autoridades competentes podrán tomar las medidas siguientes:
a)	 Sanciones verbales, como la amonestación, la reprensión y la advertencia;
b)	 Libertad condicional;
c)	 Penas privativas de derechos o inhabilitaciones;
d)	 Sanciones económicas y penas en dinero, como multas y multas sobre los 

ingresos calculados por días;
e)	 Incautación o confiscación;
f)	 Mandamiento de restitución a la víctima o de indemnización;
g)	 Suspensión de la sentencia o condena diferida;
h)	 Régimen de prueba y vigilancia judicial;
i)	 Imposición de servicios a la comunidad;
j)	 Obligación de acudir regularmente a un centro determinado;
k)	 Arresto domiciliario;
l)	 Cualquier otro régimen que no entrañe reclusión;
m)	Alguna combinación de las sanciones precedentes.

IV. Fase posterior a la sentencia

9. Medidas posteriores a la sentencia

9.1 Se pondrá a disposición de la autoridad competente una amplia serie de 
medidas sustitutivas posteriores a la sentencia a fin de evitar la reclusión y prestar 
asistencia a los delincuentes para su pronta reinserción social.

9.2 Podrán aplicarse medidas posteriores a la sentencia como las siguientes:
a)	 Permisos y centros de transición;
b)	 Liberación con fines laborales o educativos;
c)	 Distintas formas de libertad condicional;
d)	 La remisión;
e)	 El indulto.
9.3 La decisión con respecto a las medidas posteriores a la sentencia, excepto 

en el caso del indulto, será sometida a la revisión de una autoridad judicial u otra 
autoridad competente e independiente, si lo solicita el delincuente.

9.4 Se considerarán cuanto antes las posibilidades de poner en libertad al re-
cluso de un establecimiento y asignarlo a un programa no privativo de la libertad.
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V. Aplicación de las medidas no privativas de la libertad

10. Régimen de vigilancia

10.1 El objetivo de la supervisión es disminuir la reincidencia y ayudar al delin-
cuente en su reinserción social de manera que se reduzca a un mínimo la probabi-
lidad de que vuelva a la delincuencia.

10.2 Si la medida no privativa de la libertad entraña un régimen de vigilancia, la 
vigilancia será ejercida por una autoridad competente, en las condiciones concre-
tas que haya prescrito la ley.

10.3 En el marco de cada medida no privativa de la libertad, se determinará cuál 
es el tipo más adecuado de vigilancia y tratamiento para cada caso particular con el 
propósito de ayudar al delincuente a enmendar su conducta delictiva. El régimen 
de vigilancia y tratamiento se revisará y reajustará periódicamente, cuando sea 
necesario.

10.4 Se brindará a los delincuentes, cuando sea necesario, asistencia psicológi-
ca, social y material y oportunidades para fortalecer los vínculos con la comunidad 
y facilitar su reinserción social.

11. Duración

11.1 La duración de las medidas no privativas de la libertad no superará el plazo 
establecido por la autoridad competente de conformidad con la ley.

11.2 Estará prevista la interrupción anticipada de la medida en caso de que el 
delincuente haya reaccionado positivamente a ella.

12. Obligaciones

12.1 Cuando la autoridad competente decida las obligaciones que deberá cum-
plir el delincuente, tendrá en cuenta las necesidades de la sociedad y las necesida-
des y los derechos del delincuente y de la víctima.

12.2 Las obligaciones que ha de cumplir el delincuente serán prácticas, preci-
sas y tan pocas como sea posible, y tendrán por objeto reducir las posibilidades 
de reincidencia en el comportamiento delictivo e incrementar las posibilidades 
de reinserción social del delincuente, teniendo en cuenta las necesidades de la 
víctima.

12.3 Al comienzo de la aplicación de una medida no privativa de la libertad, el 
delincuente recibirá una explicación, oral y escrita, de las condiciones que rigen la 
aplicación de la medida, incluidos sus obligaciones y derechos.
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12.4 La autoridad competente podrá modificar las obligaciones impuestas de 
conformidad con lo previsto en la legislación y según el progreso realizado por el 
delincuente.

13. Proceso de tratamiento

13.1 En el marco de una medida no privativa de la libertad determinada, cuando 
corresponda, se establecerán diversos sistemas, por ejemplo, ayuda sicosocial indi-
vidualizada, terapia de grupo, programas residenciales y tratamiento especializado 
de distintas categorías de delincuentes, para atender a sus necesidades de manera 
más eficaz.

13.2 El tratamiento deberá ser dirigido por profesionales con adecuada forma-
ción y experiencia práctica.

13.3 Cuando se decida que el tratamiento es necesario, se hará todo lo posi-
ble por comprender la personalidad, las aptitudes, la inteligencia y los valores del 
delincuente, y especialmente las circunstancias que lo llevaron a la comisión del 
delito.

13.4 La autoridad competente podrá hacer participar a la comunidad y a los sis-
temas de apoyo social en la aplicación de las medidas no privativas de la libertad.

13.5 El número de casos asignados se mantendrá, en lo posible, dentro de lími-
tes compatibles con la aplicación eficaz de los programas de tratamiento.

13.6 La autoridad competente abrirá y mantendrá un expediente para cada 
delincuente.

14. Disciplina e incumplimiento de las obligaciones

14.1 El incumplimiento de las obligaciones impuestas al delincuente puede dar 
lugar a la modificación o revocación de la medida no privativa de la libertad.

14.2 La modificación o revocación de la medida no privativa de la libertad co-
rresponderá a la autoridad competente; procederá a ello solamente después de ha-
ber examinado cuidadosamente los hechos aducidos por el funcionario supervisor 
y por el delincuente.

14.3 El fracaso de una medida no privativa de la libertad no significará automá-
ticamente la imposición de una medida privativa de la libertad.

14.4 En caso de modificación o revocación de la medida no privativa de la li-
bertad, la autoridad competente intentará imponer una medida sustitutiva no pri-
vativa de la libertad que sea adecuada. Sólo se podrá imponer la pena de prisión 
cuando no haya otras medidas sustitutivas adecuadas.
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14.5 En caso de que el delincuente no cumpla las obligaciones impuestas, la ley 
determinará a quién corresponde dictar la orden de detenerlo o de mantenerlo 
bajo supervisión.

14.6 En caso de modificación o revocación de la medida no privativa de la li-
bertad, el delincuente podrá recurrir ante una autoridad judicial u otra autoridad 
competente e independiente.

VI. Personal

15. Contratación

15.1 En la contratación del personal no se hará discriminación alguna por mo-
tivos de raza, color, sexo, edad, idioma, religión, opinión política o de otra índole, 
origen nacional o social, patrimonio, nacimiento o cualquier otra condición. Los 
criterios para la contratación del personal tendrán en cuenta la política nacional 
en favor de los sectores desfavorecidos y la diversidad de los delincuentes que haya 
que supervisar.

15.2 Las personas designadas para aplicar las medidas no privativas de la li-
bertad deberán ser personas aptas para la función y, cuando sea posible, tener 
formación profesional y experiencia práctica adecuadas. Estas calificaciones se es-
pecificarán claramente.

15.3 Para conseguir y contratar personal profesional calificado se harán nom-
bramientos con categoría de funcionario público, sueldos adecuados y prestacio-
nes sociales que estén en consonancia con la naturaleza del trabajo y se ofrecerán 
amplias oportunidades de progreso profesional y ascenso.

16. Capacitación del personal

16.1 El objetivo de la capacitación será explicar claramente al personal sus fun-
ciones en lo que atañe a la rehabilitación del delincuente, la garantía de los dere-
chos de los delincuentes y la protección de la sociedad. Mediante capacitación, el 
personal también deberá comprender la necesidad de cooperar y coordinar las 
actividades con los organismos interesados.

16.2 Antes de entrar en funciones, el personal recibirá capacitación que com-
prenda información sobre el carácter de las medidas no privativas de la libertad, 
los objetivos de la supervisión y las distintas modalidades de aplicación de las me-
didas no privativas de la libertad.

16.3 Después de la entrada en funciones, el personal mantendrá y mejorará 
sus conocimientos y aptitudes profesionales asistiendo a cursos de capacitación 
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durante el servicio y a cursos de actualización. Se proporcionarán instalaciones 
adecuadas a ese efecto.

VII. Voluntarios y otros recursos comunitarios

17. Participación de la sociedad

17.1 La participación de la sociedad debe alentarse pues constituye un recurso 
fundamental y uno de los factores más importantes para fortalecer los vínculos 
entre los delincuentes sometidos a medidas no privativas de la libertad y sus fa-
milias y la comunidad. Deberá complementar la acción de la administración de la 
justicia penal.

17.2 La participación de la sociedad será considerada una oportunidad para que 
los miembros de la comunidad contribuyan a su protección.

18. Comprensión y cooperación de la sociedad

18.1 Debe alentarse a los organismos gubernamentales, al sector privado y a la 
comunidad en general para que apoyen a las organizaciones de voluntarios que 
fomenten la aplicación de medidas no privativas de la libertad.

18.2 Se organizarán regularmente conferencias, seminarios, simposios y otras 
actividades para hacer cobrar conciencia de la necesidad de que la sociedad parti-
cipe en la aplicación de medidas no privativas de la libertad.

18.3 Se utilizarán todos los medios de comunicación para propiciar una actitud 
constructiva en la comunidad, que dé lugar a actividades que propicien una apli-
cación más amplia del régimen no privativo de la libertad y la reinserción social 
de los delincuentes.

18.4 Se hará todo lo posible por informar a la sociedad acerca de la importancia 
de su función en la aplicación de las medidas no privativas de la libertad.

19. Voluntarios

19.1 Los voluntarios serán seleccionados cuidadosamente y contratados en fun-
ción de las aptitudes y del interés que demuestren en su labor. Se impartirá capaci-
tación adecuada para el desempeño de las funciones específicas que les hayan sido 
encomendadas y contarán con el apoyo y asesoramiento de la autoridad compe-
tente, a la que tendrán oportunidad de consultar.

19.2 Los voluntarios alentarán a los delincuentes y a sus familias a establecer 
vínculos significativos y contactos más amplios con la comunidad, brindándoles 
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asesoramiento y otras formas adecuadas de asistencia acorde con sus capacidades 
y las necesidades del delincuente.

19.3 Los voluntarios estarán asegurados contra accidentes, lesiones y daños a 
terceros en el ejercicio de sus funciones. Les serán reembolsados los gastos autori-
zados que hayan efectuado durante su trabajo. Gozarán del reconocimiento públi-
co por los servicios que presten en pro del bienestar de la comunidad.

VIII. Investigación, planificación  
y formulación y evaluación de políticas

20. Investigación y planificación

20.1 Como aspecto esencial del proceso de planificación, se hará lo posible para 
que las entidades tanto públicas como privadas colaboren en la organización y el 
fomento de la investigación sobre la aplicación a los delincuentes de un régimen 
no privativo de la libertad.

20.2 Se harán investigaciones periódicas de los problemas que afectan a los des-
tinatarios de las medidas, los profesionales, la comunidad y los órganos normativos.

20.3 Dentro del sistema de justicia penal se crearán mecanismos de investiga-
ción e información para reunir y analizar datos y estadísticas sobre la aplicación a 
los delincuentes de un régimen no privativo de la libertad.

21. Formulación de la política y elaboración de programas

21.1 Se planificarán y aplicarán sistemáticamente programas de medidas no 
privativas de la libertad como parte integrante del sistema de justicia penal en el 
marco del proceso nacional de desarrollo.

21.2 Se efectuarán evaluaciones periódicas con miras a lograr una aplicación 
más eficaz de las medidas no privativas de la libertad.

21.3 Se realizarán estudios periódicos para evaluar los objetivos, el funciona-
miento y la eficacia de las medidas no privativas de la libertad.

22. Vínculos con organismos y actividades pertinentes

22.1 Se crearán a diversos niveles mecanismos apropiados para facilitar el es-
tablecimiento de vínculos entre los servicios encargados de las medidas no priva-
tivas de la libertad, otras ramas del sistema de justicia penal, y los organismos de 
desarrollo y bienestar social, tanto gubernamentales como no gubernamentales, 
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en sectores como la salud, la vivienda, la educación, el trabajo y los medios de 
comunicación.

23. Cooperación internacional

23.1 Se hará lo posible por promover la cooperación científica entre los países 
en cuanto al régimen sin internamiento. Deberán reforzarse la investigación, la 
capacitación, la asistencia técnica y el intercambio de información entre los Es-
tados Miembros sobre medidas no privativas de la libertad, por conducto de los 
institutos de las Naciones Unidas para la prevención del delito y el tratamiento 
del delincuente y en estrecha colaboración con la Subdivisión de Prevención del 
Delito y Justicia Penal del Centro de Desarrollo Social y Asuntos Humanitarios de 
la Secretaría de las Naciones Unidas.

23.2 Deberán fomentarse los estudios comparados y la armonización de las 
disposiciones legislativas para ampliar la gama de opciones sin internamiento y 
facilitar su aplicación a través de las fronteras nacionales, de conformidad con el 
Tratado modelo sobre el traspaso de la vigilancia de los delincuentes bajo condena 
condicional o en libertad condicional 83.
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Principios de Cooperación Internacional  
en la Identificación, Detención, Extradición y 
Castigo de los Culpables de Crímenes  
de Guerra y de Crímenes de Lesa Humanidad 
 
Resolución 3074 (xxviii) de la Asamblea General,
de 3 de diciembre de 1973

La Asamblea General,
Recordando sus resoluciones 2583 (XXIV) de 15 de diciembre de 1969, 2712 

(XXV) de 15 de diciembre de 1970, 2840 (XXVI) de 18 de diciembre de 1971 y 3020 
(XXVII) de 18 de diciembre de 1972,

Teniendo en cuenta la necesidad especial de adoptar, en el plano internacional, 
medidas con el fin de asegurar el enjuiciamiento y el castigo de las personas culpa-
bles de crímenes de guerra y de crímenes de lesa humanidad,

Habiendo examinado el proyecto de principios de cooperación internacional 
en la identificación, detención, extradición y castigo de los culpables de crímenes 
de guerra o de crímenes de lesa humanidad,

Declara que las Naciones Unidas, guiándose por los propósitos y principios 
enunciados en la Carta referentes al desarrollo de la cooperación entre los pue-
blos y al mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales, proclaman los 
siguientes principios de cooperación internacional en la identificación, detención, 
extradición y castigo de los culpables de crímenes de guerra o de crímenes de lesa 
humanidad:

1.	 Los crímenes de guerra y los crímenes de lesa humanidad, dondequiera y 
cualquiera que sea la fecha en que se hayan cometido, serán objeto de una in-
vestigación, y las personas contra las que existen pruebas de culpabilidad en la 
comisión de tales crímenes serán buscadas, detenidas, enjuiciadas y, en caso de ser 
declaradas culpables, castigadas.

2.	 Todo Estado tiene el derecho de juzgar a sus propios nacionales por críme-
nes de guerra o crímenes de lesa humanidad.
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3.	 Los Estados cooperarán bilateral y multilateralmente para reprimir y preve-
nir los crímenes de guerra y los crímenes de lesa humanidad y tomarán todas las 
medidas internas e internacionales necesarias a ese fin.

4.	 Los Estados se prestarán mutua ayuda a los efectos de la identificación, de-
tención y enjuiciamiento de los presuntos autores de tales crímenes, y, en caso de 
ser éstos declarados culpables, de su castigo.

5.	 Las personas contra las que existan pruebas de culpabilidad en la comisión 
de crímenes de guerra y crímenes de lesa humanidad serán enjuiciadas y, en caso 
de ser declaradas culpables, castigadas, por lo general en los países donde se hayan 
cometido esos crímenes. A este respecto, los Estados cooperarán entre sí en todo 
lo relativo a la extradición de esas personas.

6.	 Los Estados cooperarán mutuamente en la compilación de informaciones 
y documentos relativos a la investigación a fin de facilitar el enjuiciamiento de las 
personas a que se refiere el párrafo 5 supra e intercambiarán tales informaciones.

7.	 De conformidad con el artículo 1 de la Declaración sobre el Asilo Territorial, 
de 14 de diciembre de 1967, los Estados no concederán asilo a ninguna persona 
respecto de la cual existan motivos fundados para considerar que ha cometido un 
crimen contra la paz, un crimen de guerra o un crimen de lesa humanidad.

8.	 Los Estados no adoptarán disposiciones legislativas ni tomarán medidas de 
otra índole que puedan menoscabar las obligaciones internacionales que hayan 
contraído con respecto a la identificación, la detención, la extradición y el castigo 
de los culpables de crímenes de guerra o de crímenes de lesa humanidad.

9.	 Al cooperar para facilitar la identificación, la detención, la extradición y, en 
caso de ser reconocidas culpables, el castigo de las personas contra las que exis-
tan pruebas de culpabilidad en la ejecución de crímenes de guerra o de crímenes 
de lesa humanidad, los Estados se ceñirán a las disposiciones de la Carta de las 
Naciones Unidas y a la Declaración sobre los principios de derecho internacional 
referentes a las relaciones de amistad y a la cooperación entre los Estados de con-
formidad con la Carta de las Naciones Unidas.
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Principios Relativos a una Eficaz Prevención 
e Investigación de las Ejecuciones Extralegales, 
Arbitrarias o Sumarias 
 
Recomendada por el Consejo Económico y Social 
en su resolución 1989/65, 
de 24 de mayo de 1989

1. Los gobiernos prohibirán por ley todas las ejecuciones extralegales, arbitra-
rias o sumarias y velarán por que todas esas ejecuciones se tipifiquen como delitos 
en su derecho penal y sean sancionables con penas adecuadas que tengan en cuen-
ta la gravedad de tales delitos. No podrán invocarse para justificar esas ejecuciones 
circunstancias excepcionales, como por ejemplo, el estado de guerra o de riesgo de 
guerra, la inestabilidad política interna ni ninguna otra emergencia pública. Esas 
ejecuciones no se llevarán a cabo en ninguna circunstancia, ni siquiera en situa-
ciones de conflicto armado interno, abuso o uso ilegal de la fuerza por parte de un 
funcionario público o de otra persona que actúe con carácter oficial o de una per-
sona que obre a instigación, o con el consentimiento o la aquiescencia de aquélla, 
ni tampoco en situaciones en las que la muerte se produzca en prisión. Esta pro-
hibición prevalecerá sobre los decretos promulgados por la autoridad ejecutiva.

2. Con el fin de evitar las ejecuciones extralegales, arbitrarias o sumarias, los 
gobiernos garantizarán un control estricto, con una jerarquía de mando claramen-
te determinada, de todos los funcionarios responsables de la captura, detención, 
arresto, custodia y encarcelamiento, así como de todos los funcionarios autoriza-
dos por la ley para usar la fuerza y las armas de fuego.

3. Los gobiernos prohibirán a los funcionarios superiores o autoridades pú-
blicas que den órdenes en que autoricen o inciten a otras personas a llevar a cabo 
cualquier ejecución extralegal, arbitraria o sumaria. Toda persona tendrá el dere-
cho y el deber de negarse a cumplir esas órdenes. En la formación de esos funcio-
narios encargados de hacer cumplir la ley deberá hacerse hincapié en las disposi-
ciones expuestas.
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4. Se garantizará una protección eficaz, judicial o de otro tipo a los particulares 
y grupos que estén en peligro de ejecución extralegal, arbitraria o sumaria, en par-
ticular a aquellos que reciban amenazas de muerte.

5. Nadie será obligado a regresar ni será extraditado a un país en donde haya 
motivos fundados para creer que puede ser víctima de una ejecución extralegal, 
arbitraria o sumaria.

6. Los gobiernos velarán por que se mantenga a las personas privadas de liber-
tad en lugares de reclusión públicamente reconocidos y proporcione inmediata-
mente a sus familiares y letrados u otras personas de confianza información exacta 
sobre su detención y paradero incluidos los traslados.

7. Inspectores especialmente capacitados, incluido personal médico, o una au-
toridad independiente análoga, efectuarán periódicamente inspecciones de los lu-
gares de reclusión, y estarán facultados para realizar inspecciones sin previo aviso 
por su propia iniciativa, con plenas garantías de independencia en el ejercicio de 
esa función. Los inspectores tendrán libre acceso a todas las personas que se en-
cuentren en dichos lugares de reclusión, así como a todos sus antecedentes.

8. Los gobiernos harán cuanto esté a su alcance por evitar las ejecuciones extra-
legales, arbitrarias o sumarias recurriendo, por ejemplo, a la intercesión diplomá-
tica, facilitando el acceso de los demandantes a los órganos intergubernamentales 
y judiciales y haciendo denuncias públicas. Se utilizarán los mecanismos inter-
gubernamentales para estudiar los informes de cada una de esas ejecuciones y 
adoptar medidas eficaces contra tales prácticas. Los gobiernos, incluidos los de 
los países en los que se sospeche fundadamente que se producen ejecuciones ex-
tralegales, arbitrarias o sumarias, cooperarán plenamente en las investigaciones 
internacionales al respecto.

Investigación

9. Se procederá a una investigación exhaustiva, inmediata e imparcial de todos 
los casos en que haya sospecha de ejecuciones extralegales, arbitrarias o sumarias, 
incluidos aquéllos en los que las quejas de parientes u otros informes fiables hagan 
pensar que se produjo una muerte no debida a causas naturales en las circuns-
tancias referidas. Los gobiernos mantendrán órganos y procedimientos de inves-
tigación para realizar esas indagaciones. La investigación tendrá como objetivo 
determinar la causa, la forma y el momento de la muerte, la persona responsable 
y el procedimiento o práctica que pudiera haberla provocado. Durante la investi-
gación se realizará una autopsia adecuada y se recopilarán y analizarán todas las 
pruebas materiales y documentales y se recogerán las declaraciones de los testigos. 
La investigación distinguirá entre la muerte por causas naturales, la muerte por 
accidente, el suicidio y el homicidio.
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10. La autoridad investigadora tendrá poderes para obtener toda la informa-
ción necesaria para la investigación. Las personas que dirijan la investigación 
dispondrán de todos los recursos presupuestarios y técnicos necesarios para una 
investigación eficaz, y tendrán también facultades para obligar a los funcionarios 
supuestamente implicados en esas ejecuciones a comparecer y dar testimonio. Lo 
mismo regirá para los testigos. A tal fin, podrán citar a testigos, inclusive a los fun-
cionarios supuestamente implicados, y ordenar la presentación de pruebas.

11. En los casos en los que los procedimientos de investigación establecidos 
resulten insuficientes debido a la falta de competencia o de imparcialidad, a la 
importancia del asunto o a los indicios de existencia de una conducta habitual 
abusiva, así como en aquellos en los que se produzcan quejas de la familia por esas 
insuficiencias o haya otros motivos sustanciales para ello, los gobiernos llevarán a 
cabo investigaciones por conducto de una comisión de encuesta independiente o 
por otro procedimiento análogo. Los miembros de esa comisión serán elegidos en 
función de su acreditada imparcialidad, competencia e independencia personal. 
En particular, deberán ser independientes de cualquier institución, dependencia 
o persona que pueda ser objeto de la investigación. La comisión estará facultada 
para obtener toda la información necesaria para la investigación y la llevará a cabo 
conforme a lo establecido en estos Principios.

12. No podrá procederse a la inhumación, incineración, etc. del cuerpo de la 
persona fallecida hasta que un médico, a ser posible experto en medicina forense, 
haya realizado una autopsia adecuada. Quienes realicen la autopsia tendrán acceso 
a todos los datos de la investigación, al lugar donde fue descubierto el cuerpo, y a 
aquél en el que suponga que se produjo la muerte. Si después de haber sido ente-
rrado el cuerpo resulta necesaria una investigación, se exhumará el cuerpo sin de-
mora y de forma adecuada para realizar una autopsia. En caso de que se descubran 
restos óseos, deberá procederse a desenterrarlos con las precauciones necesarias y 
a estudiarlos conforme a técnicas antropológicas sistemáticas.

13. El cuerpo de la persona fallecida deberá estar a disposición de quienes rea-
licen la autopsia durante un período suficiente con objeto de que se pueda llevar 
a cabo una investigación minuciosa. En la autopsia se deberá intentar determinar, 
al menos, la identidad de la persona fallecida y la causa y forma de la muerte. En 
la medida de lo posible, deberán precisarse también el momento y el lugar en que 
ésta se produjo. Deberán incluirse en el informe de la autopsia fotografías deta-
lladas en color de la persona fallecida, con el fin de documentar y corroborar las 
conclusiones de la investigación. El informe de la autopsia deberá describir todas 
y cada una de las lesiones que presente la persona fallecida e incluir cualquier in-
dicio de tortura.
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14. Con el fin de garantizar la objetividad de los resultados, es necesario que 
quienes realicen la autopsia puedan actuar imparcialmente y con independencia 
de cualesquiera personas, organizaciones o entidades potencialmente implicadas.

15. Los querellantes, los testigos, quienes realicen la investigación y sus familias 
serán protegidos de actos o amenazas de violencia o de cualquier otra forma de in-
timidación. Quienes estén supuestamente implicados en ejecuciones extralegales, 
arbitrarias o sumarias serán apartados de todos los puestos que entrañen un con-
trol o poder directo o indirecto sobre los querellantes, los testigos y sus familias, así 
como sobre quienes practiquen las investigaciones.

16. Los familiares de la persona fallecida y sus representantes legales serán in-
formados de las audiencias que se celebren, a las que tendrán acceso, así como a 
toda la información pertinente a la investigación, y tendrán derecho a presentar 
otras pruebas. La familia del fallecido tendrá derecho a insistir en que un médico 
u otro representante suyo calificado, esté presente en la autopsia. Una vez deter-
minada la identidad del fallecido, se anunciará públicamente su fallecimiento, y se 
notificará inmediatamente a la familia o parientes. El cuerpo de la persona falleci-
da será devuelto a sus familiares después de completada la investigación.

17. Se redactará en un plazo razonable un informe por escrito sobre los métodos 
y las conclusiones de las investigaciones. El informe se publicará inmediatamente 
y en él se expondrán el alcance de la investigación, los procedimientos y métodos 
utilizados para evaluar las pruebas, y las conclusiones y recomendaciones basadas 
en los resultados de hecho y en la legislación aplicable. El informe expondrá tam-
bién detalladamente los hechos concretos ocurridos, de acuerdo con los resultados 
de las investigaciones, así como las pruebas en que se basen esas conclusiones, y 
enumerará los nombres de los testigos que hayan prestado testimonio, a excepción 
de aquéllos cuya identidad se mantenga reservada por razones de protección. El 
gobierno responderá en un plazo razonable al informe de la investigación, o indi-
cará las medidas que se adoptarán a consecuencia de ella.

Procedimientos judiciales

18. Los gobiernos velarán por que sean juzgadas las personas que la investiga-
ción haya identificado como participantes en ejecuciones extralegales, arbitrarias o 
sumarias, en cualquier territorio bajo su jurisdicción. Los gobiernos harán compa-
recer a esas personas ante la justicia o colaborarán para extraditarlas a otros países 
que se propongan someterlas a juicio. Este principio se aplicará con independencia 
de quienes sean los perpetradores o las víctimas, del lugar en que se encuentren, de 
su nacionalidad, y del lugar en el que se cometió el delito.

19. Sin perjuicio de lo establecido en el principio 3 supra, no podrá invocarse una 
orden de un funcionario superior o de una autoridad pública como justificación 
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de ejecuciones extralegales, arbitrarias o sumarias. Los funcionarios superiores, 
oficiales u otros funcionarios públicos podrán ser considerados responsables de 
los actos cometidos por funcionarios sometidos a su autoridad si tuvieron una 
posibilidad razonable de evitar dichos actos. En ninguna circunstancia, ni siquiera 
en estado de guerra, de sitio o en otra emergencia pública, se otorgará inmunidad 
general previa de procesamiento a las personas supuestamente implicadas en eje-
cuciones extralegales, arbitrarias o sumarias.

20. Las familias y las personas que estén a cargo de las víctimas de ejecuciones 
extralegales, arbitrarias o sumarias tendrán derecho a recibir, dentro de un plazo 
razonable, una compensación justa y suficiente.
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